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    “Ma vraie gloire, ce n’est pas d’avoir gagné quarante batailles; Waterloo effacera le souvenir de tant de victoires. Ce que rien n’effacera, ce qui vivra éternellement, c’est mon code civil” (en francés).




    “Mi verdadera gloria no está en haber ganado cuarenta batallas; Waterloo eclipsará el recuerdo de tantas victorias. Lo que no será borrado, lo que vivirá eternamente, es mi Código Civil” (traducción).




    Napoleón Bonaparte, durante su prisión en Santa Helena
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  PRESENTACIÓN




  




  Los textos legales de esta publicación del Código Civil colombiano –cuya primera edición se hizo en el mes de agosto de 1993–, fueron reproducidos con base en la Edición Especial del Centenario (1887-1987), realizada por el Ministerio de Justicia –Superintendencia de Notariado y Registro–, en cumplimiento del Decreto No. 687 de 1987. Las disposiciones legales expedidas con posterioridad, que lo modifican o adicionan, fueron tomadas directamente del Diario Oficial y, de todas maneras, de fuentes públicas. Los títulos del articulado –que no forman parte del texto legal–, así como las concordancias legales y jurisprudenciales, citas legales complementarias y las observaciones, son responsabilidad del autor.




  ADOPCIÓN DE CÓDIGOS Y ADECUACIÓN DE TÉRMINOS LEGISLATIVOS




  




  Ley 57 de 1887




  ART. 1º.- Regirán en la República, noventa días después de la publicación de esta ley, con las adiciones y reformas de que ella trata, los Códigos siguientes: El Civil de la Nación, sancionado el 26 de mayo de 1873




  Ley 57 de 1887




  ART. 2º.- Los términos Territorio, Prefecto, Unión, Estados Unidos de Colombia, Presidente del Estado, que se emplean en el Código Civil, se entenderán dichos con referencia a las nuevas entidades o funcionarios constitucionales, según el caso lo requiera.




  Ley 153 de 1887




  ART. 324.- En los Códigos adoptados las denominaciones de Corporaciones y funcionarios, como Estados Unidos de Colombia, Estado, Territorio, Prefecto, Corregidor, y las demás que a virtud del cambio de instituciones requieran en algunos casos una sustitución técnica, se aplicarán a quienes paralela y lógicamente correspondan.




  TÍTULO PRELIMINAR DE LOS DERECHOS CIVILES Y GARANTÍAS SOCIALES





  Ley 57 de 1887




  ART. 4º.- Con arreglo al artículo 52 de la Constitución de la República, declárase incorporado en el Código Civil el Título III (Arts. 16-52) de la misma Constitución.




  

    [image: Image] 1. Conforme a los preceptos del artículo 4º de la Ley 57 de 1887, el Título III de la Constitución Nacional, “De los Derechos Civiles y Garantías Sociales”, fue incorporado al Código Civil. Sin embargo, la nueva Constitución Política de Colombia, proclamada el 4 de julio de 1991 y promulgada el 6 de julio del mismo año, derogó la codificación constitucional anterior. Se entiende que el Título III fue subrogado por el Título II del nuevo texto, denominado “De los Derechos, las Garantías y los Deberes”.




    2. Para un mejor entendimiento y una más amplia información sobre los derechos, garantías y deberes consagrados en el Título II de la Constitución Nacional, véanse las siguientes disposiciones de carácter internacional.




    – Declaración universal de derechos humanos, adoptada y proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas mediante resolución 217 A (III) del 10 de diciembre de 1948, la cual no está sujeta a aprobación ni ratificación por parte de los Estados miembros de la ONU.




    – Pacto internacional de derechos civiles y políticos, adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General de la ONU por medio de la resolución 2200 A (XXI) del 16 de diciembre de 1966, suscrito por Colombia el 21 de diciembre de 1966, aprobado por la Ley 74 de 1968, depositado el 29 de octubre de 1969 y con vigencia para Colombia desde el 23 de marzo de 1976.




    – Pacto internacional de derechos económicos, sociales y culturales, adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General de la ONU, por medio de la resolución 2200 a (XXI) del 16 de diciembre de 1966, suscrito por Colombia el 21 de diciembre de 1966, aprobado por la Ley 74 de 1968, depositado el 29 de octubre de 1969 y con vigencia para Colombia desde el 3 de enero de 1976.




    – Convención americana sobre derechos humanos (Pacto de San José de Costa Rica), aprobada por medio de la Ley 16 de 1972.




    – Convención sobre la prevención y la sanción del crimen de genocidio (Ley 28 de 1959.




    – Convención sobre los derechos del niño, aprobada por medio de la Ley 12 de 1991.




    – Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, adoptada por la Asamblea General de la ONU el 18 de diciembre de 1979, firmada el 17 de julio de 1980 y aprobada por medio de la Ley 51 de 1981.




    – Convenio relativo a la protección del niño y a la operación en materia de adopción internacional, suscrito en La Haya, Holanda, el 29 de mayo de 1993, aprobado por medio de la Ley 265, de 25 de enero de 1996.




    3. Sobre los derechos constitucionales fundamentales, y los criterios para determinarlos, véase la sentencia de la Corte Constitucional T-02, de mayo 8/1992, Exp. T-644, M.P.: Alejandro Martínez Caballero.


  




  
Capítulo 1


  DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES


  DERECHO A LA VIDA





  Constitución Nacional




  ART. 11.- El derecho a la vida es inviolable. No habrá pena de muerte.




  (Ver Arts. 90, 91; C.N., Art. 2º; C.P., Arts. 101 y ss., 135 y ss.; C. de la I. y la A., Art. 17; L. 74/1968, Art. 6º; L. 16/1972, Art. 4º; L. 28/1959, Arts. 2º y 3º; L. 1361/2009, Art. 4º)




  (Ver sentencias Corte Constitucional C-013, enero 23/1997, M.P.: José Gregorio Hernández Galindo; C-133, marzo 17/1994, M.P.: Antonio Barrera Carbonell; C-239, mayo 20/1997, Exp. D-1490, M.P.: Carlos Gaviria Díaz; C-355, mayo 10 de 2006, Exps. D-6122, D-6123 y D-6124, M.P.: Jaime Araujo Rentería y Clara Inés Vargas Hernández; C-327, junio 22 de 2016, Exp. D-11058, M.P.: Gloria Stella Ortiz Delgado)




  

    [image: Image] El artículo 2º de la Constitución Nacional consagra, como principio fundamental, los fines del Estado, y señala que “... Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares”.


  




  PROHIBICIÓN DE DESAPARICIONES Y TRATOS CRUELES




  Constitución Nacional




  ART. 12.- Nadie será sometido a desaparición forzada, a torturas ni a tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.




  (Ver C.P., Arts. 135 y ss.; L. 5ª/1960; L. 16/1972, Art. 5º; L. 74/1968, Art. 7º; L. 70/1986, Arts. 1º y 2º; L. 1361/2009, Art. 4º)




  (Ver sentencia Corte Constitucional, C-587, noviembre 12/1992, M.P.: Ciro Angarita Barón; C-355, mayo 10 de 2006, M.P.: Jaime Araújo Rentería y Clara Inés Vargas Hernández)




  IGUALDAD DE LAS PERSONAS




  Constitución Nacional




  ART. 13.- Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica.




  El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados.




  El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan.




  (Ver sentencias Corte Constitucional, C-104, marzo 11/1993, M.P.: Alejandro Martínez Caballero; C-022, enero 23/1996, M.P.: Carlos Gaviria Díaz; C-337, junio 17/1997, M.P.: Carlos Gaviria Díaz; C-318, junio 30/1998, M.P.: Carlos Gaviria Díaz y C-932, noviembre 8/2007, Exp. D-6794, M.P.: Marco Gerardo Monroy Cabra)




  

    [image: Image] 1. El artículo 7º del Código Penal (Ley 599 de 2000) consagra la igualdad de las personas frente a la ley penal




    2. El artículo 10º del Código Sustantivo del Trabajo establece la igualdad de los trabajadores ante la ley.


  




  DERECHO A LA PERSONALIDAD JURÍDICA




  Constitución Nacional




  ART. 14.- Toda persona tiene derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica.




  (Ver Arts. 74, 633; C. de la I. y la A., Art. 25; L. 74/1968, Art. 16; L. 16/1972, Art. 3º)




  (Ver sentencias Corte Constitucional T-476, julio 29/1992, Exp. 2069, M.P.: Alejandro Martínez Caballero; C-109, marzo 15/1995, M.P. Dr.: Alejandro Martínez Caballero)




  DERECHO A LA INTIMIDAD Y AL BUEN NOMBRE




  Constitución Nacional




  ART. 15.- Todas las personas tienen derecho a su intimidad personal y familiar y a su buen nombre, y el Estado debe respetarlos y hacerlos respetar. De igual modo, tienen derecho a conocer, actualizar y rectificar las informaciones que se hayan recogido sobre ellas en bancos de datos y en archivos de entidades públicas y privadas.




  En la recolección, tratamiento y circulación de datos se respetarán la libertad y demás garantías consagradas en la Constitución.




  La correspondencia y demás formas de comunicación privada son inviolables. Sólo pueden ser interceptadas o registradas mediante orden judicial, en los casos y con las formalidades que establezca la ley.




  Para efectos tributarios o judiciales y para los casos de inspección, vigilancia e intervención del Estado podrá exigirse la presentación de libros de contabilidad y demás documentos privados, en los términos que señale la ley.




  (Ver C.P., Arts. 220 y 221; L. 74/1968, Art. 17; L. 16/1972, Art. 11; L. 906/2004, Arts. 233 a 236; L. 1341/2009, Arts. 70, 71)




  (Ver sentencia C.S. de J., octubre 19/1971, G.J., t. CXXXVIII, pág. 423; sentencias Corte Constitucional T-552, octubre 30/1997, M.P.: Vladimiro Naranjo Mesa; T-787, agosto 18/2004, M.P.: Rodrigo Escobar Gil; T-414, junio 16/1992, M.P.: Ciro Angarita Barón; T-611 de 1992, M.P.; José Gregorio Hernández Galindo; T-696 de 1996, M.P.; Fabio Morón Díaz; T-66 de 1998, M.P.: Eduardo Cifuentes Muñoz; T-729 de 2002, M.P.: Eduardo Montealegre Lynett; T-787, agosto 18/2004, M.P.: Rodrigo Escobar Gil; C-748, octubre 6/2011, M.P.: Jorge Ignacio Pretelt Chaljub)




  LIBRE DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD




  Constitución Nacional




  ART. 16.- Todas las personas tienen derecho al libre desarrollo de su personalidad sin más limitaciones que las que imponen los derechos de los demás y el orden jurídico.




  (Ver sentencias Corte Constitucional T-067, marzo 5/1998, M.P.: Eduardo Cifuentes Muñoz; SU-642, noviembre 5/1998, M.P.: Eduardo Cifuentes Muñoz; T-542, septiembre 25/1992, M.P.: Alejandro Martínez Caballero; T-420, junio 19/1992, M.P.: Simón Rodríguez Rodríguez; C-221, mayo 5/1994, M.P.: Carlos Gaviria Díaz, entre otras)




  PROHIBICIÓN DE LA ESCLAVITUD




  Constitución Nacional




  ART. 17.- Se prohíben la esclavitud, la servidumbre y la trata de seres humanos en todas sus formas.




  (Ver L. 74/1968, Art. 8º; L. 16/1972, Art. 6º; L. 12/1991, Art. 32; L. 51/1991, Art. 1º).




  LIBERTAD DE CONCIENCIA




  Constitución Nacional




  ART. 18.- Se garantiza la libertad de conciencia. Nadie será molestado por razón de sus convicciones o creencias ni compelido o revelarlas ni obligado a actuar contra su conciencia.




  (Ver L. 74/1968, Art. 18; L. 16/1972, Art.12).




  (Ver sentencias Corte Constitucional T-409, junio 8/1992, M.P.: José Gregorio Hernández Galindo; T-388, mayo 28/2009, M.P.: Humberto Antonio Sierra Porto; SU-108, marzo 3/2016, M.P.: Alberto Rojas Ríos)




  LIBERTAD DE CULTOS




  Constitución Nacional




  ART. 19.- Se garantiza la libertad de cultos. Toda persona tiene derecho a profesar libremente su religión y a difundirla en forma individual o colectiva.




  Todas las confesiones religiosas e iglesias son igualmente libres ante la ley.




  (Ver C.P., Arts. 201 y ss.; L.E. 133/1994, Arts. 2º, 3º, 4º 15)




  

    [image: Image] La Ley 133 de 1994 desarrolla el derecho a la libertad religiosa y de cultos.


  




  LIBERTAD DE EXPRESIÓN E INFORMACIÓN




  Constitución Nacional




  ART. 20.- Se garantiza a toda persona la libertad de expresar y difundir su pensamiento y opiniones, la de informar y recibir información veraz e imparcial, y la de fundar medios masivos de comunicación.




  Estos son libres y tienen responsabilidad social. Se garantiza el derecho a la rectificación en condiciones de equidad. No habrá censura.




  (Ver L. 16/1972, Arts. 13, 14; L. 104/1993, Arts. 102 y ss.; L. 182/1995, Arts. 29 y 30; L. 365/1996; L. 1266/2008)




  (Ver sentencias Corte Constitucional C-425, septiembre 29/1994, M.P.: José Gregorio Hernández Galindo; C-384, abril 5/2000, M.P.: Vladimiro Naranjo Mesa; T-634, junio 14/2001, M.P.: Jaime Araujo Rentería; C.S. de J., Sala Plena, octubre 13/1970 y marzo 31/1971, G.J., t. CXXXVIII, pág. 141)




  

    [image: Image] 1. La responsabilidad de la prensa está consagrada en la Ley 29 de 1944.




    2. La libertad de operar y explotar los medios masivos de televisión está consagrada en la Ley 182 de 1995.




    3. Por medio de la Ley 1266 de 2008 se dictan disposiciones generales del hábeas data y se regula el manejo de la información contenida en bases de datos personales, especialmente la financiera, crediticia, comercial, de servicios y la proveniente de terceros países, entre otras disposiciones.


  




  DERECHO A LA HONRA




  Constitución Nacional




  ART. 21.- Se garantiza el derecho a la honra. La ley señalará la forma de su protección.




  (Ver sentencia Corte Constitucional T-412, junio 17/1992, M.P.: Alejandro Martínez Caballero)




  DERECHO A LA PAZ




  Constitución Nacional




  ART. 22.- La paz es un derecho y un deber de obligatorio cumplimiento.




  (Ver L. 74/1998, Art. 20; L. 434/1998; L. 1424/2010; L. 1448/2010; L. 975/2015; L. 1732/2014)




  DERECHO DE PETICIÓN




  Constitución Nacional




  ART. 23.- Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales.




  (Ver C.P.A.C.A., Ley 1437 de 2011, Título II)




  (Ver sentencias Corte Constitucional T-181, mayo 7/1993, M.P.: Hernando Herrera Vergara; T-426, junio 24/1992, M.P.: Eduardo Cifuentes Muñoz; T-481, agosto 10/1992, M.P.: Jaime Sanín Greiffenstein; T-098, marzo 7/1994, M.P.: Eduardo Cifuentes Muñoz; T-158, marzo 24/1994, M.P.: Hernando Herrera Vergara; T-220, mayo 4/1994, M.P.: Eduardo Cifuentes Muñoz; T-575, diciembre 14/1994, M.P.: José Gregorio Hernández Galindo; T-466, mayo 13/2004, M.P.: Manuel José Cepeda Espinosa; T-345, mayo 4/2006, M.P.: Manuel José Cepeda Espinosa; y T-667, septiembre8/2011, M.P.: Luis Ernesto Vargas Silva. También puede verse la sentencia de la Sala Civil de la C.S. de J., septiembre 17/1987)




  DERECHO DE CIRCULACIÓN,


  LOCOMOCIÓN Y RESIDENCIA




  Constitución Nacional




  ART. 24.- Todo colombiano, con las limitaciones que establezca la ley, tiene derecho a circular libremente por el territorio nacional, a entrar y salir de él, y a permanecer y residenciarse en Colombia.




  (Ver C.P., Arts. 180, 189; L. 387/1997, Arts. 1º, 2º; L. 769/2002; L. 1383/2010)




  DERECHO AL TRABAJO




  Constitución Nacional




  ART. 25.- El trabajo es un derecho y una obligación social y goza, en todas sus modalidades, de la especial protección del Estado. Toda persona tiene derecho a un trabajo en condiciones dignas y justas.




  (Ver C.S.T., Arts. 7º y 11; C.P., Arts. 198 y ss.; L. 1010/2006; L. 1309/2009, Art. 5º; L. 1453/2011, Art. 26)




  

    Declaración Universal de los Derechos Humanos




    ART. 23.- 1. Toda persona tiene derecho al trabajo, a la libre elección de su trabajo, a condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo y a la protección contra el desempleo.




    Código Sustantivo del Trabajo




    ART. 9º.- Protección al trabajo.- El trabajo goza de la protección del Estado, en la forma prevista en la Constitución Nacional y las leyes. Los funcionarios públicos están obligados a prestar a los trabajadores una debida y oportuna protección para la garantía y eficacia de sus derechos, de acuerdo con sus atribuciones.




    Código Penal




    ART. 198.- Violación de la libertad de trabajo.- El que mediante violencia o maniobra engañosa logre el retiro de operarios o trabajadores de los establecimientos donde laboran, o por los mismos medios perturbe o impida el libre ejercicio de la actividad de cualquier persona, incurrirá en multa.




    Si como consecuencia de la conducta descrita en el inciso anterior sobreviniere la suspensión o cesación colectiva del trabajo, la pena se aumentará hasta en una tercera parte, sin sobrepasar las diez (10) unidades multa (sic).




    Código Penal




    ART. 199.- Sabotaje.- El que con el fin de suspender o paralizar el trabajo destruya, inutilice, haga desaparecer o de cualquier otro modo dañe herramientas, bases de datos, soportes lógicos, instalaciones, equipos o materias primas, incurrirá en prisión de uno (1) a seis (6) años y multa de cinco (5) a veinte (20) salarios mínimos legales mensuales vigentes, siempre que la conducta no constituya delito sancionado con pena mayor.




    Si como consecuencia de la conducta descrita en el inciso anterior sobreviniere la suspensión o cesación colectiva del trabajo, la pena se aumentará hasta en una tercera parte.




    [image: Image] La pena prevista en el artículo 199 del Código Penal fue aumentada por el artículo 14 de la Ley 890 de 2004, en la tercera parte, respecto del mínimo, y en la mitad, respecto del máximo, respetando en todo caso el máximo de la pena privativa de la libertad. El incremento de la pena tiene vigencia a partir del 1º de enero de 2005.


  




  LIBERTAD DE PROFESIÓN O DE OFICIO




  Constitución Nacional




  ART. 26.- Toda persona es libre de escoger profesión u oficio. La ley podrá exigir títulos de idoneidad. Las autoridades competentes inspeccionarán y vigilarán el ejercicio de las profesiones. Las ocupaciones, artes y oficios que no exijan formación académica son de libre ejercicio, salvo aquellas que impliquen un riesgo social.




  Las profesiones legalmente reconocidas pueden organizarse en colegios. La estructura interna y el funcionamiento de éstos deberán ser democráticos. La ley podrá asignarles funciones públicas y establecer los debidos controles.




  (Ver C.S.T., Art. 8º)




  (Ver sentencia Corte Constitucional, C-377, agosto 25/1994, M.P.: Jorge Arango Mejía)




  

    Código Sustantivo del Trabajo




    ART. 8º.- Libertad de trabajo.- Nadie puede impedir el trabajo a los demás, ni que se dediquen a la profesión, industria o comercio que les plazca, siendo lícito su ejercicio, sino mediante resolución de autoridad competente encaminada a tutelar los derechos de los trabajadores o de la sociedad, en los casos que se prevean en la ley.




    Código Sustantivo del Trabajo




    ART. 11.- Derecho al trabajo.- Toda persona tiene derecho al trabajo y goza de libertad para escoger profesión u oficio, dentro de las normas prescritas por la Constitución y la ley.


  




  (Ver D. 196/1971)




  LIBERTAD DE ENSEÑANZA




  Constitución Nacional




  ART. 27.- El Estado garantiza las libertades de enseñanza, aprendizaje, investigación y cátedra.




  

    [image: Image] Sobre los alcances de la libertad de cátedra, véase la sentencia de la Corte Constitucional, T-92, de marzo 3/1994, M.P.: Alejandro Martínez Caballero.


  




  LIBERTAD PERSONAL




  Constitución Nacional




  ART. 28.- Toda persona es libre. Nadie puede ser molestado en su persona o familia, ni reducido a prisión o arresto, ni detenido, ni su domicilio registrado, sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad judicial competente, con las formalidades legales y por motivo previamente definido en la ley.




  La persona detenida preventivamente será puesta a disposición del juez competente dentro de las treinta y seis horas siguientes, para que éste adopte la decisión correspondiente en el término que establezca la ley.




  En ningún caso podrá haber detención, prisión ni arresto por deudas, ni penas y medidas de seguridad imprescriptibles.




  (Ver C.N., Arts. 9, 28, 29, 30, 31, 86, 275; C.P., Arts. 168, 169, 174, 175 a 177, 182, 244; C. de P.P., Arts. 1º y ss., 295, 296)




  DERECHO AL DEBIDO PROCESO




  Constitución Nacional




  ART. 29.- El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas.




  Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio.




  En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable.




  Toda persona se presume inocente mientras no se le haya declarado judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho.




  Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso.




  (Ver C.N., Arts. 6º, 26, 28, 29, 34, 91, 92, 124, 213, inc. final, 214-2º-3º, 252; Ley 153 de 1887, Arts. 43 a 45; L. 74/1968, Arts. 15, 16; L. 16/1972, Arts. 8º, 9º)




  

    Código Penal




    ART. 6º.- Legalidad.- Nadie podrá ser juzgado sino conforme a las leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante el juez o tribunal competente y con la observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. La preexistencia de la norma también se aplica para el reenvío en materia de tipos penales en blanco. La ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior se aplicará, sin excepción de preferencia a la restrictiva o desfavorable. Ello también rige para los condenados.




    La analogía sólo se aplicará en materias permisivas.




    Código de Procedimiento Penal (Ley 906 de 2004)




    ART. 6º.- Legalidad.- Nadie podrá ser investigado ni juzgado sino conforme a la ley procesal vigente al momento de los hechos, con observancia de las formas propias de cada juicio.




    La ley procesal de efectos sustanciales permisiva o favorable, aun cuando sea posterior a la actuación, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable.




    Las disposiciones de este Código se aplicarán única y exclusivamente para la investigación y el juzgamiento de los delitos cometidos con posterioridad a su vigencia.




    Código General del Proceso




    ART. 2º.- Acceso a la justicia.- Toda persona o grupo de personas tiene derecho a la tutela jurisdiccional efectiva para el ejercicio de sus derechos y la defensa de sus intereses, con sujeción a un debido proceso de duración razonable. Los términos procesales se observarán con diligencia y su incumplimiento injustificado será sancionado.


  




  HÁBEAS CORPUS




  Constitución Nacional




  ART. 30.- Quien estuviere privado de su libertad, y creyere estarlo ilegalmente, tiene derecho a invocar ante cualquier autoridad judicial, en todo tiempo, por sí o por interpuesta persona, el Hábeas Corpus, el cual debe resolverse en el término de treinta y seis horas.




  (Ver C.P. art. 275, C.P.P. arts. 432, 433, 434, 436 y 437; L. 1095/2006)




  

    Código de Procedimiento Penal (Ley 906 de 2004)




    ART. 5º.- Hábeas corpus.- Quien estuviere ilegalmente privado de su libertad, tiene derecho a invocar ante cualquier autoridad judicial, en todo tiempo, por sí o por interpuesta persona, el hábeas corpus, el cual debe resolverse en el término de treinta y seis horas contadas desde el momento de la solicitud y sin tener en cuenta el número de retenidos.




    Código de Procedimiento Penal (Ley 906 de 2004)




    Código de Procedimiento Penal




    ART. 2º.- Libertad.- Modificado, Ley 1142 de 2007, Art. 1º.- Toda persona tiene derecho a que se respete su libertad. Nadie podrá ser molestado en su persona ni privado de su libertad sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad judicial competente, emitido con las formalidades legales y por motivos previamente definidos en la ley.




    El juez de control de garantías, previa solicitud de la Fiscalía General de la Nación, ordenará la restricción de la libertad del imputado cuando resulte necesaria para garantizar su comparecencia o la preservación de la prueba o la protección de la comunidad, en especial, de las víctimas. Igualmente, por petición de cualquiera de las partes, en los términos señalados en este código, dispondrá la modificación o revocación de la medida restrictiva si las circunstancias hubieren variado y la convirtieren en irrazonable o desproporcionada.




    En todos los casos se solicitará el control de legalidad de la captura al juez de garantías, en el menor tiempo posible, sin superar las treinta y seis (36) horas siguientes.




    [image: Image] El inciso tercero del artículo 2º del Código de Procedimiento Penal (Ley 906 de 2004), fue declarado condicionalmente exequible por la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-163-08, de 20 de febrero de 2008, M.P.: Jaime Córdoba Triviño, “en el entendido que dentro del término de treinta y seis (36) horas posteriores a la captura, previsto en la norma, se debe realizar el control efectivo a la restricción de la libertad por parte del juez de garantías, o la autoridad judicial competente”.




    Código de Procedimiento Penal (Ley 906 de 2004)




    ART. 295.- Afirmación de la libertad.- Las disposiciones de este Código que autorizan preventivamente la privación o restricción de la libertad del imputado tienen carácter excepcional; sólo podrán ser interpretadas restrictivamente y su aplicación debe ser necesaria, adecuada, proporcional y razonable frente a los contenidos constitucionales.




    Código de Procedimiento Penal (Ley 906 de 2004)




    ART. 296.- Finalidad de la restricción de la libertad.- La libertad personal podrá ser afectada dentro de la actuación cuando sea necesaria para evitar la obstrucción de la justicia, o para asegurar la comparecencia del imputado al proceso, la protección de la comunidad y de las víctimas, o para el cumplimiento de la pena.




    Ley 1095 de 2006




    ART. 1º.- Definición.- El hábeas corpus es un derecho fundamental y, a la vez, una acción constitucional que tutela la libertad personal cuando alguien es privado de la libertad con violación de las garantías constitucionales o legales, o esta se prolongue ilegalmente. Esta acción únicamente podrá invocarse o incoarse por una sola vez y para su decisión se aplicará el principio pro homine.




    El hábeas corpus no se suspenderá, aun en los estados de excepción.


  




  PRINCIPIO DE LA DOBLE INSTANCIA




  Constitución Nacional




  ART. 31.- Toda sentencia judicial podrá ser apelada o consultada, salvo las excepciones que consagre la ley.




  El superior no podrá agravar la pena impuesta cuando el condenado sea apelante único.




  

    Código General del Proceso




    ART. 9º. Instancias.- Los procesos tendrán dos instancias a menos que la ley establezca una sola.




    Código de Procedimiento Penal (Ley 906 de 2004)




    ART. 20.- Doble instancia.- Las sentencias y los autos que se refieran a la libertad del imputado o acusado, que afecten la práctica de las pruebas o que tengan efectos patrimoniales, salvo las excepciones previstas en este código, serán susceptibles del recurso de apelación.




    El superior no podrá agravar la situación del apelante único.


  




  APREHENSIÓN EN FLAGRANCIA




  Constitución Nacional




  ART. 32.- El delincuente sorprendido en flagrancia podrá ser aprehendido y llevado ante el juez por cualquier persona. Si los agentes de la autoridad lo persiguieren y se refugiare en su propio domicilio, podrán penetrar en él, para el acto de la aprehensión; si se acogiere a domicilio ajeno, deberá preceder requerimiento al morador.




  (Ver C. de P.P., Art. 2º)




  (Ver auto C.S. de J., Sala de Casación Penal, diciembre 1/1987; sentencia Corte Constitucional C-24, enero 27/1994, M.P.: Alejandro Martínez Caballero)




  

    Código de Procedimiento Penal (Ley 906 de 2004)




    ART. 301.- Flagrancia.- Modificado, Ley 1453 de 2011, Art. 57.- Se entiende que hay flagrancia cuando:




    1. La persona es sorprendida y aprehendida durante la comisión del delito.




    2. La persona es sorprendida o individualizada durante la comisión del delito y aprehendida inmediatamente después por persecución o cuando fuese señalado por la víctima u otra persona como autor cómplice del delito inmediatamente después de su perpetración.




    3. La persona es sorprendida y capturada con objetos, instrumentos o huellas, de los cuales aparezca fundadamente que acaba de cometer un delito o de haber participado en él.




    4. La persona es sorprendida o individualizada en la comisión de un delito en un sitio abierto al público a través de la grabación de un dispositivo de video y aprehendida inmediatamente después.




    La misma regla operará si la grabación del dispositivo de video se realiza en un lugar privado con consentimiento de la persona o personas que residan en el mismo.




    5. La persona se encuentre en un vehículo utilizado momentos antes para huir del lugar de la comisión de un delito, salvo que aparezca fundadamente que el sujeto no tenga conocimiento de la conducta punible.




    PAR.- La persona que incurra en las causales anteriores sólo tendrá ¼ del beneficio de que trata el artículo 35 de la Ley 906 de 2004.




    [image: Image] El parágrafo del artículo 301 del Código Penal, modificado por la Ley 1453 de 2011, fue declarado exequible por la Corte Constitucional, mediante sentencia C-645, del 23 de agosto de 2012, M.P.: Nilson Pinilla Pinillla, ‘en el entendido de que la disminución en una cuarta parte del beneficio punitivo allí consagrado, debe extenderse a todas las oportunidades procesales en las que es posible al sorprendido en flagrancia allanarse a cargos y suscribir acuerdos con la Fiscalía General de la Nación, respetando los parámetros inicialmente establecidos por el legislador en cada uno de esos eventos’. Así mismo, mediante sentencia C-240-14, de 9 de abril de 2014, M.P.: Mauricio González Cuervo, “ la Corte verificó la aptitud sustancial de la demanda en tanto plantea un cargo relativo a la igualdad de trato, del cual desprende la existencia de una omisión legislativa relativa, y la inexistencia de cosa juzgada constitucional, pues si bien en la Sentencia C-645 de 2012 se declaró la exequibilidad de la misma norma que ahora se demanda, entre otros cargos, por uno de igualdad, la diferencia de trato estuvo relacionada con la aplicación de la norma a diversas etapas del proceso, mientras que la diferencia de trato que ahora se cuestiona tiene que ver con la no aplicación de la norma a los congresistas.’




    Código de Procedimiento Penal (Ley 906 de 2004)




    ART. 302.- Procedimiento en caso de flagrancia.- Cualquier persona podrá capturar a quien sea sorprendido en flagrancia.




    Cuando sea una autoridad la que realice la captura deberá conducir al aprehendido inmediatamente o a más tardar en el término de la distancia, ante la Fiscalía General de la Nación.




    Cuando sea un particular quien realiza la aprehensión deberá conducir al aprehendido en el término de la distancia ante cualquier autoridad de policía. Esta identificará al aprehendido, recibirá un informe detallado de las circunstancias en que se produjo la captura, y pondrá al capturado dentro del mismo plazo a disposición de la Fiscalía General de la Nación.




    Si de la información suministrada o recogida aparece que el supuesto delito no comporta detención preventiva, el aprehendido o capturado será liberado por la Fiscalía, imponiéndosele bajo palabra un compromiso de comparecencia cuando sea necesario. De la misma forma se procederá si la captura fuere ilegal.




    La Fiscalía General de la Nación, con fundamento en el informe recibido de la autoridad policiva o del particular que realizó la aprehensión, o con base en los elementos materiales probatorios y evidencia física aportados, presentará al aprehendido, inmediatamente o a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes, ante el juez de control de garantías para que este se pronuncie en audiencia preliminar sobre la legalidad de la aprehensión y las solicitudes de la Fiscalía, de la defensa y del Ministerio Público.


  




  LIMITACIONES AL DEBER DE DECLARAR




  Constitución Nacional




  ART. 33.- Nadie podrá ser obligado a declarar contra sí mismo o contra su cónyuge, compañero permanente o parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil.




  

    [image: Image] La nueva norma constitucional, a diferencia de la anterior, no hace referencia a asuntos criminales o de policía, para efectos de declarar contra sí mismo, contra el cónyuge, compañero o compañera permanente o contra los parientes dentro de los grados allí indicados. Consecuentemente, se entiende que esta garantía ha sido extendida a otros asuntos, no propiamente penales o policivos.


  




  

    Código de Procedimiento Penal




    ART. 283.- Excepción al deber de declarar.- Nadie podrá ser obligado a declarar contra sí mismo o contra su cónyuge, compañera o compañero permanente o parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil.




    Este derecho se le hará saber por el funcionario respectivo a todo imputado que vaya a ser interrogado, y a toda persona que vaya a rendir testimonio.




    Código de Procedimiento Penal (Ley 906 de 2004)




    ART. 8º.- Defensa.- En desarrollo de la actuación, una vez adquirida la condición de imputado, este tendrá derecho, en plena igualdad respecto del órgano de persecución penal, en lo que aplica a:




    a) No ser obligado a declarar en contra de sí mismo ni en contra de su cónyuge, compañero permanente o parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad;




    b) No auto incriminarse ni incriminar a su cónyuge, compañero permanente o parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad;




    c) No se utilice el silencio en su contra;




    (...)


  




  PROHIBICIÓN DEL DESTIERRO,


  CADENA PERPETUA Y CONFISCACIÓN




  Constitución Nacional




  ART. 34.- Se prohíben las penas de destierro, prisión perpetua y confiscación.




  No obstante, por sentencia judicial se declarará extinguido el dominio sobre los bienes adquiridos, en perjuicio del tesoro público o con grave deterioro de la moral social.




  (Ver C.P., Arts. 327, 412; L. 793/2002, Arts. 1º, 2º; L. 1708/2014)




  

    [image: Image] “... el artículo, teniendo en cuenta la redacción que hicieron los Codificadores, debe quedar así:




    “ART. 34.- Se prohíben las penas de destierro, prisión perpetua y confiscación.




    No obstante, por sentencia judicial, se declarará extinguido el dominio sobre los bienes adquiridos mediante enriquecimiento ilícito en perjuicio del tesoro público o con grave deterioro de la moral social”. (Secretario General, Asamblea Nacional Constituyente 1991, certificación sobre artículos, parágrafos o incisos omitidos en la codificación constitucional de 1991, publicada en la Gaceta 114 del 7 de julio de 1991, expedida en Santa Fe de Bogotá, D.C., 16 de julio de 1991).


  




  PROHIBICIÓN DE LA EXTRADICIÓN




  Constitución Nacional




  ART. 35.- Modificado, A. L. Nº 1 de 1997, Art. 1º.- “La extradición se podrá solicitar, conceder u ofrecer de acuerdo con los tratados públicos y, en su defecto con la Ley. Además, la extradición de los colombianos por nacimiento se concederá por delitos cometidos en el exterior, considerados como tales en la legislación penal colombiana. (La Ley reglamentará la materia).




  La extradición no procederá por delitos políticos.




  No procederá la extradición cuando se trate de hechos cometidos con anterioridad a la promulgación de la presente norma”.




  (Ver C.N., Art. 9; C.P., Art. 18; C. de P.P., Arts. 490 y ss.; L. 1448/2011, Art. 195)




  

    [image: Image] La expresión “La Ley reglamentará la materia”, contenida en el artículo 1º del Acto Legislativo No. 1 de 1997, que subrogó el artículo 35 de la Constitución Política de Colombia, y que se encuentra entre paréntesis, fue declarada inexequible por la Corte Constitucional, mediante sentencia C-543, del 1º de octubre de 1998, M.P.: Carlos Gaviria Díaz, con la aclaración de que el legislador no pierde esa facultad constitucional, pues la inexequibilidad ha sido declarada exclusivamente por vicios de forma.


  




  DERECHO DE ASILO




  Constitución Nacional




  ART. 36.- Se reconoce el derecho de asilo en los términos previstos en la ley.




  (Ver Declaración Universal de Derechos Humanos, Art. 14; L. 16/1972, Art. 22)




  DERECHOS DE REUNIÓN Y MANIFESTACIÓN




  Constitución Nacional




  ART. 37.- Toda parte del pueblo puede reunirse y manifestarse pública y pacíficamente. Sólo la ley podrá establecer de manera expresa los casos en los cuales se podrá limitar el ejercicio de este derecho.




  DERECHO DE ASOCIACIÓN




  Constitución Nacional




  ART. 38.- Se garantiza el derecho de libre asociación para el desarrollo de las distintas actividades que las personas realizan en sociedad.




  (Ver Declaración Universal de Derechos Humanos, Art. 20; L. 74/1968, Art. 22; L. 16/1972, Art. 16; L. 12/1991, Art. 15; L. 743/2002, Arts. 1º y ss.)




  DERECHO DE ASOCIACIÓN SINDICAL




  Constitución Nacional




  ART. 39.- Los trabajadores y empleadores tienen derecho a constituir sindicatos o asociaciones, sin intervención del Estado. Su reconocimiento jurídico se producirá con la simple inscripción del acta de constitución.




  La estructura interna y el funcionamiento de los sindicatos y organizaciones sociales y gremiales se sujetarán al orden legal y a los principios democráticos.




  La cancelación o la suspensión de la personería jurídica sólo procede por vía judicial. Se reconoce a los representantes sindicales el fuero y las demás garantías necesarias para el cumplimiento de su gestión.




  No gozan del derecho de asociación sindical los miembros de la Fuerza Pública.




  (Ver. C.S.T., Arts. 12 y 353; C.P., Arts. 198 y ss.)




  DERECHOS POLÍTICOS




  Constitución Nacional




  ART. 40.- Todo ciudadano tiene derecho a participar en la conformación, ejercicio y control de poder político. Para hacer efectivo este derecho puede:




  1. Elegir y ser elegido.




  2. Tomar parte en elecciones, plebiscitos, referendos, consultas populares y otras formas de participación democrática.




  3. Constituir partidos, movimientos y agrupaciones políticas sin limitación alguna; formar parte de ellos libremente y difundir sus ideas y programas.




  4. Revocar el mandato de los elegidos en los casos y en la forma que establecen la Constitución y la ley.




  5. Tener iniciativa en las corporaciones públicas.




  6. Interponer acciones públicas en defensa de la Constitución y de la ley.




  7. Acceder al desempeño de funciones y cargos públicos, salvo los colombianos, por nacimiento o por adopción, que tengan doble nacionalidad. La ley reglamentará esta excepción y determinará los casos a los cuales ha de aplicarse.




  Las autoridades garantizarán la adecuada y efectiva participación de la mujer en los niveles decisorios de la Administración Pública.




  (Ver C.P., Arts. 386 y ss.)




  

    [image: Image] 1. Por medio de la Ley 130 de 1994 se expidió el Estatuto Básico de los partidos y movimientos políticos.




    2. Por medio de la Ley 131 de 1994 fue reglamentado el voto programático y se dictaron otras disposiciones.




    3. La Ley 134 de 1994 consagra las normas sobre mecanismos de participación ciudadana.




    4. La Ley 137 de 1994 regula los estados de excepción.




    5. La Ley Estatutaria 581 de 2000 reglamenta la adecuada y efectiva participación de la mujer en los niveles decisorios de las diferentes ramas y órganos del poder público.


  




  ESTUDIOS CONSTITUCIONALES,


  CÍVICOS Y PRÁCTICAS DEMOCRÁTICAS




  Constitución Nacional




  ART. 41.- En todas las instituciones de educación, oficiales o privadas, serán obligatorios el estudio de la Constitución y la instrucción cívica. Así mismo se fomentarán prácticas democráticas para el aprendizaje de los principios y valores de la participación ciudadana. El Estado divulgará la Constitución.




  (Ver L. 107/1994, Arts. 1º a 8º; L. 115/1994, Art. 14, L. 1029/2006, Art. 1º; L. 1195/2008, Arts. 1º y ss.; L. 1503/2011, Art. 5 º)




  
Capítulo 2


  DE LOS DERECHOS SOCIALES, ECONÓMICOS Y CULTURALES





  LA FAMILIA




  Constitución Nacional




  ART. 42.- La familia es el núcleo fundamental de la sociedad. Se constituye por vínculos naturales o jurídicos, por la decisión libre de un hombre y una mujer de contraer matrimonio o por la voluntad responsable de conformarla.




  El Estado y la sociedad garantizan la protección integral de la familia. La ley podrá determinar el patrimonio familiar inalienable e inembargable. La honra, la dignidad y la intimidad de la familia son inviolables.




  Las relaciones familiares se basan en la igualdad de derechos y deberes de la pareja y en el respeto recíproco entre todos sus integrantes. Cualquier forma de violencia en la familia se considera destructiva de su armonía y unidad, y será sancionada conforme a la ley.




  Los hijos habidos en el matrimonio o fuera de él, adoptados o procreados naturalmente o con asistencia científica, tienen iguales derechos y deberes. La ley reglamentará la progenitura responsable.




  La pareja tiene derecho a decidir libre y responsablemente el número de sus hijos, y deberá sostenerlos y educarlos mientras sean menores o impedidos.




  Las formas del matrimonio, la edad y capacidad para contraerlo, los deberes y derechos de los cónyuges, su separación y la disolución del vínculo, se rigen por la ley civil.




  Los matrimonios religiosos tendrán efectos civiles en los términos que establezca la ley. Los efectos civiles de todo matrimonio cesarán por divorcio con arreglo a la ley civil. También tendrán efectos civiles las sentencias de nulidad de los matrimonios religiosos dictadas por las autoridades de la respectiva religión, en los términos que establezca la ley.




  La ley determinará lo relativo al estado civil de las personas y los consiguientes derechos y deberes.




  (Ver Arts. 113, 115, 117, 160 y ss. 180 y ss., 411 y ss., C.P., Arts. 229 y ss., L. 70/1931, 91/1936, D.L. 1260/1970, Arts. 1º, 2º y 8º; L. 9ª/1989, Art. 60; D.L. 258/1996, L. 25/1992, L. 82/1993; L. 1098/2006; 1361/2009)




  (Ver sentencia C.S. de J., Sala de Casación Civil, septiembre 4/1970, G.J., t. CXXXV, pág. 124; sentencias Corte Constitucional T-523, septiembre 18/1992, Exp. 2598. M.P.: Ciro Angarita Barón y T-543, noviembre 23/1995, M.P.: José Gregorio Hernández Galindo; auto 125 C.S. de J., Sala de Casación Civil, junio 18/2008, Ref. C-0500131100062004-00205-01, M.P.: Jaime Alberto Arrubla Paucar; sentencias Corte Constitucional C-577, de 16 de julio de 2011, M.P.: Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, Exps. D-8367 y D-8376 y SU-214-16, de 28 de abril de 2016, M.P.: Alberto Rojas Ríos, Expediente T- 4.167.863 AC)




  

    [image: Image] 1. La Corte Constitucional, mediante sentencia C-577, del 16 de julio de 2011, M.P.: Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, Expedientes acumulados D-8367 y D-8376, declaró exequible, por los cargos analizados en esa sentencia, la expresión “un hombre y una mujer”, contenida en el artículo 113 del Código Civil; se declaró inhibida para pronunciarse de fondo respecto de la expresión “de procrear”, contenida en el artículo 113 del Código Civil, por ineptitud sustantiva de las demandas, así como respecto de la expresión “de un hombre y una mujer” contenida en los artículos 2º de la Ley 294 de 1996 y 2º de la Ley 1361 de 2009, por cuanto estas normas legales reproducen preceptos constitucionales; exhortó al Congreso de la República para que antes del 20 de junio de 2013 legisle, de manera sistemática y organizada, sobre los derechos de las parejas del mismo sexo con la finalidad de eliminar el déficit de protección que, según los términos de esta sentencia, afecta a las mencionadas parejas, advirtiendo que si el 20 de junio de 2013 el Congreso de la República no ha expedido la legislación correspondiente, las parejas del mismo sexo podrán acudir ante notario o juez competente a formalizar y solemnizar su vínculo contractual.




    2. La Corte Constitucional, mediante sentencia de unificación SU-214-16, de 28 de abril de 2016, M.P.: Alberto Rojas Ríos, Expediente T- 4.167.863 AC dispuso, entre otros asuntos, extender dicha providencia, con efectos inter pares, a todas las parejas del mismo sexo que, con posterioridad al veinte (20) de junio de 2013: (i) hayan acudido ante los jueces o notarios del país y se les haya negado la celebración de un matrimonio civil, debido a su orientación sexual; (ii) hayan celebrado un contrato para formalizar y solemnizar su vínculo, sin la denominación ni los efectos jurídicos de un matrimonio civil; (iii) habiendo celebrado un matrimonio civil, la Registraduría Nacional del Estado Civil se haya negado a inscribirlo y; (iv) en adelante, formalicen y solemnicen su vínculo mediante matrimonio civil, bien ante Jueces Civiles Municipales, ora ante Notarios Públicos, o ante los servidores públicos que llegaren a hacer sus veces; declarar que los matrimonios civiles celebrados entre parejas del mismo sexo, con posterioridad al veinte (20) de junio de 2013, gozan de plena validez jurídica; declarar que los Jueces de la República, que hasta la fecha de esta providencia han celebrado matrimonios civiles entre parejas del mismo sexo en Colombia, actuaron en los precisos términos de la Carta Política y en aplicación del principio constitucional de la autonomía judicial, de conformidad con la parte motiva de esta sentencia; advertir a las autoridades judiciales, a los Notarios Públicos, a los Registradores del Estado Civil del país, y a los servidores públicos que llegaren a hacer sus veces, que el presente fallo de unificación tiene carácter vinculante, con efectos inter pares, en los términos de la parte motiva de esta providencia; y ordenar a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, a la Superintendencia de Notariado y Registro y a la Registraduría Nacional del Estado Civil, que adopten medidas de difusión entre los Jueces, Notarios Públicos y Registradores del Estado Civil del país, el contenido del presente fallo, con el propósito de superar el déficit de protección señalado en la Sentencia C- 577 de 2011, proferida por la Corte Constitucional.




    La Corte, ‘(...) con relación a las cuestiones de fondo (…) decidió que los principios de la dignidad humana, la libertad individual y la igualdad implican que todo ser humano pueda contraer matrimonio civil, acorde con su orientación sexual (método de interpretación sistemático). Consideró que celebrar un contrato civil de matrimonio entre parejas del mismo sexo es una manera legítima y válida de materializar los principios y valores constitucionales y una forma de asegurar el goce efectivo del derecho a la dignidad humana, la libertad individual y la igualdad, sin importar cuál sea su orientación sexual o identidad de género (…) que los contratos innominados, mediante los cuales se pretendió solemnizar y formalizar las uniones de personas del mismo sexo, no suplen el déficit de protección identificado en la Sentencia C-577 de 2011. En los términos del artículo 113 del Código Civil, la celebración de un matrimonio civil genera diversos efectos jurídicos personales y patrimoniales, los cuales no se encuentran presentes en un contrato civil innominado, lo cual genera un trato discriminatorio entre las parejas heterosexuales y del mismo sexo”.




    3. Por medio de la Ley 1098, de 8 de noviembre de 2006, se expidió el Código de la Infancia y la Adolescencia.




    4. Por medio de la Ley 1361, del 3 de diciembre de 2009, (D.O. 47.552), “… se crea la Ley de Protección Integral a la Familia”.


  




  

    Ley 1361 de 2009




    ART. 1º.- OBJETO. La presente ley tiene por objeto fortalecer y garantizar el desarrollo integral de la familia, como núcleo fundamental de la sociedad; así mismo, establecer las disposiciones necesarias para la elaboración de una Política Pública para la familia.




    Ley 1361 de 2009




    ART. 2º.- DEFINICIONES. Para los efectos de esta ley, se entenderá por:




    Familia. Es el núcleo fundamental de la sociedad. Se constituye por vínculos naturales o jurídicos, por la decisión libre de un hombre y una mujer de contraer matrimonio o por la voluntad responsable de conformarla.




    Asistencia social. Acciones dirigidas a modificar y mejorar las circunstancias de carácter social que impiden a la familia su desarrollo integral, así como su protección cuando se atente contra su estabilidad hasta lograr su incorporación a una vida plena y productiva.




    Integración social. Conjunto de acciones que realiza el Estado a través de sus organismos, los Entes Territoriales y la sociedad civil organizada a fin de orientar, promover y fortalecer las familias, así como dirigir atenciones especiales a aquellas en condiciones de vulnerabilidad.




    Atención integral. Satisfacción de las necesidades físicas, materiales, biológicas, emocionales, sociales, laborales, culturales, recreativas, productivas y espirituales de las familias, permitiéndoles su desarrollo armónico.




    Política familiar. Lineamientos dirigidos a todas las familias a fin de propiciar ambientes favorables que permitan su fortalecimiento.




    Ley 1361 de 2009




    ART. 3º.- PRINCIPIOS. En la aplicación de la presente ley se tendrán en cuenta los siguientes principios:




    Enfoque de derechos. Dirigido hacia el fortalecimiento y reconocimiento del individuo y de su familia como una unidad.




    Equidad. Igualdad de oportunidades para los miembros de la familia sin ningún tipo de discriminación.




    Solidaridad. Construcción de una cultura basada en la ayuda mutua que debe existir en las personas que integran la familia.




    Descentralización. El Estado, las entidades territoriales y descentralizadas por servicios desarrollarán las acciones pertinentes dentro del ámbito de sus competencias para fortalecer y permitir el desarrollo integral de la familia como institución básica de la sociedad, teniendo en cuenta la realidad de sus familias.




    Integralidad y concertación. Desarrollo de intervenciones integrales eficientes y coordinadas desde los diferentes niveles de la administración pública y en los componentes de la políticaParticipación. Inserción de las familias en los procesos de construcción de políticas, planes, programas y proyectos de acuerdo a sus vivencias y necesidades.




    Corresponsabilidad. La concurrencia y responsabilidad compartida de los sectores público, privado y la sociedad para desarrollar acciones que protejan a la familia y permitan su desarrollo integral.




    Atención preferente. Obligación del Estado, la Sociedad en la implementación de acciones que minimicen la vulnerabilidad de las familias, dentro del contexto del Estado Social de Derecho.




    Universalidad. Acciones dirigidas a todas las familias.




    Ley 1361 de 2009




    ART. 4º.- DERECHOS. El Estado y la Sociedad deben garantizar a la familia el ejercicio pleno de los siguientes derechos:




    1. Derecho a una vida libre de violencia.




    2. Derecho a la participación y representación de sus miembros.




    3. Derecho a un trabajo digno e ingresos justos.




    4. Derecho a la salud plena y a la seguridad social.




    5. Derecho a la educación con igualdad de oportunidades, garantizando los derechos a la asequibilidad, adaptabilidad, accesibilidad y aceptabilidad, en condiciones de universalidad, equidad, calidad y gratuidad.




    6. Derecho a la recreación, cultura y deporte.




    7. Derecho a la honra, dignidad e intimidad.




    8. Derecho de igualdad.




    9. Derecho a la armonía y unidad.




    10. Derecho a recibir protección y asistencia social cuando sus derechos sean vulnerados o amenazados.




    11. Derecho a vivir en entornos seguros y dignos.




    12. Derecho a decidir libre y responsablemente el número de hijos.




    13. Derecho a la orientación y asesoría en el afianzamiento de la relación de pareja.




    14. Respeto y libertad en la formación de los hijos de acuerdo a sus principios y valores.




    15. Derecho al respeto recíproco entre los miembros de la familia.




    16. Derecho a la protección del patrimonio familiar.




    17. Derecho a una alimentación que supla sus necesidades básicas.




    18. Derecho al bienestar físico, mental y emocional.




    19. Derecho a recibir apoyo del Estado y la Sociedad para el cuidado y atención de personas adultas mayores.




    Ley 1361 de 2009




    ART. 5º.- DEBERES. Son deberes del Estado y la Sociedad:




    1. Promover el fortalecimiento de la familia como núcleo fundamental de la Sociedad, así como la elaboración y puesta en marcha de la Política Nacional de Desarrollo integral de la familia.




    2. Garantizar el ejercicio pleno de los derechos de la familia y de sus integrantes.




    3. Brindar asistencia social a las familias que se encuentren en estado de indefensión o vulnerabilidad.




    4. Dar orientación y asesoría en el afianzamiento de la relación de pareja y las relaciones de familia.




    5. Establecer estrategias de promoción y sensibilización de la importancia de la familia para la Sociedad.




    6. Proveer a la familia de los mecanismos eficaces para el ejercicio pleno de sus derechos.




    7. Establecer programas dirigidos a permitir el desarrollo armónico de la familia.




    8. Establecer acciones y programas que permitan la generación de ingresos estables para la familia.




    9. Generar políticas de inclusión de las familias al Sistema General de Seguridad Social.




    10. Las instituciones públicas y privadas que desarrollen programas sociales deberán proporcionar la información y asesoría adecuada a las familias sobre las garantías, derechos y deberes que se consagran en esta ley para lograr el desarrollo integral de la familia.




    11. Promover acciones de articulación de la actividad laboral y la familiar.




    [image: Image] Los artículos 6º y 7º de la Ley 1361 de 2009 crean el Día Nacional de la Familia, y asignan las entidades públicas que se encargarán de la coordinación de su celebración. El artículo 8º ordena establecer estrategias para proteger a las familias numerosas, y el 9º crea el Observatorio de Política de la Familia.




    Ley 1361 de 2009




    ART. 11.- DE LA POLÍTICA NACIONAL DE APOYO Y FORTALECIMIENTO A LA FAMILIA. Dentro de los propósitos de fortalecimiento de la familia, el Estado y la sociedad civil, generarán espacios de reflexión e interrelación entre los miembros de la familia. Para tal efecto, el Gobierno Nacional, en cabeza del Ministerio de la Protección Social, elaborará una Política Nacional de apoyo y fortalecimiento a la Familia teniendo en cuenta los siguientes objetivos:




    1. Formular una política pública diseccionada al fortalecimiento de la familia, reduciendo los factores de riesgo.




    2. Mejorar las condiciones de vida y entorno de las familias.




    3. Fortalecer la institución de la familia como núcleo fundamental de la sociedad.




    4. Generar espacios de reflexión y comunicación de los miembros de la familia.




    5. Dar asistencia y atención integral a las familias en situación especial de riesgo.




    6. Brindar apoyo y asistencia a la transición de la maternidad y la paternidad.




    7. Fortalecer la relación de pareja hacia la consolidación de la familia.




    8. Direccionar programas, acciones y proyectos del Estado y la Sociedad de acuerdo a las necesidades, dinámicas y estructuras de las familias.




    PAR.- El Gobierno Nacional podrá incluir las asignaciones de recursos necesarios, para dar cumplimiento a lo dispuesto en la presente ley, en los proyectos anuales de presupuesto, el marco fiscal de mediano plazo y el Plan Nacional de Desarrollo. (…)




    Ley 1361 de 2009




    ART. 12.- LÍNEAS DE INTERVENCIÓN. En la elaboración de la Política Nacional de Apoyo a la Familia, se tendrán en cuenta las siguientes líneas de intervención:




    Vivienda.




    Educación.




    Productividad y empleo.




    Salud.




    Cultura, recreación y deporte.




    Ley 1361 de 2009




    ART. 13.- CORRESPONSABILIDAD. El Estado y sus Entes Territoriales ejercerán de acuerdo a sus competencias la formulación y ejecución de la política pública de apoyo y fortalecimiento de la familia, para lo cual en virtud del principio de coordinación articularán la Política Nacional con las políticas de sus jurisdicciones. (…)




    [image: Image] Sobre el estado civil de compañeros permanentes, la C.S. de J., Sala de Casación Civil, a través del Auto 125, junio 18/2008, M.P.: Jaime Alberto Arrubla Paucar, Ref. C-0500131100062004-00205-01, introdujo una rectificación doctrinaria, bajo el nuevo criterio de que, así como el matrimonio origina el estado civil de casado, la unión marital de hecho también genera el de “compañero o compañera permanente”. Para la Corte, “la unión marital de hecho, al igual que el matrimonio, es una especie de estado civil, pues aparte de no ser una relación cualquiera, no es algo que sea externo a las personas que la conforman”, sino que, “por el contrario, trasciende a ellas, es decir, a la pareja misma y a cada uno de sus miembros individualmente considerados”.


  




  IGUALDADES DEL HOMBRE Y LA MUJER




  Constitución Nacional




  ART. 43.- La mujer y el hombre tienen iguales derechos y oportunidades. La mujer no podrá ser sometida a ninguna clase de discriminación. Durante el embarazo y después del parto gozará de especial asistencia y protección del Estado, y recibirá de éste subsidio alimentario si entonces estuviere desempleada o desamparada.




  El Estado apoyará de manera especial a la mujer cabeza de familia.




  (Ver D. 1182/1999)




  

    [image: Image] 1. Por medio de la Ley 248 de 1995 se aprobó la Convención Interamericana para prevenir sanciones y erradicar la violencia contra la mujer, suscrita en Brasil el 9 de julio de 1994.




    2. La Ley 294 de 1996 reguló la prevención y sanción de la violencia intrafamiliar.




    3. Por medio del Decreto 1182, del 29 de junio de 1999 (D.O. 43.626), que derogó el Decreto 1440 de 1995, se modifica la estructura orgánica del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, y se transforma la Dirección Nacional para la Equidad de la Mujer, en Unidad Administrativa Especial, adscrita a dicho Departamento.


  




  DERECHOS FUNDAMENTALES DE LOS NIÑOS




  Constitución Nacional




  ART. 44.- Son derechos fundamentales de los niños: la vida, la integridad física, la salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la cultura, la recreación y la libre expresión de su opinión. Serán protegidos contra toda forma de abandono, violencia física o moral, secuestro, venta, abuso sexual, explotación laboral o económica y trabajos riesgosos. Gozarán también de los demás derechos consagrados en la Constitución, en las leyes y en los tratados internacionales ratificados por Colombia.




  La familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación de asistir y proteger al niño para garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos. Cualquier persona puede exigir de la autoridad competente su cumplimiento y la sanción de los infractores.




  Los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás.




  (Ver sentencias Corte Constitucional T-523, septiembre 18/1992, Exp. 2598, M.P.: Ciro Angarita Barón; T-307, abril 19/2016, M.P.: Humberto Antonio Sierra Porto; C-683, noviembre 4/2015, M.P.: Jorge Iván Palacio Palacio).




  

    [image: Image] 1. La Ley 265 de 1996 aprobó el Convenio sobre protección del niño y cooperación en materia de adopciones internacionales, suscrito en La Haya el 29 de mayo de 1993.




    2. La Ley 294 de 1996 regula la prevención y sanción de la violencia intrafamiliar.




    3. El Código de la Infancia y la Adolescencia, aprobado mediante la Ley 1098, del 8 de noviembre de 2006 - que derogó el Decreto 2737 de 1989, o Código del Menor, a excepción de los artículos 320 al 325, y los relativos al juicio especial de alimentos -, consagra los derechos de los niños, niñas y adolescentes.




    4. La Ley 1008 de 2006 determina la competencia, prevalencia normativa y procedimiento de asuntos que sean materia de tratados y convenios internacionales que reconozcan principios, derechos, garantías y libertades de los niños y de las familias.




    5. La Ley 1804 de 2016 establece la política de Estado para el desarrollo integral de la primera infancia.


  




  PROTECCIÓN DEL ADOLESCENTE




  Constitución Nacional




  ART. 45.- El adolescente tiene derecho a la protección y a la formación integral.




  El Estado y la sociedad garantizan la participación activa de los jóvenes en los organismos públicos y privados que tengan a cargo la protección, educación y progreso de la juventud.




  (Ver L. 375/1997)




  PROTECCIÓN DE PERSONAS DE LA TERCERA EDAD




  Constitución Nacional




  ART. 46.- El Estado, la sociedad y la familia concurrirán para la protección y la asistencia de las personas de la tercera edad y promoverán su integración a la vida activa y comunitaria.




  El Estado les garantizará los servicios de la seguridad social integral y el subsidio alimentario en caso de indigencia.




  (Ver D. 1135/1994; D. 2226/1996; L. 700/2001; L. 1251/2008)




  PROTECCIÓN A DISMINUIDOS FÍSICOS O PSÍQUICOS




  Constitución Nacional




  ART. 47.- El Estado adelantará una política de previsión, rehabilitación e integración social para los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, a quienes se prestará la atención especializada que requieran.




  (Ver Art. 432; L. 361/1997; L. 1306/2009)




  

    [image: Image] Por medio de la Ley 1306, de junio 5 de 2009 (D.O. No. 47.371), “… se dictan normas para la Protección de Personas con Discapacidad Mental, y se establece el Régimen de la Representación Legal de Incapaces Emancipados”, y fueron derogados los artículos 261; 428 a 632 del Código Civil; se modificaron parcialmente el artículo 34 del Código Civil; el artículo 5º del Decreto 2272 de 1989 y las demás normas que sean contrarias a dicha ley.




    El Código General del Proceso, en el artículo 55, regula la representación legal de personas incapaces.


  




  SERVICIO PÚBLICO DE SEGURIDAD SOCIAL




  Constitución Nacional




  ART. 48.- La Seguridad Social es un servicio público de carácter obligatorio que se prestará bajo la dirección, coordinación y control del Estado, en sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, en los términos que establezca la ley.




  Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la Seguridad Social.




  El Estado, con la participación de los particulares, ampliará progresivamente la cobertura de la Seguridad Social que comprenderá la prestación de los servicios en la forma que determine la ley.




  La Seguridad Social podrá ser prestada por entidades públicas o privadas, de conformidad con la ley.




  No se podrán destinar ni utilizar los recursos de las instituciones de la Seguridad Social para fines diferentes a ella.




  La ley definirá los medios para que los recursos destinados a pensiones mantengan su poder adquisitivo constante.




  Inc.- Adicionado, A.L. 1/2005, Art. 1º.- El Estado garantizará los derechos, la sostenibilidad financiera del Sistema Pensional, respetará los derechos adquiridos con arreglo a la ley y asumirá el pago de la deuda pensional que de acuerdo con la ley esté a su cargo. Las leyes en materia pensional que se expidan con posterioridad a la entrada en vigencia de este acto legislativo, deberán asegurar la sostenibilidad financiera de lo establecido en ellas.




  Inc.- Adicionado, A.L. 1/2005, Art. 1º.- Sin perjuicio de los descuentos, deducciones y embargos a pensiones ordenados de acuerdo con la ley, por ningún motivo podrá dejarse de pagar, congelarse o reducirse el valor de la mesada de las pensiones reconocidas conforme a derecho.




  Inc.- Adicionado, A.L. 1/2005, Art. 1º.- Para adquirir el derecho a la pensión será necesario cumplir con la edad, el tiempo de servicio, las semanas de cotización o el capital necesario, así como las demás condiciones que señala la ley, sin perjuicio de lo dispuesto para las pensiones de invalidez y sobrevivencia. Los requisitos y beneficios para adquirir el derecho a una pensión de invalidez o de sobrevivencia serán los establecidos por las leyes del Sistema General de Pensiones.




  Inc.- Adicionado, A.L. 1/2005, Art. 1º.- En materia pensional se respetarán todos los derechos adquiridos.




  Inc.- Adicionado, A.L. 1/2005, Art. 1º.- Los requisitos y beneficios pensionales para todas las personas, incluidos los de pensión de vejez por actividades de alto riesgo, serán los establecidos en las leyes del Sistema General de Pensiones. No podrá dictarse disposición o invocarse acuerdo alguno para apartarse de lo allí establecido.




  Inc.- Adicionado, A.L. 1/2005, Art. 1º.- Para la liquidación de las pensiones sólo se tendrán en cuenta los factores sobre los cuales cada persona hubiere efectuado las cotizaciones. Ninguna pensión podrá ser inferior al salario mínimo legal mensual vigente. Sin embargo, la ley podrá determinar los casos en que se puedan conceder beneficios económicos periódicos inferiores al salario mínimo, a personas de escasos recursos que no cumplan con las condiciones requeridas para tener derecho a una pensión.




  Inc.- Adicionado, A.L. 1/2005, Art. 1º.- A partir de la vigencia del presente Acto Legislativo, no habrá regímenes especiales ni exceptuados, sin perjuicio del aplicable a la fuerza pública, al Presidente de la República y a lo establecido en los parágrafos del presente artículo.




  Inc.- Adicionado, A.L. 1/2005, Art. 1º.- Las personas cuyo derecho a la pensión se cause a partir de la vigencia del presente Acto Legislativo no podrán recibir más de trece (13) mesadas pensionales al año. Se entiende que la pensión se causa cuando se cumplen todos los requisitos para acceder a ella, aun cuando no se hubiese efectuado el reconocimiento.




  Inc.- Adicionado, A.L. 1/2005, Art. 1º.- La ley establecerá un procedimiento breve para la revisión de las pensiones reconocidas con abuso del derecho o sin el cumplimiento de los requisitos establecidos en la ley o en las convenciones y laudos arbitrales válidamente celebrados.




  PAR. 1º. Adicionado, A.L. 1/2005, Art. 1º.- A partir del 31 de julio de 2010, no podrán causarse pensiones superiores a veinticinco (25) salarios mínimos legales mensuales vigentes, con cargo a recursos de naturaleza pública.




  PAR. 2º. Adicionado, A.L. 1/2005, Art. 1º.- A partir de la vigencia del presente Acto Legislativo no podrán establecerse en pactos, convenciones colectivas de trabajo, laudos o acto jurídico alguno, condiciones pensionales diferentes a las establecidas en las leyes del Sistema General de Pensiones.




  PAR. TRANS. 1º. Adicionado, A.L. 1/2005, Art. 1º.- El régimen pensional de los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, vinculados al servicio público educativo oficial es el establecido para el Magisterio en las disposiciones legales vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003, y lo preceptuado en el artículo 81 de esta. Los docentes que se hayan vinculado o se vinculen a partir de la vigencia de la citada ley, tendrán los derechos de prima media establecidos en las leyes del Sistema General de Pensiones, en los términos del artículo 81 de la Ley 812 de 2003.




  PAR. TRANS. 2º. Adicionado, A.L. 1/2005, Art. 1º.- Sin perjuicio de los derechos adquiridos, el régimen aplicable a los miembros de la Fuerza Pública y al Presidente de la República, y lo establecido en los parágrafos del presente artículo, la vigencia de los regímenes pensionales especiales, los exceptuados, así como cualquier otro distinto al establecido de manera permanente en las leyes del Sistema General de Pensiones expirará el 31 de julio del año 2010.




  PAR. TRANS. 3º. Adicionado, A.L. 1/2005, Art. 1º.- Las reglas de carácter pensional que rigen a la fecha de vigencia de este Acto Legislativo contenidas en pactos, convenciones colectivas de trabajo, laudos o acuerdos válidamente celebrados, se mantendrán por el término inicialmente estipulado. En los pactos, convenciones o laudos que se suscriban entre la vigencia de este Acto Legislativo y el 31 de julio de 2010, no podrán estipularse condiciones pensionales más favorables que las que se encuentren actualmente vigentes. En todo caso perderán vigencia el 31 de julio de 2010.




  PAR. TRANS. 4º. Adicionado, A.L. 1/2005, Art. 1º.- El régimen de transición establecido en la Ley 100 de 1993 y demás normas que desarrollen dicho régimen, no podrá extenderse más allá del 31 de julio de 2010; excepto para los trabajadores que estando en dicho régimen, además, tengan cotizadas al menos 750 semanas o su equivalente en tiempo de servicios a la entrada en vigencia del presente Acto Legislativo, a los cuales se les mantendrá dicho régimen hasta el año 2014.




  Los requisitos y beneficios pensionales para las personas cobijadas por este régimen serán los exigidos por el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y demás normas que desarrollen dicho régimen.




  PAR. TRANS. 5º. Adicionado, A.L. 1/2005, Art. 1º.- De conformidad con lo dispuesto por el artículo 140 de la Ley 100 de 1993 y el Decreto 2090 de 2003, a partir de la entrada en vigencia de este último decreto, a los miembros del cuerpo de custodia y vigilancia Penitenciaria y Carcelaria Nacional se les aplicará el régimen de alto riesgo contemplado en el mismo. A quienes ingresaron con anterioridad a dicha fecha se aplicará el régimen hasta ese entonces vigente para dichas personas por razón de los riesgos de su labor, este es el dispuesto para el efecto por la Ley 32 de 1986, para lo cual deben haberse cubierto las cotizaciones correspondientes.




  PAR. TRANS. 6º. Adicionado, A.L. 1/2005, Art. 1º.- Se exceptúan de lo establecido por el inciso 8° del presente artículo, aquellas personas que perciban una pensión igual o inferior a tres (3) salarios mínimos legales mensuales vigentes, si la misma se causa antes del 31 de julio de 2011, quienes recibirán catorce (14) mesadas pensionales al año.




  (Ver. C.S.T., Art. 9º)




  

    [image: Image] 1. El artículo 48 de la Constitución Política de Colombia fue adicionado por el Acto Legislativo No. 1 de 2005, vigente a partir del 26 de julio de 2005.




    2. Por medio de la Ley 100 de 1993 se creó el sistema nacional de seguridad social integral.




    3. Por medio de la Ley 516 de 1999 aprueba el Código Iberoamericano de Seguridad Social.


  




  ATENCIÓN DE LA SALUD Y SANEAMIENTO AMBIENTAL




  Constitución Nacional




  ART. 49.- Modificado, Acto Legislativo No. 2 de 2009, Art. 1º.- La atención de la salud y el saneamiento ambiental son servicios públicos a cargo del Estado. Se garantiza a todas las personas el acceso a los servicios de promoción, protección y recuperación de la salud. Corresponde al Estado organizar, dirigir y reglamentar la prestación de servicios de salud a los habitantes y de saneamiento ambiental conforme a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. También, establecer las políticas para la prestación de servicios de salud por entidades privadas, y ejercer su vigilancia y control. Así mismo, establecer las competencias de la Nación, las entidades territoriales y los particulares y determinar los aportes a su cargo en los términos y condiciones señalados en la ley.




  Los servicios de salud se organizarán en forma descentralizada, por niveles de atención y con participación de la comunidad.




  La Ley señalará los términos en los cuales la atención básica para todos los habitantes será gratuita y obligatoria.




  Toda persona tiene el deber de procurar el cuidado integral de su salud y de su comunidad. El porte y el consumo de sustancias estupefacientes o sicotrópicas está prohibido, salvo prescripción médica. Con fines preventivos y rehabilitadores la Ley establecerá medidas y tratamientos administrativos de orden pedagógico, profiláctico o terapéutico para las personas que consuman dichas sustancias. El sometimiento a esas medidas y tratamientos requiere el consentimiento informado del adicto.




  Así mismo el Estado dedicará especial atención al enfermo dependiente o adicto y a su familia para fortalecerla en valores y principios que contribuyan a prevenir comportamientos que afecten el cuidado integral de la salud de las personas y, por consiguiente, de la comunidad, y desarrollará en forma permanente campañas de prevención contra el consumo de drogas o sustancias estupefacientes y a favor de la recuperación de los adictos.




  PROTECCIÓN DE MENORES DE UN AÑO




  Constitución Nacional




  ART. 50.- Todo niño menor de un año que no esté cubierto por algún tipo de protección o de seguridad social, tendrá derecho a recibir atención gratuita en todas las instituciones de salud que reciban aportes del Estado. La ley reglamentará la materia.




  (Ver. C. de la I. y la A., Arts. 1º, 2º, 3º, 4º, 7º, 29)




  DERECHO A VIVIENDA DIGNA




  Constitución Nacional




  ART. 51.- Todos los colombianos tienen derecho a vivienda digna. El Estado fijará las condiciones necesarias para hacer efectivo este derecho y promoverá planes de vivienda de interés social, sistemas adecuados de financiación a largo plazo y formas asociativas de ejecución de estos programas de vivienda.




  (Ver L. 9ª/1989, Decretos 663, 765 y 1971/1993; L. 546/1999, Art. 29)




  

    [image: Image] Por medio de la Ley 546, del 23 de diciembre de 1999 (D. O. 43.827), “… se dictan normas en materia de vivienda, se señalan los objetivos y criterios generales a los cuales debe sujetarse el Gobierno Nacional para regular un sistema especializado para su financiación, se crean instrumentos de ahorro destinado a dicha financiación, se dictan medidas relacionadas con los impuestos y otros costos vinculados a la construcción y negociación de vivienda y se expiden otras disposiciones”.


  




  DERECHO A LA RECREACIÓN




  Constitución Nacional




  ART. 52.- Modificado, Acto Legislativo No. 2 de 2000, Art. 1º.- El ejercicio del deporte, sus manifestaciones recreativas, competitivas y autóctonas tienen como función la formación integral de las personas, preservar y desarrollar una mejor salud en el ser humano.




  El deporte y la recreación, forman parte de la educación y constituyen gasto público social.




  Se reconoce el derecho de todas las personas a la recreación, a la práctica del deporte y al aprovechamiento del tiempo libre.




  El Estado fomentará estas actividades e inspeccionará, vigilará y controlará las organizaciones deportivas y recreativas, cuya estructura y propiedad deberán ser democráticas.




  (Ver C. de la I. y la A., Art. 30 L. 49/1993, L. 582/2000; L. 613/2000; L. 845/2003; L. 912/2004; D. 1231/1995, Art. 1º; L. 1389/2010, Art. 1º)




  ESTATUTO DEL TRABAJO




  Constitución Nacional




  ART. 53.- El Congreso expedirá el estatuto del trabajo. La ley correspondiente tendrá en cuenta por lo menos los siguientes principios mínimos fundamentales: Igualdad de oportunidades para los trabajadores; remuneración mínima vital y móvil, proporcional a la cantidad y calidad de trabajo; estabilidad en el empleo, irrenunciabilidad a los beneficios mínimos establecidos en normas laborales; facultades para transigir y conciliar sobre derechos inciertos y discutibles; situación más favorable al trabajador en caso de duda en la aplicación e interpretación de las fuentes formales de derecho; primacía de la realidad sobre formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones laborales; garantía a la seguridad social, la capacitación, el adiestramiento y el descanso necesario; protección especial a la mujer, a la maternidad y al trabajador menor de edad.




  El Estado garantiza el derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones legales.




  Los convenios internacionales de trabajo debidamente ratificados, hacen parte de la legislación interna.




  La ley, los contratos, los acuerdos y convenios de trabajo, no pueden menoscabar la libertad, la dignidad humana ni los derechos de los trabajadores.




  (Ver C.S.T.; C.P.L. y de S.S; L. 74/1968, Art. 7º; L. 54/1987; L. 100/1993; L. 797/2003)




  CAPACITACIÓN PROFESIONAL Y TÉCNICA




  Constitución Nacional




  ART. 54.- Es obligación del Estado y de los empleadores ofrecer formación y habilitación profesional y técnica a quienes lo requieran. El Estado debe propiciar la ubicación laboral de las personas en edad de trabajar y garantizar a los minusválidos el derecho a un trabajo acorde con sus condiciones de salud.




  DERECHO DE NEGOCIACIÓN COLECTIVA




  Constitución Nacional




  ART. 55.- Se garantiza el derecho de negociación colectiva para regular las relaciones laborales, con las excepciones que señale la ley.




  Es deber del Estado promover la concertación y los demás medios para la solución pacífica de los conflictos colectivos de trabajo.




  DERECHO DE HUELGA




  Constitución Nacional




  ART. 56.- Se garantiza el derecho de huelga, salvo en los servicios públicos esenciales definidos por el legislador.




  La ley reglamentará este derecho.




  Una comisión permanente integrada por el Gobierno, por representantes de los empleadores y de los trabajadores, fomentará las buenas relaciones laborales, contribuirá a la solución de los conflictos colectivos de trabajo y concertará las políticas salariales y laborales. La ley reglamentará su composición y funcionamiento.




  (Ver sentencias C.S. de J., Sala de Casación Civil, febrero 17/1976, G.J., t. CLII y CLIII, pág. 316; Sala de Casación Laboral, 40428A, junio 3/2009, M.P.: Luis Javier Osorio López; Corte Constitucional: T-443, julio 6/1992, M.P.: José Gregorio Hernández Galindo; C-432, septiembre 12/1996, M.P.: Carlos Gaviria Díaz; C-473, octubre 27/1994, M.P.: Alejandro Martínez Caballero; C-450, octubre 4/1995, M.P.: Antonio Barrera Carbonell)




  

    Código Sustantivo del Trabajo




    ART. 12.- Derechos de asociación y huelga.- El estado colombiano garantiza los derechos de asociación y huelga, en los términos prescritos por la Constitución Nacional y las leyes.




    Código Sustantivo del Trabajo




    ART. 353.- Subrogado, Ley 50 de 1990, Art. 38.- Modificado, Ley 584 de 2000, Art. 1º.- Derecho de asociación.- 1. De acuerdo con el artículo 39 de la Constitución Política los empleadores y los trabajadores tienen el derecho de asociarse libremente en defensa de sus intereses, formando asociaciones profesionales o sindicatos; éstos poseen el derecho de unirse o federarse entre sí.




    2. Las asociaciones profesionales o sindicatos deben ajustarse en el ejercicio de sus derechos y cumplimiento de sus deberes, a las normas de este título y están sometidos a la inspección y vigilancia del gobierno, en cuanto concierne al orden público.




    Los trabajadores y empleadores, sin autorización previa, tienen el derecho de constituir las organizaciones que estimen convenientes, así como el de afiliarse a éstas con la sola condición de observar los estatutos de las misma.




    Ley 26 de 1976 (Convenio No. 87 O.I.T.)




    ART. 2º.- Los trabajadores y los empleadores, sin ninguna distinción y sin autorización previa, tienen el derecho de constituir las organizaciones que estimen convenientes, así como el de afiliarse a estas organizaciones, con la sola condición de observar los estatutos de las mismas.




    Código Sustantivo del Trabajo




    ART. 429.- Definición de huelga.- Se entiende por huelga la suspensión colectiva, temporal y pacífica del trabajo, efectuada por los trabajadores de un establecimiento o empresa (con fines económicos y profesionales propuestos a sus patronos) y previos los trámites establecidos en el presente Título.




    [image: Image] La expresión “con fines económicos y profesionales propuestos a sus patronos”, contenida en el artículo 429 del Código Sustantivo del Trabajo, que se encuentra entre paréntesis, fue declarada condicionalmente exequible por la Corte Constitucional, mediante sentencia C-858 de 2008, M.P.: Nilson Pinillla Pinilla, en el entendido de que tales fines no excluyen la huelga atinente a la expresión de posiciones sobre políticas sociales, económicas y sectoriales que incidan directamente en el ejercicio de la correspondiente actividad, ocupación, oficio o profesión.




    Código Penal




    ART. 200.- Modificado, Ley 1453 de 2011, Art. 26.- Violación de los derechos de reunión y asociación.- El que impida o perturbe una reunión lícita o el ejercicio de los derechos que conceden las leyes laborales o tome represalias con motivo de huelga, reunión o asociación legítimas, incurrirá en pena de prisión de uno (1) a dos (2) años y multa de cien (100) a trescientos (300) salarios mínimos legales mensuales vigentes. En la misma pena incurrirá el que celebre pactos colectivos en los que, en su conjunto, se otorguen mejores condiciones a los trabajadores no sindicalizados, respecto de aquellas condiciones convenidas en convenciones colectivas con los trabajadores sindicalizados de una misma empresa.




    La pena de prisión será de tres (3) a cinco (5) años y multa de trescientos (300) a quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales vigentes si la conducta descrita en el inciso primero se cometiere:




    1. Colocando al empleado en situación de indefensión o que ponga en peligro su integridad personal.




    2. La conducta se cometa en persona discapacitada, que padezca enfermedad grave o sobre mujer embarazada.




    3. Mediante la amenaza de causar la muerte, lesiones personales, daño en bien ajeno o al trabajador o a sus ascendientes, descendientes, cónyuge, compañero o compañera permanente, hermano, adoptante o adoptivo, o pariente hasta el segundo grado de afinidad.




    4. Mediante engaño sobre el trabajador.


  




  PARTICIPACIÓN DE TRABAJADORES EN GESTIÓN DE EMPRESAS




  Constitución Nacional




  ART. 57.- La ley podrá establecer los estímulos y los medios para que los trabajadores participen en la gestión de las empresas.




  DERECHO A LA PROPIEDAD PRIVADA




  Constitución Nacional




  ART. 58.- Modificado, Acto Legislativo Nº 1 de 1999, Art. 1º.- Se garantizan la propiedad privada y los demás derechos adquiridos con arreglo a las leyes civiles, los cuales no pueden ser desconocidos ni vulnerados por leyes posteriores. Cuando de la aplicación de una ley expedida por motivo de utilidad pública o interés social, resultaren en conflicto los derechos de los particulares con la necesidad por ella reconocida, el interés privado deberá ceder al interés público social.




  La propiedad es una función social que implica obligaciones. Como tal, le es inherente una función ecológica.




  El Estado protegerá y promoverá las formas asociativas y solidarias de propiedad. Por motivos de utilidad pública o de interés social definidos por el legislador, podrá haber expropiación mediante sentencia judicial e indemnización previa. Esta se fijará consultando los intereses de la comunidad y del afectado. En los casos que determine el legislador, dicha expropiación podrá adelantarse por vía administrativa, sujeta a posterior acción contenciosa administrativa, incluso respecto del precio.




  (Ver Arts. 669 y ss.; C.P., Art. 239 y ss.)




  (Ver sentencia Corte Constitucional C-183, marzo 4/2003, M.P.: Alfredo Beltrán Sierra)




  EXPROPIACIÓN EN CASO DE GUERRA




  Constitución Nacional




  ART. 59.- En caso de guerra y sólo para atender a sus requerimientos, la necesidad de una expropiación podrá ser decretada por el Gobierno Nacional sin previa indemnización.




  En el expresado caso, la propiedad inmueble solo podrá ser temporalmente ocupada, para atender a las necesidades de la guerra, o para destinar a ella sus productos.




  El Estado será siempre responsable por las expropiaciones que el Gobierno haga por sí o por medio de sus agentes.




  DEMOCRATIZACIÓN DE LA PROPIEDAD




  Constitución Nacional




  ART. 60.- El Estado promoverá, de acuerdo con la ley, el acceso a la propiedad.




  Cuando el Estado enajene su participación en una empresa, tomará las medidas conducentes a democratizar la titularidad de sus acciones, y ofrecerá a sus trabajadores, a las organizaciones solidarias y de trabajadores, condiciones especiales para acceder a dicha propiedad accionaria. La ley reglamentará la materia.




  (Ver L. 226/1995; L. 1118/2006)




  PROPIEDAD INTELECTUAL




  Constitución Nacional




  ART. 61.- El Estado protegerá la propiedad intelectual por el tiempo y mediante las formalidades que establezca la ley.




  (Ver Arts. 670, 671; C.P., Arts. 270 y ss.)




  (Ver sentencia C.S. de J., Sala de Casación Civil, febrero 10/1960, G.J., t. XCII, pág. 24)




  

    [image: Image] Sobre los derechos de autor tratan las Leyes 23/1982 y 44/1993, reglamentadas parcialmente por el Decreto 3116/1984, adicionado y modificado por el Decreto 2465/1986.




    Por el Decreto Único Reglamentario 1074/2015, se reglamenta el Sector Comercio, Industria y Turismo.


  




  DE LAS DONACIONES




  Constitución Nacional




  ART. 62.- El destino de las donaciones intervivos o testamentarias, hechas conforme a la ley para fines de interés social, no podrá ser variado ni modificado por el legislador, a menos que el objeto de la donación desaparezca. En este caso, la ley asignará el patrimonio respectivo a un fin similar.




  El gobierno fiscalizará el manejo y la inversión de tales donaciones.




  (Ver Arts. 1443 y ss.)




  BIENES DE USO PÚBLICO




  Constitución Nacional




  ART. 63.- Los bienes de uso público, los parques naturales, las tierras comunales de grupos étnicos, las tierras de resguardo, el patrimonio arqueológico de la Nación y los demás bienes que determine la ley, son inalienables, imprescriptibles e inembargables.




  (Ver Arts. 674 y 677; L. 397/1997, Art. 10º; L. 1185/2008, Art. 6º)




  ACCESO A LA PROPIEDAD Y PROTECCIÓN


  DE TRABAJADORES AGRARIOS




  Constitución Nacional




  ART. 64.- Es deber del Estado promover el acceso progresivo a la propiedad de la tierra de los trabajadores agrarios, en forma individual o asociativa, y a los servicios de educación, salud, vivienda, seguridad social, recreación, crédito, comunicaciones, comercialización de los productos, asistencia técnica y empresarial, con el fin de mejorar el ingreso y calidad de vida de los campesinos.




  PROTECCIÓN A LA PRODUCCIÓN AGRÍCOLA




  Constitución Nacional




  ART. 65.- La producción de alimentos gozará de la especial protección del Estado. Para tal efecto, se otorgará prioridad al desarrollo integral de las actividades agrícolas, pecuarias, pesqueras, forestales y agroindustriales, así como también a la construcción de obras de infraestructura física y adecuación de tierras.




  De igual manera, el Estado promoverá la investigación y la transferencia de tecnología para la producción de alimentos y materias primas de origen agropecuario, con el propósito de incrementar la productividad.




  (Ver Leyes 34, 69, 89 y 101/1993, D. 1290/1994)




  CRÉDITO AGROPECUARIO




  Constitución Nacional




  ART. 66.- Las disposiciones que se dicten en materia crediticia podrán reglamentar las condiciones especiales del crédito agropecuario, teniendo en cuenta los ciclos de las cosechas y de los precios, como también los riesgos inherentes a la actividad y las calamidades ambientales.




  Por el Decreto Único Reglamentario 1082/2015, se reglamenta el Sector Administrativo de Planeación Nacional.




  DERECHO A LA EDUCACIÓN




  Constitución Nacional




  ART. 67.- La educación es un derecho de la persona y un servicio público que tiene una función social; con ella se busca el acceso al conocimiento, a la ciencia, a la técnica, y a los demás bienes y valores de la cultura.




  La educación formará al colombiano en el respeto a los derechos humanos, a la paz y a la democracia; y en la práctica del trabajo y la recreación, para el mejoramiento cultural, científico, tecnológico y para la protección del ambiente.




  El Estado, la sociedad y la familia son responsables de la educación, que será obligatoria entre los cinco y los quince años de edad y que comprenderá como mínimo, un año de preescolar y nueve de educación básica.




  La educación será gratuita en las instituciones del Estado, sin perjuicio del cobro de derechos académicos a quienes puedan sufragarlos.




  Corresponde al Estado regular y ejercer la suprema inspección y vigilancia de la educación con el fin de velar por su calidad, por el cumplimiento de sus fines y por la mejor formación moral, intelectual y física de los educandos; garantizar el adecuado cubrimiento del servicio y asegurar a los menores las condiciones necesarias para su acceso y permanencia en el sistema educativo. La Nación y las entidades territoriales participarán en la dirección, financiación y administración de los servicios educativos estatales, en los términos que señalen la Constitución y la ley.




  (Ver C. de la I. y la A., Arts. 28, 29)




  

    [image: Image] 1. Por medio de la Ley 115 de 1994 fue expedida en “Ley General de Educación”.




    2. La Ley 30 de 1992 contiene la ley básica de educación superior.




    3. El Decreto 61 de 1992 institucionalizó el “Plan de universalización de la educación básica primaria”.




    4. La Ley 1740 de 2014 desarrolla parcialmente el artículo 67 de la Constitución Política, entre otras disposiciones.


  




  

    Código de la Infancia y la Adolescencia




    ART. 28.- Los niños, las niñas y los adolescentes tienen derecho a una educación de calidad. Esta será obligatoria por parte del Estado en un año de preescolar y nueve de educación básica. La educación será gratuita en las instituciones estatales de acuerdo con los términos establecidos en la Constitución Política. Incurrirá en multa hasta de 20 salarios mínimos quienes se abstengan de recibir a un niño en los establecimientos públicos de educación.


  




  LIBERTAD DE ENSEÑANZA




  Constitución Nacional




  ART. 68.- El Estado garantiza las libertades de enseñanza, aprendizaje, investigación y cátedra.




  Los particulares podrán fundar establecimientos educativos. La ley establecerá las condiciones para su creación y gestión.




  La comunidad educativa participará en la dirección de las instituciones de educación. La enseñanza estará a cargo de personas de reconocida idoneidad ética y pedagógica. La Ley garantiza la profesionalización y dignificación de la actividad docente.




  Los padres de familia tendrán derecho de escoger el tipo de educación para sus hijos menores. En los establecimientos del Estado ninguna persona podrá ser obligada a recibir educación religiosa.




  Los integrantes de los grupos étnicos tendrán derecho a una formación que respete y desarrolle su identidad cultural.




  La erradicación del analfabetismo y la educación de personas con limitaciones físicas o mentales, o con capacidades excepcionales, son obligaciones especiales del Estado.




  AUTONOMÍA UNIVERSITARIA




  Constitución Nacional




  ART. 69.- Se garantiza la autonomía universitaria. Las universidades podrán darse sus directivas y regirse por sus propios estatutos, de acuerdo con la ley.




  La ley establecerá un régimen especial para las universidades del Estado.




  El Estado fortalecerá la investigación científica en las universidades oficiales y privadas y ofrecerá las condiciones especiales para su desarrollo.




  El Estado facultará mecanismos financieros que hagan posible el acceso de todas las personas aptas a la educación superior.




  (Ver L. 30/1992, D. 1212/1993)




  

    [image: Image] Por el Decreto Único Reglamentario 1075/2015, se reglamenta el Sector Educación.


  




  PROMOCIÓN Y FOMENTO DEL ACCESO A LA CULTURA




  Constitución Nacional




  ART. 70.- El Estado tiene el deber de promover y fomentar el acceso a la cultura de todos los colombianos en igualdad de oportunidades, por medio de la educación permanente y la enseñanza científica, técnica, artística y profesional en todas las etapas del proceso de creación de la identidad nacional.




  La cultura en sus diversas manifestaciones es fundamento de la nacionalidad. El Estado reconoce la igualdad y dignidad de todas las que conviven en el país. El Estado promoverá la investigación, la ciencia, el desarrollo y la difusión de los valores culturales de la Nación.




  (Ver C. de la I. y la A., Art. 30)




  

    [image: Image] 1. La Ley 397 de 1997 contiene la “Ley general de la cultura”.




    2. Por el Decreto Único Reglamentario 1066/2015, se reglamenta el Sector Administrativo del Interior.




    3. Por el Decreto Único Reglamentario 1080/2015, se reglamenta el Sector Cultura.


  




  LIBERTAD DE CONOCIMIENTO Y DE EXPRESIÓN ARTÍSTICA




  Constitución Nacional




  ART. 71.- La búsqueda del conocimiento y la expresión artística son libres. Los planes de desarrollo económico y social incluirán el fomento a las ciencias y, en general, a la cultura. El Estado creará incentivos para personas e instituciones que desarrollen y fomenten la ciencia y la tecnología y las demás manifestaciones culturales y ofrecerá estímulos especiales a personas e instituciones que ejerzan estas actividades.




  (Ver L. 98/1993; L. 397/1997)




  

    [image: Image] Por el Decreto Único Reglamentario 1080/2015, se reglamenta el Sector Cultura.


  




  PROTECCIÓN DEL PATRIMONIO CULTURAL DE LA NACIÓN




  Constitución Nacional




  ART. 72.- El patrimonio cultural de la Nación está bajo la protección del Estado. El patrimonio arqueológico y otros bienes culturales que conforman la identidad nacional, pertenecen a la Nación y son inalienables, inembargables e imprescriptibles. La ley establecerá los mecanismos para readquirirlos cuando se encuentren en manos de particulares y reglamentará los derechos especiales que pudieran tener los grupos étnicos asentados en territorios de riqueza arqueológica.




  (Ver L. 397/1997; L. 814/2003; L. 1185/2008)




  

    [image: Image] Por el Decreto Único Reglamentario 1080/2015, se reglamenta el Sector Cultura.


  




  LIBERTAD DE PRENSA




  Constitución Nacional




  ART. 73.- La actividad periodística gozará de protección para garantizar su libertad e independencia profesional.




  (Ver L. 74/1968, Art. 15; L. 16/1972, Art. 13)




  ACCESO A DOCUMENTOS PÚBLICOS


  E INVIOLABILIDAD DEL SECRETO PROFESIONAL




  Constitución Nacional




  ART. 74.- Todas las personas tienen derecho a acceder a los documentos públicos salvo los casos que establezca la ley.




  El secreto profesional es inviolable.




  (Ver L. 4ª/1913; C.C.A., Arts. 19 y ss.; L. 57/1985; L. 455/1998; L. 1437/2011 CPACA, Arts. 5º, 6º, 7º, 8º, 9º)




  ESPECTRO ELECTROMAGNÉTICO




  Constitución Nacional




  ART. 75.- El espectro electromagnético es un bien público inenajenable e imprescriptible sujeto a la gestión y control del Estado. Se garantiza la igualdad de oportunidades en el acceso a su uso en los términos que fije la ley.




  Para garantizar el pluralismo informativo y la competencia, el Estado intervendrá por mandato de la ley para evitar las prácticas monopolísticas en el uso del espectro electromagnético.




  (Ver L. 1507/2012)




  Constitución Nacional




  ART. 76.- Derogado, A.L. No. 2/2011, Art. 1º.-




  DIRECCIÓN DE LA POLÍTICA DE TELEVISIÓN




  Constitución Nacional




  ART. 77. Modificado, A.L. No. 2/2011, Art. 2º.- El Congreso de la República expedirá la Ley que fijará la política en materia de televisión.




  

    [image: Image] Por medio de la Ley 1507 de 2012, se establece la distribución de competencias entre las entidades del Estado en materia de televisión y se dictan otras disposiciones.


  




  
Capítulo 3


  DE LOS DERECHOS COLECTIVOS Y DEL AMBIENTE





  CONTROL DE BIENES Y SERVICIOS




  Constitución Nacional




  ART. 78.- La ley regulará el control de calidad de bienes y servicios ofrecidos y prestados a la comunidad, así como la información que debe suministrarse al público en su comercialización.




  Serán responsables, de acuerdo con la ley, quienes en la producción y en la comercialización de bienes y servicios, atenten contra la salud, la seguridad y el adecuado aprovisionamiento a consumidores y usuarios.




  El Estado garantizará la participación de las organizaciones de consumidores y usuarios en el estudio de las disposiciones que les conciernen. Para gozar de este derecho las organizaciones deben ser representativas y observar procedimientos democráticos internos.




  

    [image: Image] Por medio de la Ley 1480 de 2011, se expide el estatuto del consumidor y se dictan otras disposiciones.


  




  DERECHO A UN AMBIENTE SANO




  Constitución Nacional




  ART. 79.- Todas las personas tienen derecho a gozar de un ambiente sano. La ley garantizará la participación de la comunidad en las decisiones que puedan afectarlo. Es deber del Estado proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar las áreas de especial importancia ecológica y fomentar la educación para el logro de estos fines.




  (Ver D. 2811/1974; L. 10/1978; L. 9ª/1979; D. 2855/1988)




  

    [image: Image] 1. La Ley 99 de 1993 creó el Ministerio del Medio Ambiente y adoptó otras disposiciones. Esta entidad fue reestructurada mediante Decreto 1124 de 1999. El Decreto 1978 de 2000 fija sus funciones.




    2. El Código Penal (Arts. 328 y ss.) tipifica los delitos contra los recursos naturales y el medio ambiente.




    3. Por el Decreto Único Reglamentario 1075/2015, se reglamenta el Sector Educación.




    4. Por el Decreto Único Reglamentario 1076/2015, se reglamenta el Sector Ambiente y Desarrollo Sostenible.


  




  MANEJO Y APROVECHAMIENTO DE RECURSOS NATURALES




  Constitución Nacional




  ART. 80.- El Estado planificará el manejo y aprovechamiento de los recursos naturales, para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, restauración o sustitución. Además, deberá prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental, imponer las sanciones legales y exigir la reparación de los daños causados.




  Así mismo, cooperará con otras naciones en la protección de los ecosistemas situados en las zonas fronterizas.




  (Ver C.P., Arts. 240 y ss.)




  ARMAS QUÍMICAS Y NUCLEARES Y RECURSOS GENÉTICOS




  Constitución Nacional




  ART. 81.- Queda prohibida la fabricación, importación, posesión y uso de armas químicas, biológicas y nucleares, así como la introducción al territorio nacional de residuos nucleares y desechos tóxicos.




  El Estado regulará el ingreso al país y la salida de él de los recursos genéticos, y su utilización, de acuerdo con el interés nacional.




  (Ver L. 61/1993; D.L. 2535/1993)




  PROTECCIÓN DEL ESPACIO PÚBLICO




  Constitución Nacional




  ART. 82.- Es deber del Estado velar por la protección de la integridad del espacio público y por su destinación al uso común, el cual prevalece sobre el interés particular.




  Las entidades públicas participarán en la plusvalía que genere su acción urbanística y regularán la utilización del suelo y del espacio aéreo urbano en defensa del interés común.




  (Ver L. 9ª/1989, Art. 5º)




  
Capítulo 4


  DE LA PROTECCIÓN Y APLICACIÓN DE LOS DERECHOS





  PRESUNCIÓN DE BUENA FE




  Constitución Nacional




  ART. 83.- Las actuaciones de los particulares y de las autoridades públicas deberán ceñirse a los postulados de la buena fe, la cual se presumirá en todas las gestiones que aquellos adelanten ante éstas.




  (Ver Art. 769)




  PROHIBICIÓN DE REQUISITOS O PERMISOS ADICIONALES




  Constitución Nacional




  ART. 84.- Cuando un derecho o una actividad hayan sido reglamentados de manera general, las autoridades públicas no podrán establecer ni exigir permisos, licencias o requisitos adicionales para su ejercicio.




  DERECHOS DE APLICACIÓN INMEDIATA




  Constitución Nacional




  ART. 85.- Son de aplicación inmediata los derechos consagrados en los artículos 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 23, 24, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 33, 34, 37 y 40.




  ACCIÓN DE TUTELA




  Constitución Nacional




  ART. 86.- Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública.




  La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión.




  Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su resolución.




  La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares encargados de la prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el interés colectivo, o respecto de quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión.




  Los Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992 reglamentan la acción de tutela.




  ACCIÓN DE CUMPLIMIENTO




  Constitución Nacional




  ART. 87.- Toda persona podrá acudir ante la autoridad judicial para hacer efectivo el cumplimiento de una ley o un acto administrativo. En caso de prosperar la acción, la sentencia ordenará a la autoridad renuente el cumplimiento del deber omitido.




  

    [image: Image] La acción de cumplimiento fue regulada por medio de la Ley 393 de 1997, declarada exequible por la Corte Constitucional mediante sentencia C-157, abril 29/1998, M.P.: Antonio Barrera Carbonell y Hernando Herrera Vergara.


  




  ACCIONES POPULARES




  Constitución Nacional




  ART. 88.- La ley regulará las acciones populares para la protección de los derechos e intereses colectivos, relacionados con el patrimonio, el espacio, la seguridad y la salubridad públicos, la moral administrativa, el ambiente, la libre competencia económica y otros de similar naturaleza que se definen en ella.




  También regulará las acciones originadas en los daños ocasionados a un número plural de personas, sin perjuicio de las correspondientes acciones particulares.




  Así mismo, definirá los casos de responsabilidad civil objetiva por el daño inferido a los derechos e intereses colectivos.




  (Ver Arts. 1005, 2359, 2360; L. 472/1998)




  OTRAS ACCIONES DE PROTECCIÓN




  Constitución Nacional




  ART. 89.- Además de los consagrados en los artículos anteriores, la ley establecerá los demás recursos, las acciones, y los procedimientos necesarios para que puedan propugnar por la integridad del orden jurídico, y por la protección de sus derechos individuales, de grupo o colectivos, frente a la acción u omisión de las autoridades públicas.




  RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO




  Constitución Nacional




  ART. 90.- El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas.




  En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales daños, que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, aquél deberá repetir contra éste.




  (Ver L.E. 270/1996)




  RESPONSABILIDAD POR INFRACCIÓN MANIFIESTA




  Constitución Nacional




  ART. 91.- En caso de infracción manifiesta de un precepto constitucional en detrimento de alguna persona, el mandato superior no exime de responsabilidad al agente que lo ejecuta.




  Los militares en servicio quedan exceptuados de esta disposición. Respecto de ellos, la responsabilidad recaerá únicamente en el superior que da la orden.




  (Ver D. 85/1989, Art. 15; D. 1797/2000, Art. 31)




  SANCIONES POR CONDUCTA DE AUTORIDADES PÚBLICAS




  Constitución Nacional




  ART. 92.- Cualquier persona natural o jurídica podrá solicitar de la autoridad competente la aplicación de las sanciones penales o disciplinarias derivadas de la conducta de las autoridades públicas.




  PREVALENCIA DE TRATADOS SOBRE DERECHOS HUMANOS




  Constitución Nacional




  ART. 93.- Los tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, que reconocen los derechos humanos y que prohíben su limitación en los estados de excepción, prevalecen en el orden interno. Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán de conformidad con los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia.




  Inciso 2º.- Adicionado, Acto Legislativo Nº 02 de 2001, Art. 1º.- El Estado colombiano puede reconocer la jurisdicción de la Corte Penal Internacional en los términos previstos en el Estatuto de Roma adoptado el 17 de julio de 1998 por la Conferencia de plenipotenciarios de las Naciones Unidas y, consecuentemente, ratificar este tratado de conformidad con el procedimiento establecido en esta Constitución.




  Inciso 3º.- Adicionado, Acto Legislativo Nº 02 de 2001, Art. 1º.-La admisión de un tratamiento diferente en materias sustanciales por parte del Estatuto de Roma con respecto a las garantías contenidas en la Constitución tendrá efectos exclusivamente dentro del ámbito de la materia regulada en él.




  (Ver L. 288/1996, Art. 1º; L. 599/2000; L. 1408/2010; L. 1418/2010)




  (Ver sentencias Corte Constitucional C-221-92; C-479-92; C-546-92; C-556-92; C-557-92; C-561-92; C-562-92; C-574-92; C-575-92; C-531-93; C-225-95; C-423-95; C-578-95; C-327-97; C-358-97; C-155-98; C-191-98; C-256-98; C-400-98; C-582-99; C-1022-99; C-1490-00; C-046-2001; C-048-2001; C-169-2001; C-177-2001;C-252-2001; C-410-2001; C-551-2001; C-554-2001; C-620-2001; C-774-2001; C-839-2001; C-1149-2001; C-1288-2001; C-148-2003; C-067-2003; C-067-03; C-450-03; C-902-03; C-014-04; C-042-04; C-122-04; C-247-04; C-379-04; C-457-04; C-988-04; C-401-05; C-028-06; C-047-06; C-172-06; C-321-06; C-339-06; C-822-06; C-291-07; C-063-08; C-182-10; C-500-14; C-327-16)




  ALCANCE DE LA ENUNCIACIÓN DE DERECHOS




  Constitución Nacional




  ART. 94.- La enunciación de los derechos y garantías contenidos en la Constitución y en los convenios internacionales vigentes, no debe entenderse como negación de otros que, siendo inherentes a la persona humana, no figuren expresamente en ellos.




  
Capítulo 5


  DE LOS DEBERES Y OBLIGACIONES





  RESPONSABILIDAD POR EL EJERCICIO DE LIBERTADES Y DERECHOS




  Constitución Nacional




  ART. 95.- El ejercicio de las libertades y derechos reconocidos en esta Constitución implica responsabilidades. Toda persona está obligada a cumplir la Constitución y las leyes.




  Son deberes de la persona y del ciudadano:




  1. Respetar los derechos ajenos y no abusar de los propios;




  2. Obrar conforme al principio de solidaridad social, respondiendo con acciones humanitarias ante situaciones que pongan en peligro la vida o la salud de las personas;




  3. Respetar y apoyar a las autoridades democráticas legítimamente constituidas para mantener la independencia y la integridad nacionales;




  4. Defender y difundir los derechos humanos como fundamento de la convivencia pacífica;




  5. Participar en la vida política, cívica y comunitaria del país;




  6. Propender al logro y mantenimiento de la paz;




  7. Colaborar para el buen funcionamiento de la administración de la justicia;




  8. Proteger los recursos culturales y naturales del país y velar por la conservación de un ambiente sano;




  9. Contribuir al financiamiento de los gastos e inversiones del Estado dentro de conceptos de justicia y equidad.




  

    [image: Image] “Corresponde al artículo 97 de la Comisión Codificadora. En vez de este artículo se aprobó en segundo debate uno sustitutivo... por 43 votos, en la sesión del 29 de junio de 1991. Su tenor literal es el siguiente:




    “La calidad de colombiano enaltece a todos los miembros de la comunidad nacional. Todos están en el deber de engrandecerla y dignificarla. El ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en esta Constitución implica responsabilidades”.




    Por no aparecer en la Codificación Constitucional publicada en la Gaceta Nº 114 del 7 de julio de 1991, debe ser codificado como lo recomendó la Asamblea en el artículo 95. (Secretario General, Asamblea Nacional Constituyente 1991, certificación sobre artículos, parágrafos o incisos omitidos en la codificación constitucional de 1991, publicada en la Gaceta 114 del 7 de julio de 1991, expedida en Santa Fe de Bogotá, D.C., 16 de julio de 1991).


  




  Código Civil




  
Capítulo 1º


  OBJETO Y FUERZA DE ESTE CÓDIGO





  DISPOSICIONES LEGALES QUE COMPRENDE




  ART. 1º.- El Código Civil comprende las disposiciones legales sustantivas que determinan especialmente los derechos de los particulares, por razón del estado de las personas, de sus bienes, obligaciones, contratos y acciones civiles.




  (Ver sentencia Corte Constitucional, sentencia C-362, agosto 14/1996. M.P.: Eduardo Cifuentes Muñoz)




  

    Código de Régimen Político y Municipal




    ART. 35.- El ramo civil comprende las leyes relativas al estado civil de las personas y derechos y obligaciones concernientes a él; adquisición, uso y goce de los bienes de propiedad pública o particular; sucesiones y donaciones; contratos y cuasicontratos; disposiciones especiales sobre comercio y minas.




    [image: Image] El Código de Régimen Político y Municipal correspondía a la Ley 4ª de 1913 y fue recogido en el Decreto 1333 de 1986, expedido en ejercicio de las facultades extraordinarias conferidas por la Ley 11 de ese mismo año. Sin embargo, las normas que no se refirieron exclusivamente a la organización y funcionamiento de la administración municipal, continuaron haciendo parte de los estatutos legales correspondientes y, en consecuencia, se encuentran vigentes.


  




  NATURALEZA


  DE LAS NORMAS Y CAMPO DE APLICACIÓN




  ART. 2º.- En el presente Código Civil de la Unión se reúnen las disposiciones de la naturaleza expresada en el artículo anterior, que son aplicables en los asuntos de la competencia del Gobierno general con arreglo a la Constitución, y en los civiles comunes de los habitantes de los territorios que él administra.




  DERECHO CIVIL NACIONAL




  ART. 3º.- Considerado este Código en su conjunto y en cada uno de los títulos, capítulos y artículos de que se compone, forma la regla establecida por el legislador colombiano, a la cual es un deber de los particulares ajustarse en sus asuntos civiles, que es lo que constituye la ley o el derecho civil nacional.




  
Capítulo 2º


  DE LA LEY





  DEFINICIÓN Y CARÁCTER GENERAL




  ART. 4º.- Ley es una declaración de la voluntad soberana manifestada en la forma prevenida en la Constitución Nacional. El carácter general de la ley es mandar, prohibir, permitir o castigar.




  (Ver C.N., Arts. 4º, 114, 150 y ss.)




  (Ver auto C. de E., octubre 11/1962, Anales, t. LXV, pág. 179; sentencia C.S. de J., Sala de Casación Civil, septiembre 4/1970, G.J., t. CXXXVII (bis), pág. 381; sentencia Corte Constitucional C-527, noviembre 18/1994, M.P.: Alejandro Martínez Caballero)




  INNECESIDAD DE FIJACIÓN DE LAS PENAS




  ART. 5º.- Pero no es necesario que la ley que manda, prohíbe o permita, contenga o exprese en sí misma la pena o castigo en que se incurre por su violación. El Código Penal es el que define los delitos y les señala penas.




  (Ver C.N., Art. 6º; L. 599/2000; L. 890/2004)




  

    [image: Image] Mediante la Ley 599 de julio de 2000 fue expedido el nuevo Código Penal, y entró en vigencia el 24 de julio de 2001. La Ley 599 fue declarada exequible por la Sala Plena de la Corte Constitucional, mediante sentencia C-621, junio 13/2001, M.P.: Manuel José Cepeda Espinosa.


  




  SANCIÓN LEGAL Y NULIDAD




  ART. 6º.- La sanción legal no es sólo la pena sino también la recompensa: es el bien o el mal que se deriva como consecuencia del cumplimiento de sus mandatos o de la transgresión de sus prohibiciones.




  En materia civil son nulos los actos ejecutados contra expresa prohibición de la ley, si en ella misma no se dispone otra cosa. Esta nulidad, así como la validez y firmeza de los que se arreglan a la ley, constituyen suficientes penas y recompensas, aparte de las que se estipulan en los contratos.




  (Ver Arts. 1740 a 1756)




  (Ver sentencias C.S. de J., Sala de Casación Civil, octubre 21/ 1946, G.J., t. LXI, pág. 359 y mayo 16/1967, G.J., t. CXIX, pág. 136; Corte Constitucional, Sala Plena, C-337, agosto 19/1993, M.P.: Vladimiro Naranjo Mesa; sentencia C.S. de J., Sala de Casación Civil, octubre 21/1996, G.J., t. LXI, pág. 359)




  

    Ley 50 de 1936




    ART. 2º.- La nulidad absoluta puede y debe ser declarada por el Juez, aun sin petición de parte, cuando aparezca de manifiesto en el acto o contrato; puede alegarse por todo el que tenga interés en ello; puede asimismo pedirse su declaración por el Ministerio Público en el interés de la moral o de la ley. Cuando no es generada por objeto o causa ilícitos, puede sanearse por la ratificación de las partes y en todo caso por prescripción extraordinaria.




    Queda así subrogado el artículo 15 de la Ley 95 de 1890.


  




  SANCIÓN CONSTITUCIONAL




  ART. 7º.- La sanción constitucional que el Poder Ejecutivo de la Unión da a los proyectos acordados por el Congreso, para elevarlos a la categoría de leyes, es cosa distinta de la sanción legal de que habla el artículo anterior.




  (Ver L. 489/1998, Art. 119)




  (Ver sentencia Corte Constitucional C-084, febrero 29/1996. M.P.: Carlos Gaviria Díaz)




  

    Constitución Nacional




    ART. 157.- Ningún proyecto será ley sin los requisitos siguientes:




    1. Haber sido publicado oficialmente por el Congreso, antes de darle curso en la comisión respectiva.




    2. Haber sido aprobado en primer debate en la correspondiente comisión permanente de cada Cámara. El reglamento del Congreso determinará los casos en los cuales el primer debate se surtirá en sesión conjunta de las comisiones permanentes de ambas Cámaras.




    3. Haber sido aprobado en cada Cámara en segundo debate.




    4. Haber obtenido la sanción del Gobierno.


  




  LA COSTUMBRE NO TIENE FUERZA CONTRA LA LEY




  ART. 8º.- La costumbre en ningún caso tiene fuerza contra la ley. No podrá alegarse el desuso para su inobservancia, ni práctica alguna, por inveterada y general que sea.




  (Ver L. 153/1887, Art. 13; C.Co., Arts. 3º a 9º; C. de P.C., Arts. 189, 190)




  (Ver sentencia Corte Constitucional C-486, octubre 28/1993, M.P.: Eduardo Cifuentes Muñoz).




  IGNORANCIA DE LA LEY




  ART. 9º.- La ignorancia de las leyes no sirve de excusa.




  

    Código de Régimen Político y Municipal




    ART. 56.- No podrá alegarse ignorancia de la ley para excusarse de cumplirla, después de que esté en observancia, según los artículos anteriores.


  




  (Ver sentencia Corte Constitucional C-651, 3 de diciembre/1997, M.P.: Carlos Gaviria Díaz; y sentencia C.S. de J., julio 4/1968, G.J., t. CXXIV, pág. 232).




  

    [image: Image] 1. El artículo 9º del Código Civil fue declarado exequible por la Corte Constitucional mediante sentencia C-651, del 3 de diciembre de 1997, M.P.: Carlos Gaviria Díaz.




    2. El Código de Régimen Político y Municipal correspondía a la Ley 4ª de 1913 y fue recogido en el Decreto 1333 de 1986, expedido en ejercicio de las facultades extraordinarias conferidas por la Ley 11 de ese mismo año. Sin embargo, las normas que no se refieran exclusivamente a la organización y funcionamiento de la administración municipal, continuarán haciendo parte de los estatutos legales correspondientes y, en consecuencia, se encuentran vigentes.


  




  SUBORDINACIÓN Y JERARQUÍA DE LA LEY




  ART. 10.- Derogado, Ley 57 de 1887, Art. 45. Sustituido, Ley 57 de 1887, Art. 5º.- Cuando haya incompatibilidad entre una disposición constitucional y una legal, preferirá aquélla.




  Si en los Códigos que se adoptan se hallaren algunas disposiciones incompatibles entre sí, se observarán en su aplicación las reglas siguientes:




  1ª La disposición relativa a un asunto especial prefiere a la que tenga carácter general; 2ª Cuando las disposiciones tengan una misma especialidad o generalidad, y se hallen en un mismo Código, preferirá la disposición consignada en artículo posterior; y si estuvieren en diversos Códigos, preferirán por razón de éstos, en el orden siguiente: Civil, de Comercio, Penal, Judicial, Administrativo, Fiscal, de Elecciones, Militar, de Policía, de Fomento, de Minas, de Beneficencia y de Instrucción pública.




  (Ver C.N., Art. 4º; L. 153/1887, Art. 6º)




  

    Ley 153 de 1887




    ART. 1º.- Siempre que se advierta incongruencia en las leyes, u ocurra oposición entre ley anterior y ley posterior, o trate de establecerse el tránsito legal de derecho antiguo a derecho nuevo, las autoridades de la República, y especialmente las judiciales, observarán las reglas contenidas en los artículos siguientes:




    Ley 153 de 1887




    ART. 2º.- La ley posterior prevalece sobre la ley anterior. En caso de que la ley posterior sea contraria a otra anterior, y ambas preexistentes al hecho que se juzga, se aplicará la ley posterior.




    Ley 153 de 1887




    ART. 3º.- Estímase insubsistente una disposición legal por declaración expresa del legislador, o por incompatibilidad con disposiciones especiales posteriores, o por existir una ley nueva que regule íntegramente la materia a la que anterior disposición se refería.


  




  (Ver Arts. 71 y 72; C.N. Art. 150)




  

    Ley 153 de 1887




    ART. 4º.- Los principios del Derecho natural y las reglas de la Jurisprudencia servirán para ilustrar la Constitución en casos dudosos. La doctrina constitucional es, a su vez, norma para interpretar las leyes.


  




  

    [image: Image] La expresión “Los principios de derecho natural”, contenida en el artículo 4º. de la Ley 153 de 1887, fue declarada exequible por la Corte Constitucional, mediante sentencia C-284, de mayo 13/2015, M.P.: Mauricio González Cuervo.


  




  

    Ley 153 de 1887




    ART. 5º.- Dentro de la equidad natural y la doctrina constitucional, la crítica y la hermenéutica servirán para fijar el pensamiento del legislador y aclarar o armonizar disposiciones legales oscuras o incongruentes.




    Ley 153 de 1887




    ART. 6º.- Derogado, Constitución Nacional, Art. 4º.- La Constitución es norma de normas. En todo caso de incompatibilidad entre la Constitución y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales.




    Es deber de los nacionales y de los extranjeros en Colombia acatar la Constitución y las leyes, y respetar y obedecer a las autoridades.


  




  (Ver sentencia Corte Constitucional C-104, marzo 11/1993, Exp. D-164, M.P.: Alejandro Martínez Caballero.




  

    Ley 153 de 1887




    ART. 7º.- El título III de la Constitución sobre “derechos civiles y garantías sociales” tiene también fuerza legal, y, dentro de las leyes posteriores a la Constitución, la prioridad que le corresponde como parte integrante y primordial del Código Civil.




    La Constitución de 1886 fue derogada por la de 1991. El título III sobre “Derechos Civiles y Garantías Sociales” fue subrogado por el título II, “De los Derechos, las Garantías y los Deberes”.


  




  (Ver C.N., Arts. 12 al 95)




  

    Ley 153 de 1887




    ART. 8º.- Cuando no haya ley exactamente aplicable al caso controvertido, se aplicarán las leyes que regulen casos o materias semejantes, y en su defecto, la doctrina constitucional y las reglas generales de derecho.


  




  

    [image: Image] El artículo 8º de la Ley 153 de 1887, fue declarado exequible por la Corte Constitucional, mediante sentencia C-083 de 1995, Exp. D-665, M.P.: Carlos Gaviria Díaz.


  




  (Ver sentencias C.S. de J., Sala de Casación Civil, octubre 7/2009, M.P.: Edgardo Villamil Portilla, Exp. 05360-31-03-001-2003-00164-01; junio 23 de 1958, G.J., t. LXXXVIII, pág. 233; noviembre 12 de 1959, G.J., t. XCI, pág. 817; junio 7/1966, G.J., t. CXVI, pág. 145; mayo 20/1936, G.J., t. XLIII, pág. 46; octubre 29/1936, G.J., t. XLIV, pág. 457; febrero 25/1937, G.J., t. XLIV, pág. 617; mayo 23/1938, G.J., t. XLVI, pág. 544; noviembre 19 de 1936, G.J., t. XLIV, pág. 474; abril 14 de 1937, G.J., t. XLV, pág. 30; octubre 6 de 1937, G.J., t. XLV, pág. 803; marzo 26/1958, G.J., t. LXXXVII, pág. 502; marzo 24/1939, G.J., t. XLVII, pág. 744; abril 4/1940, G.J., t. XLIX, pág. 215; mayo 27/1943, G.J., t. LV, pág. 318; octubre 11/1973, G.J., t. CXLVII, pág. 82; agosto 2/1995; noviembre 27/1998. Exp. 4909, M.P.: José Fernando Ramírez Gómez; enero 30/1962, G.J., t. XCVIII, pág. 2; octubre 2/1969, G.J., t. CXXXII, pág. 8; octubre 30/1935 G.J. Nº 1.907, pág. 313; febrero 21/1938. t. XLVI., pág. 58; mayo 19/1941, t. LI, pág. 287; junio 30/1955 t. LXXX, pág. 491; mayo 22/1956 t. LXXXII, pág. 532; febrero 12/1959 t. CX, pág. 43; diciembre 13/1968; septiembre 24/1969; y noviembre 27/1970, G.J., t. CXXXVI, pág. 114; agosto 3/1983, G.J., t. CLXVII, pág. 151; y octubre 7/2009, M.P.: Edgardo Villamil Portilla, Exp. 05360-31-03-001-2003-00164-01)




  

    Ley 153 de 1887




    ART. 9º.- La Constitución es ley reformatoria y derogatoria de la legislación preexistente. Toda disposición legal anterior a la Constitución y que sea claramente contraria a su letra o a su espíritu, se desechará como insubsistente.


  




  (Ver C.N., Art. 4º)




  (Ver auto 023 de la C.S. de J., Sala de Casación Civil, febrero 4/1997, Exp. 5127, M.P.: Carlos Esteban Jaramillo Schloss, G.J., t. CCXLVI, N° 2485, Vol. I, págs. 56 y ss.; sentencia del C. de E., agosto 5/1999, Exp. 2160. M.P.: Mario Alario Méndez).




  

    Constitución Nacional




    ART. 4º.- La Constitución es norma de normas. En todo caso de incompatibilidad entre la Constitución y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales.


  




  

    [image: Image] El artículo 4º., de la Ley 169 de 1896, que modificó el artículo 10º. de la Ley 153 de 1887, fue declarado exequible por la Corte Constitucional, mediante sentencia C-836 de 2001.


  




  

    Ley 153 de 1887




    ART. 10.- Modificado, Ley 169 de 1896, Art. 4º.- Tres decisiones uniformes dadas por la Corte Suprema como Tribunal de Casación sobre un mismo punto de derecho, constituyen doctrina probable, y los Jueces podrán aplicarla en casos análogos, lo cual no obsta para que la Corte varíe la doctrina en caso de que juzgue erróneas las decisiones anteriores.


  




  

    [image: Image] 1. El artículo 4º de la Ley 169 de 1896 fue declarado exequible por la Corte Constitucional mediante sentencia C-896, de agosto 9 de 2001, M.P.: Rodrigo Escobar Gil, “siempre y cuando se entienda que la Corte Suprema de Justicia, como juez de casación, y los demás jueces que conformen la jurisdicción ordinaria, al apartarse de la doctrina probable dictada por aquella, están obligados a exponer clara y razonadamente los fundamentos jurídicos que justifican su decisión...”.




    2. No obstante lo dispuesto en el artículo 17 del Código Civil, y en el artículo 230 de la Constitución Nacional, los artículos 114 y 115 de la Ley 1395, del 12 de julio de 2010, ordenan a las entidades públicas de cualquier orden, encargadas de reconocer prestaciones sociales y salariales de sus trabajadores o afiliados, o comprometidas en daños causados con armas de fuego, vehículos oficiales, daños a reclusos, conscriptos, o en conflictos tributarios o aduaneros, para la solución de peticiones o expedición de actos administrativos, tener en cuenta los precedentes jurisprudenciales que en materia ordinaria o contenciosa administrativa se hubieren proferido en cinco o más casos análogos, por los mismos hechos y pretensiones; así mismo, se faculta a los jueces, tribunales, altas cortes del Estado, Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura y de los Consejos Seccionales de la Judicatura, para que, cuando existan precedentes jurisprudenciales, conforme al citado artículo 230 de la Constitución Política, el artículo 10º de la Ley 153 de 1887 y el artículo 4º de la Ley 169 de 1896, puedan fallar o decidir casos similares que estén al Despacho para fallo, sin tener que respetar el turno de entrada o de ingreso de los citados procesos, conforme a lo señalado en el artículo 18 de la Ley 446 de 1998.




    3. Sobre la doctrina judicial de la Corte Suprema de Justicia, y la sujeción del Juez al ordenamiento jurídico, véase la sentencia de la Corte Constitucional C-826, agosto 9/2001, M.P.: Rodrigo Escobar Gil.


  




  

    Ley 153 de 1887




    ART. 11.- Los decretos de carácter legislativo expedidos por el Gobierno a virtud de autorización constitucional, tienen completa fuerza de leyes.


  




  (Ver C.N., Art. 150)




  

    Ley 153 de 1887




    ART. 12.- Las órdenes y demás actos ejecutivos del Gobierno (expedidos en ejercicio de la potestad reglamentaria), tienen fuerza obligatoria, y serán aplicados mientras no sean contrarios a la Constitución, a las leyes (ni a doctrina legal más probable).


  




  (Ver C.N., Art. 189)




  (Ver auto del C. de E., marzo 22/1963, Anales, t. LXVI, pág. 227; y las sentencias del C. de E., mayo 20/1994, Exp. 5185, M.P.: Guillermo Chahín Lizcano; y noviembre 18/1999, M.P.: Ricardo Hoyos Duque).




  

    [image: Image] Las expresiones “expedidos en ejercicio de la potestad reglamentaria” y “ni a doctrina legal más probable”, contenidas en el artículo 12 de la Ley 153 de 1887, que se encuentran entre paréntesis, fueron declaradas inexequibles por la Corte Constitucional mediante sentencia C-037 de 2000, M.P.: Vladimiro Naranjo Mesa “bajo el entendido de no vincular al juez cuando falla de conformidad con los principios superiores que emanan de la Constitución y que no puede desconocer la doctrina constitucional integradora...”.


  




  

    Ley 153 de 1887




    ART. 13.- La costumbre, siendo general y conforme con la moral cristiana, constituye derecho, a falta de legislación positiva.


  




  (Ver Art. 8º; C.Co., Arts. 3º a 9º)




  (Ver sentencias Corte Constitucional C-224, mayo 5/1994, M.P.: Jorge Arango Mejía; y del C. de E., Sección Tercera, Sala de lo Contencioso Administrativo, noviembre 28/2002, Exp. 14.330, M.P.: Ricardo Hoyos Duque.




  

    [image: Image] El artículo 13 de la Ley 153 de 1887 fue declarado exequible por la Corte Constitucional, te sentencia C-224, de mayo 5 de 1994, M.P.: Jorge Arango Mejía, “entendiéndose que la expresión “moral cristiana” significa “moral general” o “moral social”...”.


  




  

    Ley 153 de 1887




    ART. 14.- Una ley derogada no revivirá por solas las referencias que a ella se hagan, ni por haber sido abolida la ley que la derogó. Una disposición derogada sólo recobrará su fuerza en la forma en que aparezca reproducida en una ley nueva.


  




  

    [image: Image] Sobre las disposiciones derogadas, véase la sentencia del C. de E., sentencia octubre 11/1968.


  




  

    Ley 153 de 1887




    ART. 15.- Todas las leyes españolas están abolidas.




    Ley 153 de 1887




    ART. 16.- La legislación canónica es independiente de la civil, y no forma parte de ésta; pero será solemnemente respetada por las autoridades de la República.


  




  

    [image: Image] Este mismo principio fue reproducido en el artículo 3º de la Ley 20 de 1974, aprobatoria del Concordato celebrado entre el Gobierno colombiano y la Santa Sede. El artículo 2º de dicha Ley reafirma la plena libertad de la Iglesia Católica y su independencia de la potestad civil.


  




  (Ver C.N., Arts. 19 y 42)




  

    Ley 153 de 1887




    ART. 17.- Las meras expectativas no constituyen derecho contra la ley nueva que las anule o cercene.


  




  (Ver autos C.S. de J., julio 11/1893 y junio 25/1940; sentencia junio 14/1969)




  

    Ley 153 de 1887




    ART. 18.- Las leyes que por motivos de moralidad, salubridad o utilidad pública restrinjan derechos amparados por la ley anterior, tienen efecto general inmediato.




    Si la ley determinare expropiaciones, su cumplimiento requiere previa indemnización, que se hará con arreglo a las leyes preexistentes.




    Si la ley estableciere nuevas condiciones para el ejercicio de una industria, se concederá a los interesados el término que la ley señale, y si no lo señala, el de seis meses.


  




  (Ver C.N., Art. 58)




  

    Ley 153 de 1887




    ART. 19.- Las leyes que establecen para la administración de un estado civil condiciones distintas de las que exigía una ley anterior, tienen fuerza obligatoria desde la fecha en que empiecen a regir.


  




  (Ver D. 1260/1970)




  

    Ley 153 de 1887




    ART. 20.- El estado civil de las personas adquirido conforme a la ley vigente en la fecha de su constitución, subsistirá aunque aquella ley fuere abolida; pero los derechos y obligaciones anexos al mismo estado, las consiguientes relaciones recíprocas de autoridad o dependencia entre los cónyuges, entre padres e hijos, entre guardadores y pupilos, y los derechos de usufructo y administración de bienes ajenos, se regirán por la ley nueva, sin perjuicio de que los actos y contratos válidamente celebrados bajo el imperio de la ley anterior tengan cumplido efecto.


  




  (Ver D. 1260/1970; L. 54/1990, Art. 1º)




  (Ver sentencia C.S. de J., Sala de Casación Civil, noviembre 23(1911)




  

    Ley 153 de 1887




    ART. 21.- El matrimonio podrá por ley posterior, declararse celebrado desde época pretérita, y válido en sus efectos civiles, a partir de un hecho sancionado por la costumbre religiosa y general del país; en cuanto este beneficio retroactivo no vulnere derechos adquiridos bajo el imperio de la anterior legislación.


  




  (Ver Arts. 113 y ss.)




  

    Ley 153 de 1887




    ART. 22.- Las pruebas del estado civil legitimado desde época pretérita por la ley posterior, se subordinarán al mismo principio que se reconoce como determinante de la legitimidad de aquel estado.


  




  (Ver D. 1260/1970)




  

    Ley 153 de 1887




    ART. 23.- La capacidad de la mujer para administrar sus bienes se regirá inmediatamente por la ley posterior. Pero si ésta restringe dicha capacidad, no se hará efectiva la restricción sino cumplido el término de un año, salvo que la ley misma disponga otra cosa.


  




  (Ver L. 28/1932)




  

    Ley 153 de 1887




    ART. 24.- Los hijos declarados legítimos bajo el imperio de una ley, no perderán su carácter por virtud de ley posterior.


  




  (Ver Arts. 213 y ss.; L. 1060/2006, Art. 1º)




  

    [image: Image] A partir de la vigencia de la Ley 29 de 1982, en cuyo artículo 1º adicionó el artículo 250 del Código Civil, los hijos son legítimos, extramatrimoniales y adoptivos y tendrán iguales derechos y obligaciones; según el artículo 1º de la Ley 1060 de 2006, que modificó el artículo 213 del Código Civil, el hijo concebido durante el matrimonio, o durante la unión marital de hecho, tiene por padres a los cónyuges o a los compañeros permanentes. De igual manera, el artículo 42 de la Constitución Nacional preceptúa que los hijos habidos en el matrimonio o fuera de él, adoptados o procreados naturalmente o con asistencia científica, tienen iguales derechos y deberes.


  




  

    Ley 153 de 1887




    ART. 25.- Los derechos de los hijos ilegítimos o naturales se sujetan a la ley posterior en cuanto su aplicación no perjudique a la sucesión legítima.


  




  (Ver Arts. 213 y ss.; L. 1060/2006, Art. 1º)




  

    [image: Image] A partir de la vigencia de la Ley 29 de 1982 los hijos legítimos y naturales (ahora llamados extramaritales) tienen los mismos derechos en materia sucesoral. De igual manera, el artículo 42 de la Constitución Nacional preceptúa que los hijos habidos en el matrimonio o fuera de él, adoptados o procreados naturalmente o con asistencia científica, tienen iguales derechos y deberes.


  




  

    Ley 153 de 1887




    ART. 26.- El que bajo el imperio de una ley tenga la administración de bienes ajenos, o el que ejerza válidamente el cargo de guardador, conservará el título que adquirió antes, aunque una ley nueva exija, para su adquisición, nuevas condiciones; pero el ejercicio de funciones, remuneración que corresponde al guardador, incapacidades y excusas supervinientes, se regirán por la ley nueva.


  




  (Ver L. 1306/2009)




  

    Ley 153 de 1887




    ART. 27.- La existencia y los derechos de las personas jurídicas están sujetos a las reglas establecidas en los artículos 19 y 20, respecto al estado civil de las personas.


  




  (Ver Arts. 633 y ss.)




  

    Ley 153 de 1887




    ART. 28.- Todo derecho real adquirido bajo una ley y en conformidad con ella, subsiste bajo el imperio de otra; pero en cuanto a su ejercicio y cargas, y en lo tocante a su extinción, prevalecerán las disposiciones de la nueva ley.


  




  (Ver Arts. 653 y ss.)




  (Ver sentencia C.S. de J., Sala de Casación Civil, marzo 15/1968; Sentencia Corte Constitucional C-147, marzo 19/1997, M.P.: Antonio Barrera Carbonell).




  

    Ley 153 de 1887




    ART. 29.- La posesión, constituida bajo una ley anterior, no se retiene, pierde o recupera bajo el imperio de una ley posterior, sino por los medios o con los requisitos señalados en la nueva ley.


  




  (Ver Arts. 762 y ss.)




  

    Ley 153 de 1887




    ART. 30.- Los derechos deferidos bajo una condición que, atendidas las disposiciones de una ley posterior, debe reputarse fallida si no se realiza dentro de cierto plazo, subsistirán bajo el imperio de la ley nueva y por el tiempo que señalare la precedente, a menos que este tiempo, en la parte de su extensión que corriere después de la expedición de la ley nueva, exceda del plazo íntegro que ésta señala, pues en tal caso, si dentro del plazo así contado no se cumpliere la condición, se mirará como fallida.




    Ley 153 de 1887




    ART. 31.- Siempre que una nueva ley prohíba la constitución de varios usufructos sucesivos, y expirado el primero antes de que ella empiece a regir, hubiere empezado a disfrutar la cosa alguno de los usufructuarios subsiguientes, continuará éste disfrutándola bajo el imperio de la nueva ley por todo el tiempo a que le autorizare su título; pero caducará el derecho de usufructuarios posteriores, si los hubiere.




    La misma regla se aplicará a los derechos de uso o habitación sucesivos y a los fideicomisos.


  




  (Ver Art. 828)




  

    Ley 153 de 1887




    ART. 32.- Las servidumbres naturales y voluntarias constituidas válidamente bajo el imperio de una antigua ley, se sujetarán en su ejercicio y conservación a las reglas que establecieren leyes nuevas.


  




  (Ver Arts. 879 y ss.)




  

    Ley 153 de 1887




    ART. 33.- Cualquiera tendrá derecho de aprovecharse de las servidumbres naturales que autorizare a imponer una nueva ley; pero para hacerlo tendrá que abonar al dueño del predio sirviente los perjuicios que la constitución de la servidumbre le irrogare, renunciando éste por su parte las utilidades que de la reciprocidad de la servidumbre pudieran resultarle; pero podrá recobrar su derecho a tales utilidades siempre que pague la indemnización antedicha.


  




  (Ver Arts. 891 y ss.)




  

    Ley 153 de 1887




    ART. 34.- Las solemnidades externas de los testamentos se regirán por la ley coetánea a su otorgamiento; pero las disposiciones contenidas en ellos estarán subordinadas a la ley vigente en la época en que fallezca el testador.




    En consecuencia, prevalecerán sobre las leyes anteriores a la muerte del testador las que al tiempo en que se murió regulaban la incapacidad o indignidad de los herederos o asignatarios, las legítimas, mejoras, porción conyugal y desheredaciones.


  




  (Ver Arts. 1055 y ss.)




  

    Ley 153 de 1887




    ART. 35.- Si el testamento contuviere disposiciones que según la ley bajo la cual se otorgó no debían llevarse a efecto, lo tendrán, sin embargo, siempre que ellas no se hallen en oposición con la ley vigente al tiempo de morir el testador.


  




  (Ver Arts. 1055 y ss.)




  

    Ley 153 de 1887




    ART. 36.- En las sucesiones forzosas o intestadas el derecho de representación de los llamados a ellas se regirá por la ley bajo la cual se hubiere verificado su apertura. Pero si la sucesión se abre bajo el imperio de una ley, y en testamento otorgado bajo el imperio de otra se hubiere llamado voluntariamente a indeterminada persona que, faltando el asignatario directo, haya de suceder en todo o parte de la herencia por derecho propio o de representación, se determinará esta persona por las reglas a que estaba sujeto aquel derecho según la ley bajo la cual se otorgó el testamento.


  




  (Ver Arts. 1008 y ss.)




  

    Ley 153 de 1887




    ART. 37.- En la adjudicación y partición de una herencia o legado se observarán las reglas que regían al tiempo de su delación.


  




  (Ver Arts. 1013 y ss.)




  

    Ley 153 de 1887




    ART. 38.- En todo contrato se entenderán incorporadas las leyes vigentes al tiempo de su celebración.




    Exceptúanse de esta disposición:




    1º Las leyes concernientes al modo de reclamar en juicio los derechos que resultaren del contrato; y




    2º Las que señalan penas para el caso de infracción de lo estipulado; la cual infracción será castigada con arreglo a la ley bajo la cual se hubiere cometido.


  




  (Ver Arts. 1602 y ss.)




  (Ver sentencia C.S. de J., Sala de Casación Civil, mayo 9/1938, G.J., t. XLVI, pág. 488)




  

    Ley 153 de 1887




    ART. 39.- Los actos o contratos válidamente celebrados bajo el imperio de una ley podrán probarse bajo el imperio de otra, por los medios que aquélla establecía para su justificación; pero la forma en que debe rendirse la prueba estará subordinada a la ley vigente al tiempo en que se rindiere.


  




  (Ver Arts. 1602 y ss.)




  

    Ley 153 de 1887




    ART. 40.- Modificado, Ley 1564 de 2012, Art. 624.- “Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir.




    Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones.




    La competencia para tramitar el proceso se regirá por la legislación vigente en el momento de formulación de la demanda con que se promueva, salvo que la ley elimine dicha autoridad”.


  




  

    [image: Image] El artículo 40 de la Ley 153 de 1887, en su texto original, había sido declarado exequible por la Corte Constitucional, mediante sentencia C-200, de marzo 19 de 2002, M.P.: Álvaro Tafur Galvis.


  




  

    Ley 153 de 1887




    ART. 41.- La prescripción iniciada bajo el imperio de una ley, y que no se hubiere completado aún al tiempo de promulgarse otra que la modifique, podrá ser regida por la primera o la segunda, a voluntad del prescribiente; pero eligiéndose la última, la prescripción no empezará a contarse sino desde la fecha en que la ley nueva hubiere empezado a regir.


  




  (Ver Arts. 2512 y ss.)




  

    [image: Image] El artículo 41 de la Ley 153 de 1887 fue declarado exequible por la Corte Constitucional, mediante sentencia C-398, mayo 24 de 2006, Exp. D-6120, M.P.: Alfredo Beltrán Sierra. “La Corte precisó que el artículo 41 de la Ley 153 de 1887 prevé un procedimiento para la adquisición de un derecho, por el transcurso del tiempo, regulación que no se encuentra en contravía del artículo 228 de la Carta Política. Lo anterior, por cuanto dicha disposición regula el procedimiento que el legislador estableció para resolver un posible conflicto de aplicación de la ley en el tiempo, en el evento en que la legislación modifique el término establecido para adquirir un bien corporal mueble o inmueble por prescripción adquisitiva del dominio. Es decir, que el legislador estableció una disposición que permite que se lleven a cabo las formas propias de cada juicio como lo prevé el artículo 29 de la Constitución. Además, no se vulnera el derecho sustancial, por cuanto el derecho a la propiedad permanece incólume, en tanto que la norma lo que prevé es una garantía a un derecho adquirido o que se encuentra en mera expectativa, al establecer la posibilidad en el último caso, de que el prescribiente pueda optar por que se aplique la ley antigua o la nueva que la modifica, desde el momento en que esta empieza a regir. Para la Corte, la norma es razonable, en la medida en que regula un procedimiento específico para adquirir un derecho y la garantía del mismo, de conformidad con lo prescrito en el artículo 58 de la Constitución. Resaltó que es evidente que en la realización de los derechos y la solución de los conflictos, el derecho procesal y específicamente el proceso, cumple un papel importante. Advirtió que el juez, al interpretar la ley procesal, debe tener en cuenta que el objeto, es decir el fin de los procedimientos, es la efectividad de los derechos reconocidos en la ley sustancial. En ese orden, la Corte encontró ajustada a la normatividad constitucional la norma acusada, por corresponder al margen de configuración que compete al legislador y no vulnerar los principios y derechos consagrados en el estatuto superior.”


  




  

    Ley 153 de 1887




    ART. 42.- Lo que una ley posterior declara absolutamente imprescriptible no podrá ganarse por tiempo bajo el imperio de ella, aunque el prescribiente hubiere principiado a poseerla conforme a una ley anterior que autorizaba la prescripción.


  




  (Ver Arts. 2512 y ss.)




  

    Ley 153 de 1887




    ART. 43.- La ley preexistente prefiere a la ley ex-post-facto en materia penal. Nadie podrá ser juzgado o penado sino por la ley que haya sido promulgada antes del hecho que da lugar al juicio. Esta regla sólo se refiere a las leyes que definen y castigan los delitos, pero no a aquellas que establecen los Tribunales y determinan el procedimiento, las cuales se aplicarán con arreglo al artículo 40.


  




  

    [image: Image] El artículo 43 de la Ley 153 de 1887 fue declarado exequible por la Corte Constitucional, mediante sentencia C-200, de marzo 19 de 2002, M.P.: Álvaro Tafur Galvis.


  




  

    Ley 153 de 1887




    ART. 44.- En materia penal la ley favorable o permisiva prefiere en los juicios a la odiosa o restrictiva, aun cuando aquélla sea posterior al tiempo en que se cometió el delito.




    Esta regla favorece a los reos condenados que estén sufriendo su condena.


  




  (Ver C.N., Art. 29; C.P., Art. 29)




  

    Constitución Nacional




    ART. 29.-...




    En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. ...




    Código Penal




    ART. 6º.- Nadie podrá ser juzgado sino conforme a las leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante el juez o tribunal competente y con la observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. La preexistencia de la norma también se aplica para el reenvío en materia de tipos penales en blanco.




    La ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior se aplicará sin excepción, de preferencia a la restrictiva o desfavorable. Ello también rige para los condenados.




    La analogía sólo se aplicará en materias permisivas.


  




  

    Ley 153 de 1887




    ART. 45.- La precedente disposición tiene las siguientes aplicaciones:




    La nueva ley que quita explícita o implícitamente el carácter de delito a un hecho que antes lo tenía, envuelve indulto y rehabilitación.




    Si la ley nueva minora de un modo fijo la pena que antes era también fija, se declarará la correspondiente rebaja de pena.




    Si la ley nueva reduce el máximum de la pena y aumenta el mínimum, se aplicará de las dos leyes la que invoque el interesado.




    Si la ley nueva disminuye la pena corporal y aumenta la pecuniaria, prevalecerá sobre la ley antigua.




    Los casos dudosos se resolverán por interpretación benigna.




    Ley 153 de 1887




    ART. 46.- La providencia que hace cesar o rebaja, con arreglo a una nueva ley, la penalidad de los que sufren la condena, será administrativa y no judicial.




    Ley 153 de 1887




    ART. 47.- La facultad que los reos condenados hayan adquirido a obtener por derecho, y no como gracia, rebaja de pena, conforme a la ley vigente en la época en que se dio la sentencia condenatoria, subsistirá bajo una nueva ley en cuanto a las condiciones morales que determinan el derecho y a la parte de la condena a que el derecho se refiere; pero se regirán por la ley nueva en cuanto a las autoridades que deban conceder la rebaja y a las formalidades que han de observarse para pedirla.




    Ley 153 de 1887




    ART. 48.- Los jueces o magistrados que rehusaren juzgar pretextando silencio, oscuridad o insuficiencia de la ley, incurrirán en responsabilidad por denegación de justicia.




    (Ver C.N., Arts. 228 y ss.; L.E. 270/1996, Arts. 1º, 2º)




    (Ver sentencias C.S. de J., Sala de Casación Civil, septiembre 6/1940; noviembre 13/1964; sentencias Corte Constitucional T-006, mayo 12 de 1992, M.P.: Eduardo Cifuentes Muñoz; y T-572, octubre 26 de 1992, Jaime Sanín Greiffenstein)




    Ley 153 de 1887




    ART. 49.- Queda reformado en los términos de las precedentes disposiciones el artículo 5º de la Ley 57 de 1887, y derogado el 13 del Código Civil.


  




  Capítulo 3º


  EFECTOS DE LA LEY




  PROMULGACIÓN Y OBSERVANCIA




  ARTS. 11 y 12.- Modificados, C.R.P. y M., Art. 52.- La ley no obliga sino en virtud de su promulgación, y su observancia principia dos meses después de promulgada.




  La promulgación consiste en insertar la ley en el periódico oficial, y se entiende consumada en la fecha del número en que termine la inserción.




  (Ver C.N., Arts. 157 y 165; C. R. P. M., Arts. 53, 54, 55; L. 489/1999, Art. 119)




  

    [image: Image] El Código de Régimen Político y Municipal correspondía a la Ley 4ª de 1913 y fue recogido en el Decreto 1333 de 1986, expedido en ejercicio de las facultades extraordinarias conferidas por la Ley 11 de ese mismo año. Sin embargo, las normas que no se refirieron exclusivamente a la organización y funcionamiento de la administración municipal, continuaron haciendo parte de los estatutos legales correspondientes. En consecuencia, se encuentran vigentes.


  




  

    Ley 57 de 1985




    ART. 2º.- Derogado, Decreto Ley 2150 de 1995, Art. 97.-




    Ley 57 de 1985




    ART. 5º.- En cada uno de los departamentos se editará un Boletín o Gaceta Oficial que incluirá los siguientes documentos:




    a) Las Ordenanzas de la Asamblea Departamental;




    b) Los actos que expidan la Asamblea Departamental y la Mesa Directiva de ésta para la ejecución de su presupuesto y el manejo del personal a su servicio;




    c) Los Decretos del Gobernador;




    d) Las Resoluciones que firme el Gobernador u otro funcionario por delegación suya;




    e) Los contratos en que sean parte el departamento o sus entidades descentralizadas cuando las respectivas normas fiscales así lo ordenen;




    f) Los actos de la Gobernación, de las Secretarías del Despacho y de las Juntas Directivas y Gerentes de las entidades descentralizadas que creen situaciones jurídicas impersonales u objetivas o que tengan alcance e interés generales.




    g) Los actos de naturaleza similar a la señalada en el literal anterior que expidan otras autoridades departamentales por delegación que hayan recibido o por autorización legal u ordenanzal; y,




    h) Los demás que conforme a la ley, a las Ordenanzas o a sus respectivos reglamentos, deban publicarse.




    Ley 57 de 1985




    ART. 8º.- Los actos a que se refieren los literales a), b), c), e) y f) del artículo 2º y a), c), f) y g) del artículo 5º de esta ley sólo regirán después de la fecha de su publicación.


  




  (Ver L. 57/1985, Arts. 2º y 5º)




  (Ver sentencias C. de E., septiembre 24 de 1971; C.S. de J., Sala de Casación Civil, 8 de julio de 1956, G.J. LXXXIII, pág. 260 y mayo 29/1997, Exp. 4845, M.P.: Nicolás Bechara Simancas)




  

    Código de Régimen Político y Municipal




    ART. 53.- Se exceptúan de lo dispuesto en el artículo anterior los casos siguientes: 1º Cuando la ley fije el día en que deba principiar a regir, o autorice al Gobierno para fijarlo, en cuyo caso principiará a regir la ley el día señalado.




    2º Cuando por causa de guerra u otra inevitable estén interrumpidas las comunicaciones o alguno o algunos Municipios con la capital, y suspendido el curso ordinario de los correos, en cuyo caso los dos meses se contarán desde que cese la incomunicación y se restablezcan los correos.




    Código de Régimen Político y Municipal




    ART. 54.- Se procurará que las leyes se publiquen e inserten en el periódico oficial dentro de los diez días de sancionadas. Cuando haya para el efecto un inconveniente insuperable, se insertarán a la mayor brevedad.




    Código de Régimen Político y Municipal




    ART. 55.- En cada Municipio se publicarán por bando las leyes, a medida que llegaren a conocimiento del Alcalde, bien porque estén en el periódico oficial o porque se le comuniquen oficialmente. Este acto se anotará en un registro especial, y cada anotación se firmará por el Alcalde y su Secretario.




    La omisión de esta formalidad hace responsables a los que incurran en ella, pero no obsta para la vigencia y observancia de la ley.




    Ley 57 de 1985




    ART. 1º.- La Nación, los Departamentos y los Municipios incluirán en sus respectivos Diarios, Gacetas o Boletines oficiales todos los actos gubernamentales y administrativos que la opinión deba conocer para informarse sobre el manejo de los asuntos públicos y para ejercer eficaz control sobre la conducta de las autoridades, y los demás que según la ley deban publicarse para que produzcan efectos jurídicos.




    Ley 57 de 1985




    ART. 9º.- La dirección de los Boletines o Gacetas Departamentales o Municipales corresponderá a la dependencia u oficina que señalen el Gobernador o Alcalde respectivos.




    Ley 57 de 1985




    ART. 11.- Derogado, Decreto Ley 2150 de 1995, Art. 97.-


  




  ART. 13.- Derogado, Ley 153 de 1887, Art. 49.-




  (Ver L. 153/1887, Art. 49)




  INCORPORACIÓN


  DE OTRAS LEYES




  ART. 14.- Las leyes que se limitan a declarar el sentido de otras leyes, se entenderán incorporadas en éstas; pero no afectarán en manera alguna los efectos de las sentencias ejecutoriadas en el tiempo intermedio.




  (Ver sentencias C.S. de J., Sala de Casación Civil, junio 27/1940, G.J., t. XLIX, pág. 568; julio 14/1947, G.J., t. LXII, pág. 613)




  

    Código de Régimen Político y Municipal




    ART. 58.- Cuando una ley se limite a declarar el sentido de otra, se entenderá incorporada en ella para todos sus efectos; pero no alterará lo que se haya dispuesto en decisiones ejecutoriadas antes de que entre a regir.


  




  

    [image: Image] El Código de Régimen Político y Municipal correspondía a la Ley 4ª de 1913 y fue recogido en el Decreto 1333 de 1986, expedido en ejercicio de las facultades extraordinarias conferidas por la Ley 11 de ese mismo año. Sin embargo, las normas que no se refirieron exclusivamente a la organización y funcionamiento de la administración municipal, continuaron haciendo parte de los estatutos legales correspondientes. En consecuencia, se encuentran vigentes.


  




  RENUNCIA


  DE DERECHOS INDIVIDUALES




  ART. 15.- Podrán renunciarse los derechos conferidos por las leyes, con tal que sólo miren al interés individual del renunciante, y que no esté prohibida la renuncia.




  (Ver Arts. 6º, 198, 424, 426, 1522, 1526, 1673, 1761 a 1765, 1775, 1867, 1950, 2115)




  LEYES DE ORDEN PÚBLICO




  ART. 16.- No podrán derogarse por convenios particulares las leyes en cuya observancia están interesados el orden y las buenas costumbres.




  (Ver sentencias C.S. de J., junio 27/1940, G.J., t. XLIX, pág. 568; septiembre 4/1970, G.J., t. CXXXV, pág. 125)




  FUERZA


  DE LAS SENTENCIAS JUDICIALES




  ART. 17.- Las sentencias judiciales no tienen fuerza obligatoria, sino respecto de las causas en que fueron pronunciadas. Es, por tanto, prohibido a los jueces proveer en los negocios de su competencia por vía de disposición general o reglamentaria.




  (Ver Arts. 25, 26, 401, 406; C.N., Art. 230; L. 1395/2010, Arts. 114, 115)




  (Ver Auto No. 223 Corte Constitucional, agosto 16 de 2006, M.P.: Jaime Córdoba Triviño; y sentencia C-104, marzo 11 de 1993, M.P.: Alejandro Martínez Caballero)




  

    [image: Image] El artículo 17 del Código Civil fue declarado condicionalmente exequible por la Corte Constitucional, mediante sentencia C-461-13, del 17 de julio de 2013, M.P.: Nilson Pinilla Pinilla, ‘bajo el entendido de que no impide la existencia de efectos erga omnes y extensivos de las sentencias que deciden las acciones constitucionales’.




    No obstante lo dispuesto en el artículo 17 del Código Civil, y en el artículo 230 de la Constitución Nacional, los artículos 114 y 115 de la Ley 1395, del 12 de julio de 2010, ordena a las entidades públicas de cualquier orden, encargadas de reconocer prestaciones sociales y salariales de sus trabajadores o afiliados, o comprometidas en daños causados con armas de fuego, vehículos oficiales, daños a reclusos, conscriptos, o en conflictos tributarios o aduaneros, para la solución de peticiones o expedición de actos administrativos, tener en cuenta los precedentes jurisprudenciales que en materia ordinaria o contenciosa administrativa se hubieren proferido en cinco o más casos análogos, por los mismos hechos y pretensiones; así mismo, se faculta a los jueces, tribunales, altas cortes del Estado, Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura y de los Consejos Seccionales de la Judicatura, para que, cuando existan precedentes jurisprudenciales, conforme al citado artículo 230 de la Constitución Política, el artículo 10º de la Ley 153 de 1887 y el artículo 4º de la Ley 169 de 1896, puedan fallar o decidir casos similares que estén al Despacho para fallo, sin tener que respetar el turno de entada o de ingreso de los citados procesos, conforme a lo señalado en el artículo 18 de la Ley 446 de 1998.


  




  

    Constitución Nacional




    ART. 230.- Los jueces, en sus providencias, solo están sometidos al imperio de la ley.




    La equidad, la jurisprudencia, los principios generales del derecho y la doctrina son criterios auxiliares de la actividad judicial.


  




  (Ver C.N., Art. 4º)




  

    Código General del Proceso




    ART. 303. COSA JUZGADA.- La sentencia ejecutoriada proferida en proceso contencioso tiene fuerza de cosa juzgada siempre que el nuevo proceso verse sobre el mismo objeto, se funde en la misma causa que el anterior y entre ambos procesos haya identidad jurídica de partes.




    Se entiende que hay identidad jurídica de partes cuando las del segundo proceso son sucesores por causa de muerte de las que figuraron en el primero o causahabientes suyos por acto entre vivos celebrado con posterioridad al registro de la demanda si se trata de derechos sujetos a registro, y al secuestro en los demás casos.




    En los procesos en que se emplace a personas indeterminadas para que comparezcan como parte, incluidos los de filiación, la cosa juzgada surtirá efectos en relación con todas las comprendidas en el emplazamiento.




    La cosa juzgada no se opone al recurso extraordinario de revisión.




    Código General del Proceso




    ART. 304.- SENTENCIAS QUE NO CONSTITUYEN COSA JUZGADA.- No constituyen cosa juzgada las siguientes sentencias:




    1. Las que se dicten en procesos de jurisdicción voluntaria, salvo las que por su naturaleza no sean susceptibles de ser modificadas.




    2. Las que decidan situaciones susceptibles de modificación mediante proceso posterior, por autorización expresa de la ley.




    3. Las que declaren probada una excepción de carácter temporal que no impida iniciar otro proceso al desaparecer la causa que dio lugar a su reconocimiento.


  




  OBLIGATORIEDAD DE LA LEY




  ART. 18.- La ley es obligatoria tanto a los nacionales como a los extranjeros residentes en Colombia.




  (Ver C.N., Arts. 4º, 95, 100; L. 74/1968, Art. 13; L. 607/2002, Arts. 1º, 2º; L. 1070/2006; D. 4503/2009)




  (Ver sentencia C.S. de J., septiembre 30/1947, G.J., t. LXIII, pág. 38; agosto 3/1995, Exp. 4725, M.P.: Héctor Marín Naranjo; sentencia C. de E., marzo 18/1971, Anales, t. LXXV, pág. 197)




  

    Constitución Nacional




    ART. 95.- (…) El ejercicio de las libertades y derechos reconocidos en esta Constitución implica responsabilidades.




    Toda persona está obligada a cumplir la Constitución y las leyes. (…)




    Constitución Nacional




    ART. 100.- Los extranjeros disfrutarán en Colombia de los mismos derechos civiles que se conceden a los colombianos. No obstante, la ley podrá, por razones de orden público, subordinar a condiciones especiales o negar el ejercicio de determinados derechos civiles a los extranjeros.




    Así mismo, los extranjeros gozarán, en el territorio de la República, de las garantías concedidas a los nacionales, salvo las limitaciones que establezcan la Constitución o la ley.




    Los derechos políticos se reservan a los nacionales, pero la ley podrá conceder a los extranjeros residentes en Colombia el derecho al voto en las elecciones y consultas populares de carácter municipal o distrital.




    Código de Régimen Político y Municipal




    ART. 57.- Las leyes obligan a todos los habitantes del país, inclusive los extranjeros, sean domiciliados o transeúntes, salvo, respecto de éstos, los derechos concedidos por los tratados públicos.


  




  

    [image: Image] El Código de Régimen Político y Municipal correspondía a la Ley 4ª de 1913 y fue recogido en el Decreto 1333 de 1986, expedido en ejercicio de las facultades extraordinarias conferidas por la Ley 11 de ese mismo año. Sin embargo, las normas que no se refirieron exclusivamente a la organización y funcionamiento de la administración municipal, continuaron haciendo parte de los estatutos legales correspondientes. En consecuencia, se encuentran vigentes.


  




  SUJECIÓN A LEYES SOBRE ESTADO CIVIL


  Y RELACIONES DE FAMILIA




  ART. 19.- Los colombianos residentes o domiciliados en país extranjero permanecerán sujetos a las disposiciones de este Código y demás leyes nacionales que reglan los derechos y obligaciones civiles:




  1º En lo relativo al estado de las personas y su capacidad para efectuar ciertos actos que hayan de tener efecto en alguno de los Territorios administrados por el Gobierno general, o en asuntos de la competencia de la Unión;




  2º En las obligaciones y derechos que nacen de las relaciones de familia; pero sólo respecto de sus cónyuges y parientes en los casos indicados en el inciso anterior.




  (Ver Arts. 346 a 395; C.N., Art. 42)




  (Ver sentencias C.S. de J., Sala de Casación Civil marzo 7/1952, G.J., t. LXXI, pág. 361; y 080, noviembre 5 de 1996, Exp. 6130, M.P.: Carlos Esteban Jaramillo Schloss)




  SUJECIÓN AL CÓDIGO


  DE LOS BIENES TERRITORIALES




  ART. 20.- Los bienes situados en los Territorios, y aquellos que se encuentren en los Estados, en cuya propiedad tenga interés o derecho la Nación, están sujetos a las disposiciones de este Código, aun cuando sus dueños sean extranjeros y residan fuera de Colombia.




  Esta disposición se entenderá sin perjuicio de las estipulaciones contenidas en los contratos celebrados válidamente en país extraño.




  Pero los efectos de dichos contratos, para cumplirse en algún territorio, o en los casos que afecten a los derechos e intereses de la nación, se arreglarán a este Código y demás leyes civiles de la Unión.




  FORMA


  DE LOS INSTRUMENTOS PÚBLICOS




  ART. 21.- La forma de los instrumentos públicos se determina por la ley del país en que hayan sido otorgados. Su autenticidad se probará según las reglas establecidas en el Código Judicial de la Unión.




  La forma se refiere a las solemnidades externas, a la autenticidad, al hecho de haber sido realmente otorgados y autorizados por las personas y de la manera que en tales instrumentos se exprese.




  (Ver Arts. 1084 al 1086; C.R.P. y M., Art. 252; CGP, Arts. 243 y ss.)




  

    [image: Image] El Código Judicial de la Unión a que se refiere el artículo 21 del Código Civil, es hoy el Código de Procedimiento Civil.


  




  

    Código General del Proceso




    ART. 244.- Documento auténtico.




    Es auténtico un documento cuando existe certeza sobre la persona que lo ha elaborado, manuscrito, firmado, o cuando exista certeza respecto de la persona a quien se atribuya el documento.




    Los documentos públicos y los privados emanados de las partes o de terceros, en original o en copia, elaborados, firmados o manuscritos, y los que contengan la reproducción de la voz o de la imagen, se presumen auténticos, mientras no hayan sido tachados de falso o desconocidos, según el caso.




    También se presumirán auténticos los memoriales presentados para que formen parte del expediente, incluidas las demandas, sus contestaciones, los que impliquen disposición del derecho en litigio y los poderes en caso de sustitución.




    Así mismo se presumen auténticos todos los documentos que reúnan los requisitos para ser título ejecutivo.




    La parte que aporte al proceso un documento, en original o en copia, reconoce con ello su autenticidad y no podrá impugnarlo, excepto cuando al presentarlo alegue su falsedad. Los documentos en forma de mensaje de datos se presumen auténticos.




    Lo dispuesto en este artículo se aplica en todos los procesos y en todas las jurisdicciones.


  




  EXIGENCIA


  DE INSTRUMENTOS PÚBLICOS




  ART. 22.- En los casos en que los Códigos o las leyes de la Unión exigiesen instrumentos públicos para pruebas que han de rendirse y producir efecto en asuntos de la competencia de la Unión, no valdrán las escrituras privadas, cualquiera que sea la fuerza de éstas en el país en que hubieren sido otorgadas.




  (Ver L. 23/1992; CGP, Arts. 256 y ss.)




  SUBSISTENCIA


  DEL ESTADO CIVIL




  ART. 23.- El estado civil adquirido conforme a la ley vigente a la fecha de su constitución, subsistirá aunque esa ley pierda después su fuerza.




  (Ver L. 153/1887, Arts. 19, 20)




  ART. 24.- Derogado, Ley 57 de 1887, Art. 45.




  Capítulo 4º


  INTERPRETACIÓN DE LA LEY




  COMPETENCIA




  ART. 25.- La interpretación que se hace (con autoridad) para fijar el sentido de una ley oscura, de una manera general, (sólo) corresponde al legislador.




  (Ver L. 153/1887, Art. 10º; L. 169/1896, Art. 4º)




  (Ver sentencia C.S. de J., julio 14/1947, G.J., t. LXII, pág. 613; auto C. de E. marzo 22/1963, Anales, t. LXVI, pág. 225).




  

    [image: Image] El artículo 25 del Código Civil fue declarado condicionalmente exequible por la Corte Constitucional, mediante sentencia C-820, de 4 de octubre de 2006, M.P.: Marco Gerardo Monroy Cabra, ‘en el sentido de entender que la interpretación constitucional que de la ley oscura hace la Corte Constitucional, tiene carácter obligatorio y general’; y salvo los apartes que se encuentran entre paréntesis, que se declaran inexequibles.


  




  INTERPRETACIÓN POR VÍA DE DOCTRINA




  ART. 26.- Los jueces y los funcionarios públicos, en la aplicación de las leyes a los casos particulares y en los negocios administrativos, las interpretan por vía de doctrina, en busca de su verdadero sentido, así como los particulares emplean su propio criterio para acomodar las determinaciones generales de la ley a sus hechos e intereses peculiares.




  Las reglas que se fijan en los artículos siguientes deben servir para la interpretación por vía de doctrina.




  (Ver Art. 17)




  (Ver sentencia C.S. de J., octubre 28/1925, G.J., t. XXXII, pág. 73)




  INTERPRETACIÓN LITERAL




  ART. 27.- Cuando el sentido de la ley sea claro, no se desatenderá su tenor literal a pretexto de consultar su espíritu.




  Pero bien se puede, para interpretar una expresión oscura de la ley, recurrir a su intención o espíritu, claramente manifestados en ella misma o en la historia fidedigna de su establecimiento.




  

    [image: Image] El inciso primero del artículo 27 del Código Civil fue declarado exequible por la Corte Constitucional, mediante sentencia C-054, de 10 de febrero de 2016, M.P.: Luis Ernesto Vargas Silva. “Para la Sala, la interpretación gramatical que atiende la literalidad de un texto legal no resulta incompatible con la Constitución, en la medida que (…) la aplicación de dicha modalidad de interpretación en modo alguno puede ser comprendida como una licencia para dejar de aplicar los preceptos constitucionales, a partir del uso exclusivo de la norma de rango legal. Esta imposibilidad se infiere del mandato superior según el cual en caso de incompatibilidad entre la Constitución y la ley, se deben aplicar las disposiciones constitucionales, como lo ordena el artículo 4º de la Carta. (…) se encuentra que (…) la disposición legal acusada (…) no desconoce uno de los postulados axiales del Estado de Derecho, como lo es, el principio de la supremacía constitucional.”


  




  (Ver sentencias C. de E., octubre 16/1963, Anales, t. LXVII, pág. 542; y junio 20/1968, Anales, t. LXXIV, pág. 306).




  SENTIDO DE LAS PALABRAS COMUNES




  ART. 28.- Las palabras de la ley se entenderán en su sentido natural y obvio, según el uso general de las mismas palabras; pero cuando el legislador las haya definido expresamente para ciertas materias, se les dará en éstas su significado legal.




  (Ver Arts. 33 y ss.)




  SENTIDO DE LAS PALABRAS TÉCNICAS




  ART. 29.- Las palabras técnicas de toda ciencia o arte se tomarán en el sentido que les den los que profesan la misma ciencia o arte; a menos que aparezca claramente que se han tomado en sentido diverso.




  CONTEXTO, CORRESPONDENCIA Y ARMONÍA




  ART. 30.- El contexto de la ley servirá para ilustrar el sentido de cada una de sus partes, de manera que haya entre todas ellas la debida correspondencia y armonía.




  Los pasajes oscuros de una ley pueden ser ilustrados por medio de otras leyes, particularmente si versan sobre el mismo asunto.




  EXTENSIÓN DE LA LEY




  ART. 31.- Lo favorable u odioso de una disposición no se tomará en cuenta para ampliar o restringir su interpretación. La extensión que deba darse a toda ley se determinará por su genuino sentido, y según las reglas de interpretación precedentes.




  ESPÍRITU GENERAL DE LA LEGISLACIÓN




  ART. 32.- En los casos a que no pudieren aplicarse las reglas de interpretación anteriores, se interpretarán los pasajes oscuros o contradictorios del modo que más conforme parezca al espíritu general de la legislación y a la equidad natural.




  (Ver L. 153/1887, Arts. 5º, 48)




  Capítulo 5º


  DEFINICIÓN DE VARIAS PALABRAS DE USO FRECUENTE EN LAS LEYES




  RELACIONADAS CON LAS PERSONAS Y EL SEXO




  ART. 33.- La(s) palabra(s) (hombre), persona, (niño), (adulto), (y otras semejantes que) en su sentido general se aplica(n) a (individuos de) la especie humana, sin distinción de sexo, (se entenderá que comprenden ambos sexos en las disposiciones de las leyes, a menos que por la naturaleza de la disposición o el contexto se limiten manifiestamente a uno solo).




  (Por el contrario, las palabras mujer, niña, viuda, y otras semejantes que designan el sexo femenino, no se aplicarán a otro sexo, a menos que expresamente la (sic) extienda la ley a él).




  

    [image: Image] La Corte Constitucional, mediante sentencia C-804, del 26 de septiembre de 2006, Exp. D-6178, M.P.: Humberto Antonio Sierra Porto, declaró inexequible el artículo 33 del Código Civil, adoptado por la Ley 57 de 1887, salvo las expresiones “La palabra persona en su sentido general se aplica a la especie humana, sin distinción de sexo”, que se declaran exequibles. Los vocablos declarados inexequibles se encuentran entre paréntesis.




    Según esa Corporación, antes de formular el problema jurídico a examinar, la Corte consideró que era necesario integrar la unidad normativa del artículo 33 del Código Civil, del cual hacen parte las expresiones acusadas. En este caso –dice la Corte–, corresponde… verificar, si la definición legal de los vocablos “hombre”, “niño”, “adulto”, “individuo” y “otras semejantes”, como términos genéricos que abarcan a los dos sexos, “a menos que por la naturaleza de la disposición o el contexto se limite manifiestamente a uno solo”, se ajusta a la Constitución en su conjunto y en particular, a los principios y derechos consagrados en los artículos 1º (dignidad humana), 13 (derecho a la igualdad), 40 (garantía de participación de las mujeres en la elección, ejercicio y control del poder político), 43 (prohibición de discriminación de la mujer), así como a lo consagrado en los Pactos y Convenios Internacionales sobre los derechos de las mujeres, aprobados por el Congreso de la República y ratificados por el Gobierno Nacional.




    La Corte invocó las siguientes razones para adoptar esa decisión: “… el lenguaje como fenómeno social, cultural e institucional del primer orden, se proyecta de manera directa en el ámbito jurídico, en la medida en que el Derecho se manifiesta y expresa por medio de palabras. A su vez, el lenguaje jurídico refleja y contribuye a perpetuar formas de pensamiento. No obstante, ni el lenguaje ni la cultura permanecen estáticos sino que se transforman de manera profunda aunque a veces imperceptible con el paso del tiempo. Así, los cambios sociales pueden tener incidencia en los cambios del lenguaje y de los contenidos de las definiciones construidas a partir del mismo, también el lenguaje y la manera como sea utilizado para establecer contenidos, puede producir una variación en la percepción de los fenómenos sociales. En este sentido, resulta manifiesta la influencia que ejerce el lenguaje jurídico bien sea para mantener la condición de sujeción de la mujer, y su sometimiento a prácticas injustamente discriminatorias y por tanto, desconocedoras de sus derechos constitucionales fundamentales, o bien para transformar el estado de cosas imperante y lograr una igualdad real y efectiva entre varones y mujeres. En el caso concreto, la Corte advirtió que una lectura desprevenida de los vocablos empleados en la definición contenida en el artículo 33 del Código Civil podría conducir erróneamente a pensar que con lo allí determinado se estaba favoreciendo a las mujeres. Por el contrario, para la Corte, un examen del sentido y alcance de esta norma a la luz de las ideas y valores predominantes en el momento en que se adoptó el Código Civil a finales del siglo XIX, permite concluir que tal definición estuvo lejos del mandato vigente en nuestra Carta Política, de igual consideración y respeto para las mujeres. En esa medida, la definición contenida en el artículo 33 guarda estrecha relación con la concepción del género femenino que inspiraba toda la codificación y con el papel subordinado, dependiente e invisible que se asignaba a la mujer a lo largo de su articulado. Dado que los contenidos de las definiciones legales inciden en la manera como se perpetúan medidas, actuaciones y en general políticas discriminatorias frente a las mujeres, la Corte encuentra que la definición que se hace en el artículo 33 del Código Civil y el contraste que representa el concepto que se da de los vocablos hombre, niño, adulto e individuo, que cobija a ambos géneros, y los términos mujer, niña, viuda, que no tiene el mismo significado legal, contribuye a mantener la situación histórica de discriminación contra las mujeres. Pretender que se utilice como universal el vocablo hombre solo trae como consecuencia la exclusión de las mujeres, pues en su uso oficial solo se refiere a los varones. La Corte precisó que solo una definición cuyo contenido permita visualizar lo femenino, hacer visible a las mujeres, armoniza con la dignidad humana, la igualdad, el derecho a participar en el ejercicio del control político y acorde con la prohibición de discriminación. Por lo expuesto, el artículo 33 del Código Civil fue excluido del ordenamiento jurídico por contrariar los preceptos constitucionales, salvo en los apartes que resultan acordes con la dignidad, igualdad y derechos de las mujeres”.


  




  RELACIONADAS CON LA EDAD




  ART. 34.- Llámese infante o niño, todo el que no ha cumplido siete años; impúber el (varón) que no ha cumplido catorce años (y la mujer que no ha cumplido doce); adulto, el que ha dejado de ser impúber; mayor de edad, o simplemente mayor el que ha cumplido veintiún años, y menor de edad, o simplemente menor el que no ha llegado a cumplirlos.




  Las expresiones, mayor de edad o mayor empleadas en las leyes comprenden a los menores que han obtenido habilitación de edad, en todas las cosas y casos en que las leyes no hayan exceptuado expresamente a éstos.




  (Ver C. de la I. y la A., Art. 3º; L. 27/1977, Arts. 1º, 2º)




  

    [image: Image] 1. Las expresiones “varón”, así como “y la mujer que no ha cumplido doce”, contenidas en el inciso primero del artículo 34 del Código Civil, fueron declaradas inexequibles por la Corte Constitucional, mediante sent4encia C-534, de 24 de mayo de 2005, M.P.: Humberto Antonio Sierra Porto.




    2. Así mismo, la Corte Constitucional, mediante sentencia C-507, del 25 de mayo de 2004, M.P.: Manuel José Cepeda Espinosa, se había declarado inhibida de fallar sobre este artículo, por ineptitud de la demanda.




    3. A partir de la vigencia de la Ley 27 de 1977, la mayoría de edad es a los dieciocho años. La habilitación de edad no existe.




    4. El artículo 3º de la Ley 1098, de noviembre 8 de 2006, por el cual se expide el Código de la Infancia y la Adolescencia, establece que, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 34 del Código Civil, se entiende por niño o niña las personas entre los 0 y los 12 años, y por adolescente las personas entre 12 y 18 años de edad.




    5. El artículo 34 del Código Civil, fue parcialmente derogado por la Ley 1306 de 2009, artículo 119. Aparentemente, esa derogatoria se refiere a la edad de la mujer impúber, pero debe tenerse en cuenta que, antes de la entrada en vigencia de la mencionada Ley, ya la Corte Constitucional había declarado inexequible la expresión “y la mujer que no ha cumplido doce”, contenida en dicho artículo.


  




  

    Ley 27 de 1977




    ART. 1º.- Para todos los efectos legales, llámese mayor de edad, o simplemente mayor a quien ha cumplido diez y ocho años (18).


  




  (Ver C. de la I. y la A., Art. 3º)




  

    [image: Image] De acuerdo con el artículo 98 de la Constitución Política de Colombia, mientras la ley no decida otra edad, la ciudadanía se ejercerá a partir de los dieciocho años.


  




  (Ver L. 43/1993, Art. 2º)




  

    Ley 27 de 1977




    ART. 2º.- En todos los casos en que la Ley señale los 21 años como aptitud legal para ejecutar determinados actos jurídicos, o como condición para obtener la capacidad de ejercicio de los derechos civiles, se entenderá que se refiere a los mayores de 18 años.


  




  PARENTESCO


  DE CONSANGUINIDAD




  ART. 35.- Parentesco de consanguinidad es la relación o conexión que existe entre las personas que descienden de un mismo tronco o raíz o que están unidas por los vínculos de la sangre.




  CLASIFICACIÓN


  DEL PARENTESCO DE CONSANGUINIDAD




  ART. 36.- El parentesco de consanguinidad es legítimo o ilegítimo.




  (Ver C.C., Arts. 38, 39, 213 y ss.; L. 1060/2006, Art. 1º)




  

    [image: Image] La expresión “ilegítimo”, debe leerse como “extramarital”, según los criterios de la Ley 29 de 1982, en armonía con el artículo 1º de la Ley 1060 de 2006. Además, a juicio de la Corte Constitucional, al desaparecer las diferencias entre las tres clases de hijos, en cuanto a sus derechos y obligaciones, también desapareció la razón entre el parentesco legítimo y el ilegítimo. Sobre este asunto se pronunció la Corte al declarar inexequibles los artículos 39 y 48 del Código Civil, que regulaban el denominado parentesco ilegítimo, a través de la sentencia C-595, de 6 de noviembre de 1996, M.P.: Jorge Arango Mejía, eliminando toda posibilidad de trato discriminatorio, por el origen familiar.


  




  GRADOS


  DE CONSANGUINIDAD




  ART. 37.- Los grados de consanguinidad entre dos personas se cuentan por el número de generaciones. Así, el nieto está en segundo grado de consanguinidad con el abuelo, y dos primos hermanos en cuarto grado de consanguinidad entre sí.




  PARENTESCO


  LEGÍTIMO DE CONSANGUINIDAD




  ART. 38.- Parentesco legítimo de consanguinidad es aquel en que todas las generaciones de que resulta, han sido autorizadas por la ley; como el que existe entre dos primos hermanos, hijos legítimos de dos hermanos, que han sido también hijos legítimos del abuelo común.




  

    [image: Image] El artículo 38 del Código Civil fue declarado exequible por la Corte Constitucional, mediante sentencia C-595, de noviembre 6 de 1996, M.P.: Jorge Arango Mejía.


  




  ART. 39.- Inexequible, Corte Constitucional, sentencia C-595, noviembre 6 de 1996.




  

    [image: Image] “Expresamente se advierte que la declaración de inexequibilidad de los artículos 39 y 48 no implica la desaparición de la afinidad extramatrimonial, es decir, la originada en la unión permanente a que se refieren los artículos 126 y 179 de la Constitución, entre otros. Para todos los efectos legales, la afinidad extramatrimonial sigue existiendo”.


  




  EFECTOS


  CIVILES DE LA LEGITIMIDAD




  ART. 40.- La legitimidad conferida a los hijos por matrimonio posterior de los padres, produce los mismos efectos civiles que la legitimidad nativa. Así, dos primos hermanos, hijos legítimos de dos hermanos que fueron legitimados por el matrimonio de sus padres, se hallan entre sí en el cuarto grado de consanguinidad transversal legítima.




  (Ver C.C., Arts. 213 y ss., 245; L. 1060/2006, Art. 1º)




  LÍNEAS Y GRADOS DE PARENTESCO




  ART. 41.- En el parentesco de consanguinidad hay líneas y grados. Por línea se entiende la serie y orden de las personas que descienden de una raíz o tronco común.




  CLASES DE LÍNEAS




  ART. 42.- La línea se divide en directa o recta, y en colateral, transversal u oblicua, y la recta se subdivide en descendiente y ascendiente.




  Línea recta o directa es la que forman las personas que descienden unas de otras, o que sólo comprenden personas generantes y personas engendradas.




  LÍNEAS DESCENDIENTE Y ASCENDIENTE




  ART. 43.- Cuando en la línea recta se cuenta bajando del tronco a los otros miembros, se llama descendiente, por ejemplo: padre, hijo, nieto, biznieto, tataranieto, etc.; y cuando se cuenta subiendo de uno de los miembros al tronco, se llama ascendiente, por ejemplo: padre, hijo, abuelo, bisabuelo, tatarabuelo. etc.




  

    [image: Image] En la línea ascendiente, el artículo debería haber dicho hijo, padre, abuelo, etc.


  




  LÍNEA COLATERAL




  ART. 44.- Línea colateral, transversal u oblicua, es la que forman las personas que aunque no procedan las unas de las otras, sí descienden de un tronco común, por ejemplo: hermano y hermana, hijos del mismo padre o madre; sobrino y tío, que proceden del mismo tronco, el abuelo.




  LÍNEAS


  PATERNA Y MATERNA




  ART. 45.- Por línea paterna se entiende la que abraza los parientes por parte de padre; y por línea materna la que comprende los parientes por parte de madre.




  LÍNEA TRANSVERSAL




  ART. 46.- En la línea transversal se cuentan los grados por el número de generaciones desde el uno de los parientes hasta la raíz común, y desde éste hasta el otro pariente. Así dos hermanos están en segundo grado; el tío y el sobrino en tercero, etc.




  DE LA AFINIDAD LEGÍTIMA




  ART. 47.- Afinidad legítima es la que existe entre una persona que está o ha estado casada y los consanguíneos legítimos de su marido o mujer. La línea o grado de afinidad legítima de una persona con un consanguíneo de su marido o mujer, se califica por la línea o grado de consanguinidad legítima de dicho marido o mujer con el dicho consanguíneo. Así un varón está en primer grado de afinidad legítima, en la línea recta con los hijos habidos por su mujer en anterior matrimonio; en segundo grado de afinidad legítima, en la línea transversal, con los hermanos legítimos de su mujer.




  (Ver C.C., Arts. 35, 37, 41, 42, 49, 213; L. 1060/2006, Art. 1º)




  

    [image: Image] 1. El artículo 47 del Código Civil fue declarado exequible por la Corte Constitucional, mediante sentencia C-595, de noviembre 6 de 1996, M.P.: Jorge Arango Mejía.




    2. Según el artículo 1º de la Ley 1060 de 2006, el hijo concebido durante el matrimonio o durante la unión marital de hecho, tiene por padres a los cónyuges o compañeros permanentes, salvo que se pruebe lo contrario.




    3. La Corte Constitucional, mediante sentencia C-125, de 13 de marzo de 2013, M.P.: Alexei Julio Estrada, se declaró inhibida de fallar sobre la expresión ‘o ha estado’, por ineptitud de la demanda.


  




  DE LA AFINIDAD ILEGÍTIMA




  ART. 48.- Inexequible, Corte Constitucional, sentencia C-595, noviembre 6 de 1996.




  

    [image: Image] “Expresamente se advierte que la declaración de inexequibilidad de los artículos 39 y 48 no implica la desaparición de la afinidad extramatrimonial, es decir, la originada en la unión permanente a que se refieren los artículos 126 y 179 de la Constitución, entre otros. Para todos los efectos legales, la afinidad extramatrimonial sigue existiendo”.


  




  LÍNEAS Y GRADOS


  DE LA AFINIDAD ILEGÍTIMA




  ART. 49.- En la afinidad ilegítima se califican las líneas y grados de la misma manera que en la afinidad legítima.




  

    [image: Image] El artículo 49 del Código Civil debe leerse según los criterios de la Ley 29 de 1982 (Art. 1º), en armonía con el artículo 1º de la Ley 1060 de 2006. Además, a juicio de la Corte Constitucional, al desaparecer las diferencias entre las tres clases de hijos, en cuanto a sus derechos y obligaciones, también desapareció la razón entre el parentesco legítimo y el ilegítimo. Sobre este asunto se pronunció la Corte al declarar inexequibles los artículos 39 y 48 del Código Civil, que regulaban el denominado parentesco ilegítimo, a través de la sentencia C-595, de 6 de noviembre de 1996, M.P.: Jorge Arango Mejía, eliminando toda posibilidad de trato discriminatorio, por el origen familiar.


  




  PARENTESCO CIVIL




  ART. 50.- Parentesco civil es el que resulta de la adopción, mediante la cual la ley estima que el adoptante, su mujer y el adoptivo, se encuentran entre sí, respectivamente, en las relaciones de padre, de madre, de hijo. Este parentesco no pasa de las respectivas personas.




  (Ver C. de la I. y la A., Arts. 61 y ss.)




  

    [image: Image] Este artículo y el 279 del Código Civil, fueron modificados inicialmente por el artículo 100 del Decreto 2737 de 1989 que aprobó el Código del Menor, el cual dispuso que la adopción establece parentesco civil entre el adoptivo, el adoptante y los parientes consanguíneos o adoptivos de éste. La parte final del artículo 50 del Código Civil, que limitaba el parentesco civil a las respectivas personas del adoptante, su mujer y el adoptivo, ha sido derogada. En similar sentido, el artículo 64 de la Ley 1098, de 8 de noviembre de 2006, por la cual se expide el Código de la Infancia y la Adolescencia, dispone que la adopción establece parentesco civil entre el adoptivo y el adoptante, que se extiende a todas las líneas y grados a los consanguíneos, adoptivos o afines de estos. Dispone, además, que el adoptivo deja de pertenecer a su familia y se extingue todo parentesco de consanguinidad.


  




  ART. 51.- Derogado, Ley 57 de 1887, Art. 45.- Sustituido, Ley 57 de 1887, Art. 6º.- Derogado, Ley 1ª de 1976, Art. 31.-




  HIJOS EXTRAMARITALES




  ART. 52.- Subrogado, Ley 45 de 1936, Art. 1º.- El hijo nacido de padres que al tiempo de la concepción no estaban casados entre sí, es hijo natural, cuando ha sido reconocido o declarado tal con arreglo a lo dispuesto en la presente ley. También se tendrá esta calidad respecto de la madre soltera o viuda por el solo hecho del nacimiento.




  

    [image: Image] 1. Desde la expedición de la Ley 29 de 1982 (Art. 1º), los hijos son legítimos, extramatrimoniales y adoptivos y tienen iguales derechos y obligaciones. Sobre este asunto puede verse la sentencia C-047, de febrero 10 de 1994, de la Corte Constitucional, M.P.: Jorge Arango Mejía.




    2. Por medio de la Ley 1060, del 26 de julio de 2006, se modificaron las normas del Código Civil que regulan la impugnación de la paternidad y la maternidad. El artículo 1º de dicha Ley, modificó el artículo 213 del Código Civil, y dispuso que “el hijo concebido durante el matrimonio o durante la unión marital de hecho, tiene por padres a los cónyuges o compañeros permanentes, salvo que se pruebe lo contrario en un proceso de investigación o impugnación de paternidad”. En ese sentido, debe entenderse modificado el artículo 1º de la Ley 45 de 1936, dado que, según la norma transcrita, se presume la legitimidad del hijo nacido del matrimonio o de la unión marital de hecho, razón por la cual, respecto de este último, no se requerirá el reconocimiento o declaración de hijo extramatrimonial a los que se refiere el artículo 52 del Código Civil, tal como fue modificado por la mencionada Ley.


  




  PADRES LEGÍTIMOS Y EXTRAMARITALES




  ART. 53.- Las denominaciones de legítimos, ilegítimos y naturales que se dan a los hijos, se aplican correlativamente a sus padres.




  

    [image: Image] 1. Ténganse en cuenta las disposiciones contenidas en el artículo 1º de la Ley 29 de 1982, y los principios de igualdad consagrados en el artículo 42 de la Constitución Nacional. Donde la Ley dice “ilegítimos y naturales”, debe entenderse como padres “extramaritales”.




    2. Por medio de la Ley 1060, del 26 de julio de 2006, se modificaron las normas del Código Civil que regulan la impugnación de la paternidad y la maternidad. El artículo 1º de dicha Ley, modificó el artículo 213 del Código Civil, y dispuso que “el hijo concebido durante el matrimonio o durante la unión marital de hecho, tiene por padres a los cónyuges o compañeros permanentes, salvo que se pruebe lo contrario en un proceso de investigación o impugnación de paternidad”. En ese sentido, debe entenderse modificado el artículo 53 del Código Civil, respecto a las denominaciones que se les dan a los hijos, para aplicarlas correlativamente a los padres.


  




  CLASES DE HERMANOS




  ART. 54.- Los hermanos pueden serlo por parte de padre y de madre, y se llaman entonces hermanos carnales; o sólo por parte de padre, y se llaman entonces hermanos paternos; o sólo por parte de madre, y se llaman entonces hermanos maternos o uterinos.




  HERMANOS EXTRAMARITALES




  ART. 55.- Son entre sí hermanos naturales, los hijos naturales de un mismo padre o madre, y tendrán igual relación los hijos legítimos con los naturales del mismo padre o madre.




  (Ver C.N., Art. 42, L. 29/1982, Art. 1º)




  

    [image: Image] 1. De acuerdo con la Ley 29 de 1982, debe entenderse que la expresión “naturales” ha sido suplida por la de “extramaritales”.




    2. Por medio de la Ley 1060, del 26 de julio de 2006, se modificaron las normas del Código Civil que regulan la impugnación de la paternidad y la maternidad. El artículo 1º de dicha Ley, modificó el artículo 213 del Código Civil, y dispuso que “el hijo concebido durante el matrimonio o durante la unión marital de hecho, tiene por padres a los cónyuges o compañeros permanentes, salvo que se pruebe lo contrario en un proceso de investigación o impugnación de paternidad”. En ese sentido, debe entenderse que, después de la vigencia de la mencionada Ley, los hijos ilegítimos son, exclusivamente, los nacidos de una relación pasajera o transitoria, puesto que los habidos dentro del matrimonio, o de la unión marital de hecho, se presumen legítimos.


  




  ARTS. 56 a 59.- Derogados, Ley 45 de 1936, Art. 30.-




  ART. 60.- Derogado, Ley 57 de 1887, Art. 45.- Sustituido, Ley 57 de 1887, Art. 8º.- Derogado, Ley 45 de 1936, Art. 30.-




  ORDEN EN LA CITACIÓN DE PARIENTES




  ART. 61.- En los casos en que la ley dispone que se oiga a los parientes de una persona, se entenderá que debe oírse a las personas que van a expresarse y en el orden que sigue:




  1. Los descendientes (legítimos);




  2. Los ascendientes (legítimos), a falta de descendientes (legítimos);




  3. El padre y la madre naturales que hayan reconocido voluntariamente al hijo, o éste a falta de descendientes o ascendientes (legítimos);




  4. El padre y la madre adoptantes, o el hijo adoptivo, a falta de parientes de los números 1º, 2º, y 3º;




  5. Los colaterales legítimos hasta el sexto grado, a falta de parientes de los números 1º, 2º, 3º, y 4º;




  6. Los hermanos naturales, a falta de los parientes expresados en los números anteriores;




  7. Los afines legítimos que se hallen dentro del segundo grado, a falta de los consanguíneos anteriormente expresados.




  Si la persona fuere casada, se oirá también, en cualquiera de los casos de este artículo, a su cónyuge; y si alguno o algunos de los que deben oírse, no fueren mayores de edad o estuvieren sujetos a potestad ajena, se oirá en su representación a los respectivos guardadores, o a las personas bajo cuyo poder y dependencia estén constituidos.




  (Ver C.C., Arts. 213, 255, 311, 339 a 345, 441, 442, 453, 457, 462, 470, 526, 630; C. de la I. y la A., Arts. 56, 61 y ss.; L. 1060/2006, Art. 1º)




  (Ver sentencia Corte Constitucional, sentencia C-105, marzo 10/1994).




  

    [image: Image] Las expresiones “legítimos”, contenidas en los ordinales 1º, 2º y 3º del artículo 61 del C.C., que aparecen entre paréntesis, fueron declaradas inexequibles por la Corte Constitucional, en sentencia C-105, de marzo 10 de 1994.


  




  REPRESENTACIÓN DE LOS INCAPACES




  ART. 62.- Modificado, Decreto 2820 de 1974, Art. 1º.- El artículo 62 del Código Civil quedará así:




  Las personas incapaces de celebrar negocios serán representadas:




  1. Modificado, Decreto 772 de 1975, Art. 1º. El ordinal del artículo 62 del Código Civil quedará así:




  “Por los padres, quienes ejercerán conjuntamente la patria potestad sobre sus hijos menores de 21 años.




  “Si falta uno de los padres, la representación legal será ejercida por el otro.




  “(Cuando se trate de hijos extramatrimoniales), no tiene la patria potestad, ni puede ser nombrado guardador, el padre o la madre declarado tal en juicio contradictorio. Igualmente, podrá el juez, con conocimiento de causa y a petición de parte, conferir la patria potestad exclusivamente a uno de los padres, o poner bajo guarda al hijo, si lo considera más conveniente a los intereses de éste. La guarda pondrá fin a la patria potestad en los casos que el artículo 315 contempla como causales de emancipación judicial; en los demás casos la suspenderá”.




  En los anteriores términos se modifica el artículo 1º del Decreto 2820 de 1974.




  “2. Por el tutor o curador que ejerciere la guarda sobre menores de 21 años no sometidos a patria potestad y sobre los dementes, disipadores y sordomudos que no pudieren darse a entender (por escrito)”.




  (Ver C. de la I. y la A., Arts. 82 [12º]; L. 27/1977, Art. 2º)




  

    [image: Image] 1. La Ley 27 de 1977 estableció la mayoría de edad a los 18 años. En consecuencia, donde se habla de 21 años debe entenderse que se refiere a los 18 años. La habilitación de edad ya no existe.




    2. La expresión “Cuando se trate de hijos extramatrimoniales”, contenida en el artículo 1º del Decreto 772 de 1975, que modificó el artículo 62 del Código Civil, que se encuentra entre paréntesis, fue declarada exequible por la Corte Constitucional, mediante sentencia C-145, de 3 de marzo de 2010, M.P.: Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, “siempre que se entienda que, en los procesos de investigación de la paternidad o maternidad y de impugnación de la paternidad o maternidad, le corresponde al juez del proceso, en cada caso concreto, determinar a la luz del principio de interés superior del menor y de las circunstancias específicas en que se encuentre los padres, si resulta benéfico o no para el hijo que se prive de la patria potestad y del ejercicio de la guarda, al padre o madre que es declarado tal en juicio contradictorio, aplicando para el efecto el procedimiento previsto en el parágrafo 3º del artículo 8º de la Ley 721 de 2001”.




    3. La expresión “por escrito”, contenida en el numeral 2º del artículo 1º del Decreto 772 de 1975, fue declarada inexequible por la Corte Constitucional, mediante sentencia C-983, del 13 de noviembre de 2002, M.P.: Jaime Córdoba Triviño




    4. El término “dementes”, del numeral 2º del artículo 1º del Decreto 772 de 1975, debe ser sustituido por “persona con discapacidad mental”, según lo dispuesto por el artículo 2º de la Ley 1306 de 2009. La palabra “sordomudos” fue declarada exequible.


  




  CLASES DE CULPA




  ART. 63.- La ley distingue tres especies de culpa o descuido.




  Culpa grave, negligencia grave, culpa lata, es la que consiste en no manejar los negocios ajenos con aquel cuidado que aún las personas negligentes o de poca prudencia suelen emplear en sus negocios propios. Esta culpa en materias civiles equivale al dolo.




  Culpa leve, descuido leve, descuido ligero, es la falta de aquella diligencia y cuidado que los hombres emplean ordinariamente en sus negocios propios.




  Culpa o descuido, sin otra calificación, significa culpa o descuido leve. Esta especie de culpa se opone a la diligencia o cuidado ordinario o mediano. El que debe administrar un negocio como un buen padre de familia, es responsable de esta especie de culpa.




  Culpa o descuido levísimo es la falta de aquella esmerada diligencia que un hombre juicioso emplea en la administración de sus negocios importantes. Esta especie de culpa se opone a la suma diligencia o cuidado.




  El dolo consiste en la intención positiva de inferir injuria a la persona o propiedad de otro.




  (Ver Arts. 64, 1604; L. 95/1890, Art. 1º)




  (Ver sentencias C.S. de J., Sala de Casación Civil, abril 30/1941, G.J., t. LI, pág. 238; julio 31/1945, G.J., t. LIX, pág. 409; agosto 9/1949, G.J., t. LXVI, pág. 356; marzo 11/1952, G.J., t. LXXI, pág. 390; marzo 28/1957, G.J., t. LXXXIV, pág. 429; junio 2/1958, G.J., t. LXXXVIII, pág. 138)




  FUERZA MAYOR O CASO FORTUITO




  ART. 64.- Modificado, Ley 95 de 1890, Art. 1º.- Se llama fuerza mayor o caso fortuito, el imprevisto a que no es posible resistir, como un naufragio, un terremoto, el apresamiento de enemigos, los autos de autoridad ejercidos por un funcionario público, etc.




  (Ver Art. 1604)




  (Ver sentencias C.S. de J., Sala de Casación Civil, mayo 30/1891, G.J., t. V, pág. 124; marzo 18/1925, G.J., t. XXXI, pág. 186: julio 19/1927, G.J., t. XXXIV, pág. 180; julio 5/1935, G.J., t. XLII, pág. 53; septiembre 27/1946. G.J., t. LXI, pág. 576; noviembre 15 de 1951, G.J., t. LXX, pág. 781; febrero 27 de 1974; julio 26/2005, M.P.: Carlos Ignacio Jaramillo Jaramillo, Exp. 050013103011-1998 6569-02; auto de mayo 18 de 1948, G.J., t. LXIV, pág. 389).




  CAUCIÓN




  ART. 65.- Caución significa generalmente cualquiera obligación que se contrae para la seguridad de otra obligación propia o ajena. Son especies de caución, la fianza, la hipoteca y la prenda.




  (Ver Arts. 2361, 2432, 2409)




  

    Ley 1076 de 2013




    ART. 3º. CONCEPTO DE GARANTÍA MOBILIARIA Y ÁMBITO DE APLICACIÓN.- Las garantías mobiliarias a que se refiere esta ley se constituirán a través de contratos que tienen el carácter de principales o por disposición de la ley sobre uno o varios bienes en garantía específicos, sobre activos circulantes, o sobre la totalidad de los bienes en garantía del garante, ya sean estos presentes o futuros, corporales o incorporales, o sobre los bienes derivados o atribuibles de los bienes en garantía susceptibles de valoración pecuniaria al momento de la constitución o posteriormente, con el fin de garantizar una o varias obligaciones propias o ajenas, sean de dar, hacer o no hacer, presentes o futuras sin importar la forma de la operación o quien sea el titular de los bienes en garantía.




    Independientemente de su forma o nomenclatura, el concepto de garantía mobiliaria se refiere a toda operación que tenga como efecto garantizar una obligación con los bienes muebles del garante e incluye, entre otros, aquellos contratos, pactos o cláusulas utilizados para garantizar obligaciones respecto de bienes muebles, entre otros la venta con reserva de dominio, la prenda de establecimiento de comercio, las garantías y transferencias sobre cuentas por cobrar, incluyendo compras, cesiones en garantía, la consignación con fines de garantía y cualquier otra forma contemplada en la legislación con anterioridad a la presente ley.




    Cuando en otras disposiciones legales se haga referencia a las normas sobre prenda, prenda civil o comercial, con tenencia o sin tenencia, prenda de establecimiento de comercio, prenda de acciones, anticresis, bonos de prenda, prenda agraria, prenda minera, prenda del derecho a explorar y explotar, volumen aprovechable o vuelo forestal, prenda de un crédito, prenda de marcas, patentes u otros derechos de análoga naturaleza, derecho de retención, y a otras similares, dichas figuras se considerarán garantías mobiliarias y se aplicará lo previsto por la presente ley.




    PAR.- Al contrato de fiducia en garantía se aplicará lo dispuesto en la presente ley en lo referente al registro, la oponibilidad y la restitución de la tenencia del bien objeto de comodato precario. El registro establecido en esta ley tendrá para el contrato de Fiducia Mercantil con fines de garantía los efectos previstos en el parágrafo del artículo 55 de la Ley 1116 de 2006.


  




  PRESUNCIÓN




  ART. 66.- Se dice presumirse el hecho que se deduce de ciertos antecedentes o circunstancias conocidas.




  Si estos antecedentes o circunstancias que dan motivo a la presunción son determinados por la ley, la presunción se llama legal.




  Se permitirá probar la no existencia del hecho que legalmente se presume, aunque sean ciertos los antecedentes o circunstancias de que lo infiere la ley, a menos que la ley misma rechace expresamente esta prueba, supuestos los antecedentes o circunstancias.




  Si una cosa, según la expresión de la ley, se presume de derecho, se entiende que es inadmisible la prueba contraria, supuestos los antecedentes o circunstancias.




  (Ver Arts. 79, 80, 82, 92, 214, 672, 768, 1682)




  (Ver sentencias C.S. de J., Sala de Casación Civil, julio 30 de 1939, G.J., t. XLVIII, pág. 312, y de julio 22 de 1943; febrero 16/1994, Exp. 4109, M.P.: Carlos Esteban Jaramillo Schloss)




  TERMINACIÓN DE LOS PLAZOS




  ART. 67.- Inc. 1º.- Modificado, C.R.P. y M., Art. 59.- “Todos los plazos de días, meses o años, de que se haga mención legal, se entenderá que terminan a la media noche del último día del plazo. Por año y por mes se entienden los del calendario común, y por día el espacio de veinticuatro horas; pero en la ejecución de las penas se estará a lo que disponga la ley penal”.




  Inc. 2º.- El primero y el último día de un plazo de meses o años deberán tener un mismo número en los respectivos meses. El plazo de un mes podrá ser, por consiguiente, de 28, 29, 30 o 31 días, y el plazo de un año de 365 o 366 días, según los casos.




  Si el mes en que ha de principiar un plazo de meses o años constare de más días que el mes en que ha de terminar el plazo, y si el plazo corriere desde alguno de los días en que el primero de dichos meses excede al segundo, el último día del plazo será el último día de este segundo mes.




  Se aplicarán estas reglas a las prescripciones, a las calificaciones de edad y en general a cualesquiera plazos o términos prescritos en las leyes o en los actos de las autoridades nacionales, salvo que en las mismas leyes o actos se disponga expresamente otra cosa.




  (Ver Arts. 68, 70, 1138, 1551, 1555)




  (Ver sentencias C.S. de J., Sala de Casación Civil mayo 15/1934, G.J., t. XLI (bis), pág. 19; y septiembre 29/2005, M.P.: César Julio Valencia Copete, Exp. 7892)




  EJECUCIÓN EN O DENTRO DE CIERTO PLAZO




  ART. 68.- Modificado, C.R.P. y M., Art. 60.- Cuando se dice que un acto debe ejecutarse en o dentro de cierto plazo, se entenderá que vale si se ejecuta antes de la media noche en que termina el último día del plazo. Cuando se exige que haya transcurrido un espacio de tiempo para que nazcan o expiren ciertos derechos, se entenderá que estos derechos nacen o expiran a la media noche del día en que termine el respectivo espacio de tiempo.




  Si la computación se hace por horas, la expresión ‘dentro de tantas horas’, u otra semejante, designa un tiempo que se extiende hasta el último minuto de la última hora, inclusive; y la expresión ‘después de tantas horas’, u otra semejante, designa un tiempo que principia en el primer minuto de la hora que sigue a la última del plazo.




  

    Código de Régimen Político y Municipal




    ART. 61.- Cuando se dice que una cosa debe observarse desde tal día, se entiende que ha de observarse desde el momento siguiente a la media noche del día anterior; y cuando se dice que debe observarse hasta tal día, se entiende que ha de observarse hasta la media noche de dicho día.


  




  

    [image: Image] El Código de Régimen Político y Municipal correspondía a la Ley 4ª de 1913 y fue recogido en el Decreto 1333 de 1986, expedido en ejercicio de las facultades extraordinarias conferidas por la Ley 11 de ese mismo año. Sin embargo, las normas que no se refieran exclusivamente a la organización y funcionamiento de la administración municipal, continuarán haciendo parte de los estatutos legales correspondientes. En consecuencia, se encuentran vigentes.


  




  MEDIDAS


  DE EXTENSIÓN, PESO, PESAS Y MONEDAS




  ART. 69.- Las medidas de extensión, peso, las pesas y las monedas de que se haga mención en las leyes, en los decretos del Poder Ejecutivo y en las sentencias de la Corte Suprema y de los Juzgados nacionales, se entenderán siempre según las definiciones del Código Administrativo y el Fiscal de la Unión.




  SUPRESIÓN DE FERIADOS Y VACANTES




  ART. 70.- Subrogado, C.R.P. y M., Art. 62.- En los plazos de días que se señalen en las leyes y actos oficiales, se entienden suprimidos los feriados y de vacantes, a menos de expresarse lo contrario. Los de meses y años se computan según el calendario; pero si el último día fuere feriado o de vacante, se extenderá el plazo hasta el primer día hábil.




  (Ver Arts. 68, 1138, 1551, 1555; L. 51/1983, Art. 1º)




  (Ver auto C.S. de J., Sala de Casación Civil, mayo 26/1931, G.J., t. XXXIX, pág. 42).




  

    [image: Image] El Código de Régimen Político y Municipal correspondía a la Ley 4ª de 1913 y fue recogido en el Decreto 1333 de 1986, expedido en ejercicio de las facultades extraordinarias conferidas por la Ley 11 de ese mismo año. Sin embargo, las normas que no se refieran exclusivamente a la organización y funcionamiento de la administración municipal, continuarán haciendo parte de los estatutos legales correspondientes. En consecuencia, se encuentran vigentes.


  




  

    Código General del Proceso




    ART. 117.- PERENTORIEDAD DE LOS TÉRMINOS Y OPORTUNIDADES PROCESALES.- Los términos señalados en este código para la realización de los actos procesales de las partes y los auxiliares de la justicia, son perentorios e improrrogables, salvo disposición en contrario.




    El juez cumplirá estrictamente los términos señalados en este código para la realización de sus actos. La inobservancia de los términos tendrá los efectos previstos en este código, sin perjuicio de las demás consecuencias a que haya lugar.




    A falta de término legal para un acto, el juez señalará el que estime necesario para su realización de acuerdo con las circunstancias, y podrá prorrogarlo por una sola vez, siempre que considere justa la causa invocada y la solicitud se formule antes del vencimiento.




    Código General del Proceso




    ART. 118. CÓMPUTO DE TÉRMINOS.- El término que se conceda en audiencia a quienes estaban obligados a concurrir a ella correrá a partir de su otorgamiento. En caso contrario, correrá a partir del día siguiente al de la notificación de la providencia que lo concedió.




    El término que se conceda fuera de audiencia correrá a partir del día siguiente al de la notificación de la providencia que lo concedió.




    Si el término fuere común a varias partes comenzará a correr a partir del día siguiente al de la notificación a todas.




    Cuando se interpongan recursos contra la providencia que concede el término, o del auto a partir de cuya notificación debe correr un término por ministerio de la ley, este se interrumpirá y comenzará a correr a partir del día siguiente al de la notificación del auto que resuelva el recurso.




    Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, mientras esté corriendo un término, no podrá ingresar el expediente al despacho, salvo que se trate de peticiones relacionadas con el mismo término o que requieran trámite urgente, previa consulta verbal del secretario con el juez, de la cual dejará constancia. En estos casos, el término se suspenderá y se reanudará a partir del día siguiente al de la notificación de la providencia que se profiera.




    Mientras el expediente esté al despacho no correrán los términos, sin perjuicio de que se practiquen pruebas y diligencias decretadas por autos que no estén pendientes de la decisión del recurso de reposición. Los términos se reanudarán el día siguiente al de la notificación de la providencia que se profiera, o a partir del tercer día siguiente al de su fecha si fuera de cúmplase.




    Cuando el término sea de meses o de años, su vencimiento tendrá lugar el mismo día que empezó a correr del correspondiente mes o año. Si este no tiene ese día, el término vencerá el último día del respectivo mes o año. Si su vencimiento ocurre en día inhábil se extenderá hasta el primer día hábil siguiente.




    En los términos de días no se tomarán en cuenta los de vacancia judicial ni aquellos en que por cualquier circunstancia permanezca cerrado el juzgado.


  




  Capítulo 6º


  DEROGACIÓN DE LAS LEYES




  CLASES DE DEROGACIÓN




  ART. 71.- La derogación de las leyes podrá ser expresa o tácita.




  Es expresa, cuando la nueva ley dice expresamente que deroga la antigua.




  Es tácita, cuando la nueva ley contiene disposiciones que no pueden conciliarse con las de la ley anterior.




  La derogación de una ley puede ser total o parcial.




  (Ver L. 153/1887, Arts. 3º y 14)




  (Ver sentencia C.S. de J., marzo 28/1984)




  

    [image: Image] Los artículos 71 y 72 del Código Civil fueron declarados exequibles por la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-159 de febrero 24 de 2004, M.P. Alfredo Beltrán Sierra.


  




  VIGENCIA LEYES ANTERIORES




  ART. 72.- La derogación tácita deja vigente en las leyes anteriores, aunque versen sobre la misma materia, todo aquello que no pugna con las disposiciones de la nueva ley.




  (Ver L. 153/1887, Arts. 3º y 14)




  

    [image: Image] Los artículos 71 y 72 del Código Civil fueron declarados exequibles por la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-159, de febrero 24/2004, M.P.: Alfredo Beltrán Sierra.


  




  LIBRO PRIMERO


  DE LAS PERSONAS




  TÍTULO I


  DE LAS PERSONAS EN CUANTO A SU NACIONALIDAD Y DOMICILIO




  
Capítulo 1º


  DIVISIÓN DE LAS PERSONAS





  CLASIFICACIÓN DE LAS PERSONAS




  ART. 73.- Las personas son naturales o jurídicas.




  De la personalidad jurídica y de las reglas especiales relativas a ella se trata en el título final de este libro.




  (Ver Arts. 633 y ss.; C.N., Arts. 14, 44)




  (Ver sentencias Corte Constitucional C-109, marzo 15 de 1995, M.P.: Alejandro Martínez Caballero; C-230 de 1995; C-004 de 1998, M.P.: Jorge Arango Mejía; T-183 de 2001, M.P.: Alfredo Beltrán Sierra; T-641 de 2001, M.P.: Jaime Córdoba Triviño; T-979 de 2001, M.P.: Jaime Córdoba Triviño; T-1342 de 2001, M.P. Álvaro Tafur Galvis; T-910 de 2002, M.P.: Eduardo Montealegre Lynett; T-997 de 2003, M.P.: Clara Inés Vargas Hernández; T-411 de 2004, M.P.: Jaime Araujo Rentería; T-609 de 2004, M.P.: Clara Inés Vargas Hernández; T-1226, diciembre 7 de 2004, M.P.: Manuel José Cepeda Espinosa)




  PERSONA NATURAL




  ART. 74.- Son personas todos los individuos de la especie humana, cualquiera que sea su edad, sexo, estirpe o condición.




  (Ver Arts. 74, 633; D.U.DD.HH., Art. 6º; Ley 74/1968, Art. 16; Ley 16/1972, Art. 3º; C.N., Arts. 14, 85, 120)




  

    Constitución Nacional




    ART. 96.- Modificado, Acto Legislativo 01 de 2002, Art. 1º.- Son nacionales colombianos:




    1. Por nacimiento:




    a) Los naturales de Colombia, con una de dos condiciones: que el padre o la madre hayan sido naturales o nacionales colombianos o que, siendo hijos de extranjeros, alguno de sus padres estuviere domiciliado en la República en el momento del nacimiento.




    b) Los hijos de padre o madre colombianos que hubieren nacido en tierra extranjera y luego se domiciliaren en territorio colombiano o registraren en una oficina consular de la República.




    2. Por adopción:




    a) Los extranjeros que soliciten y obtengan carta de naturalización, de acuerdo con la ley, la cual establecerá los casos en los cuales se pierde la nacionalidad colombiana por adopción.




    b) Los latinoamericanos y del Caribe por nacimiento domiciliados en Colombia, que con autorización del Gobierno y de acuerdo con la ley y el principio de reciprocidad, pidan ser inscritos como colombianos, ante la municipalidad donde se establecieren, y




    c) Los miembros de pueblos indígenas que comparten territorios fronterizos, con aplicación del principio de reciprocidad según tratados públicos.




    Ningún colombiano por nacimiento podrá ser privado de su nacionalidad. La calidad de nacional colombiano no se pierde por el hecho de adquirir otra nacionalidad. Los nacionales por adopción no estarán obligados a renunciar a su nacionalidad de origen o adopción.




    Quienes hayan renunciado a la nacionalidad colombiana podrán recobrarla con arreglo a la ley.


  




  (Ver L. 16/1972, Art. 20; L. 43/1993)




  

    Constitución Nacional




    ART. 98.- La ciudadanía se pierde de hecho cuando se ha renunciado a la nacionalidad, y su ejercicio se puede suspender en virtud de decisión judicial en los casos que determine la ley.




    Quienes hayan sido suspendidos en el ejercicio de la ciudadanía, podrán solicitar su rehabilitación.




    PAR.- Mientras la ley no decida otra edad, la ciudadanía se ejercerá a partir de los dieciocho años.




    Constitución Nacional




    ART. 99.- La calidad de ciudadano en ejercicio es condición previa e indispensable para ejercer el derecho de sufragio, para ser elegido y para desempeñar cargos públicos que lleven anexa autoridad o jurisdicción.


  




  (Ver C.N., Art. 100)




  DIVISIÓN DE LAS PERSONAS




  ART. 75.- Las personas se dividen, además, en domiciliadas y transeúntes.




  (Ver Arts. 127-9º y 1068-10º)




  (Ver sentencia C.S. de J., diciembre 9/1975, G.J., t. CLI, pág. 318).




  
Capítulo 2º


  DEL DOMICILIO EN CUANTO DEPENDE DE LA RESIDENCIA Y DEL ÁNIMO DE PERMANECER EN ELLA





  CONCEPTO DE DOMICILIO




  ART. 76.- El domicilio consiste en la residencia acompañada, real o presuntivamente, del ánimo de permanecer en ella.




  (Ver sentencias C.S. de J., Sala de Casación Civil, agosto 31/1936, G.J., t. XLIV, pág. 127, corregida por la misma Corte en providencia de julio 26 de 1982; julio 26/1982, G.J., t. CLXV, pág. 131; auto 240, septiembre 5 de 1997, Exp. 6793, M.P.: Pedro Lafont Pianetta, G.J., t. CCXLIX, No. 2488, Vol. I, pág. 471; y sentencia Corte Constitucional C-112, de febrero 9 de 2000, M.P.: Alejandro Martínez Caballero)




  DOMICILIO CIVIL




  ART. 77.- El domicilio civil es relativo a una parte determinada de un lugar de la Unión o de un territorio.




  DE LA DETERMINACIÓN DEL DOMICILIO CIVIL




  ART. 78.- El lugar donde un individuo está de asiento, o donde ejerce habitualmente su profesión u oficio, determina su domicilio civil o vecindad.




  CASOS


  EN QUE NO SE PRESUME EL DOMICILIO




  ART. 79.- No se presume el ánimo de permanecer, ni se adquiere consiguientemente domicilio civil en un lugar, por el solo hecho de habitar un individuo por algún tiempo casa propia o ajena en él, si tiene en otra parte su hogar doméstico, o por otras circunstancias aparece que la residencia es accidental, como la del viajero, o la del que ejerce una comisión temporal, o la del que se ocupa en algún tráfico ambulante.




  (Ver Art. 66)




  (Ver auto C.S. de J., Sala de Casación Civil, agosto 30/1950, G.J., t. LXII, pág. 887)




  CASOS EN QUE SE PRESUME EL DOMICILIO




  ART. 80.- Al contrario, se presume desde luego el ánimo de permanecer y avecindarse en un lugar, por el hecho de abrir en él tienda, botica, fábrica, taller, posada, escuela u otro establecimiento durable, para administrarlo en persona; por el hecho de aceptar en dicho lugar un empleo fijo de los que regularmente se confieren por largo tiempo; y por otras circunstancias análogas.




  INMUTABILIDAD DEL DOMICILIO


  POR RESIDENCIA EN OTRO LUGAR




  ART. 81.- El domicilio civil no se muda por el hecho de residir el individuo largo tiempo en otra parte, voluntaria o forzadamente, conservando su familia y el asiento principal de sus negocios en el domicilio anterior.




  Así, confinado por decreto judicial a un paraje determinado, (o desterrado de la misma manera fuera del territorio nacional), retendrá el domicilio anterior, mientras conserve en él su familia y el principal asiento de sus negocios.




  (Ver C.N., Art. 34)




  (Ver sentencia C.S. de J., Sala de Casación Civil, junio 5/1941, G.J., t. LI, pág. 544; auto junio 30/1946, G.J., t. LXIII, pág. 462)




  

    [image: Image] La Corte Constitucional, mediante sentencia C-631, del 3 de septiembre de 2014, M.P.: Mauricio González Cuervo, se declaró inhibida de fallar sobre el inciso segundo del artículo 81 del Código Civil, por ineptitud sustancial de la demanda en relación con la expresión “confinado por decreto judicial a un paraje determinado”; y en virtud de su derogatoria por la Constitución de 1991 en relación con la expresión “o desterrado de la misma manera fuera del territorio nacional”.


  




  

    Código Penal




    ART. 38.- La ejecución de la pena privativa de la libertad se cumplirá en el lugar de residencia o morada del sentenciado, o en su defecto en el que el juez determine, excepto en los casos en que el sentenciado pertenezca al grupo familiar de la víctima, siempre que concurran los siguientes presupuestos:




    1. Que la sentencia se imponga por conducta punible cuya pena mínima prevista en la ley sea de cinco (5) años de prisión o menos.




    2. Que el desempeño personal, laboral, familiar o social del sentenciado permita al juez decidir seria, fundada y motivadamente que no colocará en peligro a la comunidad y que no evadirá el cumplimiento de la pena.




    3. Que se garantice mediante caución el cumplimiento de las siguientes obligaciones:




    1) Cuando sea del caso, solicitar al funcionario judicial autorización para cambiar de residencia.




    2) Observar buena conducta.




    3) Reparar los daños ocasionados con el delito, salvo cuando se demuestre que está en incapacidad material de hacerlo.




    4) Comparecer personalmente ante la autoridad judicial que vigile el cumplimiento de la pena cuando fuere requerido para ello.




    5) Permitir la entrada a la residencia a los servidores públicos encargados de realizar la vigilancia del cumplimiento de la reclusión y cumplir las demás condiciones de seguridad impuestas en la sentencia por el funcionario judicial encargado de la vigilancia de la pena y la reglamentación del INPEC.




    El control sobre esta medida sustitutiva será ejercido por el Juez o Tribunal que conozca del asunto o vigile la ejecución de la sentencia, con apoyo en el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, organismo que adoptará, entre otros, un sistema de visitas periódicas a la residencia del penado para verificar el cumplimiento de la pena, de lo cual informará al despacho judicial respectivo.




    Cuando se incumplan las obligaciones contraídas, se evada o incumpla la reclusión, o fundadamente aparezca que continúa desarrollando actividades delictivas, se hará efectiva la pena de prisión.




    Transcurrido el término privativo de la libertad contemplado en la sentencia, se declarará extinguida la sanción.




    PAR.- Adicionado, Ley 1453 de 2011, Art. 2º.- El Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, suministrará la información de las personas cobijadas con esta medida a la Policía Nacional, mediante un Sistema único de información de conformidad con los parámetros que para tal efecto establezca el Ministerio del Interior y de Justicia en coordinación con estas entidades, dentro de los seis (6) meses siguientes a la expedición de esta ley.




    [image: Image] El inciso primero del artículo 38 del Código Penal fue declarado exequible por la Corte Constitucional mediante sentencia C-581, del 6 de junio de 2001, M.P.: Jaime Araujo Rentería, por los cargos analizados en dicha sentencia.




    Código Penal




    ART. 43.- Las penas privativas de otros derechos. Son penas privativas de otros derechos: (…)




    7. La privación del derecho a residir en determinados lugares o de acudir a ellos. (…)




    9. La expulsión del territorio nacional para los extranjeros.




    [image: Image] 1. El numeral 7º del artículo 43 del Código Penal fue declarado exequible por la Corte Constitucional, mediante sentencia C-042, del 27 de enero de 2004, M.P.: Marco Gerardo Monroy Cabra.




    2. En Colombia, según el artículo 34 de la Constitución Nacional, están prohibidas las penas de destierro, prisión perpetua y confiscación.


  




  PRESUNCIÓN


  DEL DOMICILIO POR ÁNIMO DE VECINDAD




  ART. 82.- Presúmese también el domicilio, de la manifestación que se haga ante el respectivo prefecto o corregidor, del ánimo de avecindarse en un determinado distrito.




  (Ver sentencia C.S. de J., julio 26/1982. G.J., t. CLXV, pág. 134).




  

    Decreto 1260 de 1970




    ART. 25.- La manifestación del ánimo de avecindamiento que se haga ante el alcalde municipal, de conformidad con el artículo 82 del Código Civil, deberá indicar el código del folio del registro de nacimiento, y ser comunicada por ese funcionario a aquél que guarda dicho folio y a la oficina central del registro del estado civil, con indicación del nombre del declarante, su identidad, el número del folio de registro y la fecha de su pronunciamiento.


  




  PLURALIDAD DE DOMICILIOS




  ART. 83.- Cuando ocurran en varias secciones territoriales, con respecto a un mismo individuo, circunstancias constitutivas de domicilio civil, se entenderá que en todas ellas lo tiene; pero si se trata de cosas que dicen relación especial a una de dichas secciones exclusivamente, ella sola será para tales casos el domicilio civil del individuo.




  LA RESIDENCIA COMO DOMICILIO




  ART. 84.- La mera residencia hará las veces de domicilio civil respecto de las personas que no tuvieron domicilio civil en otra parte.




  (Ver sentencia C.S. de J., Sala de Casación Civil, sentencia diciembre 9/1975)




  DOMICILIO ESPECIAL CONTRACTUAL




  ART. 85.- Se podrá en un contrato establecer, de común acuerdo, un domicilio civil especial para los actos judiciales o extrajudiciales a que diere lugar el mismo contrato.




  (Ver Arts. 76 al 78, 83, 1645 al 1647; C. de P.C., Art. 23-5º)




  

    [image: Image] La estipulación de domicilio contractual para los actos judiciales se tiene por no escrita, conforme al artículo 23-5º del C. de P.C.


  




  DOMICILIO DE PERSONAS JURÍDICAS




  ART. 86.- El domicilio de los establecimientos, corporaciones, y asociaciones reconocidas por la ley, es el lugar donde está situada su administración o dirección, salvo lo que dispusieren sus estatutos o leyes especiales.




  (Ver Art. 633; C. de P.C., Art. 23-7º; D.E. 2651/1995, Art. 46)




  (Ver sentencia C.S. de J., Sala de Casación Civil, julio 26/1982, G.J., t. CLXV, pág. 135)




  
Capítulo 3º


  DEL DOMICILIO EN CUANTO DEPENDE DE LA CONDICIÓN O ESTADO CIVIL DE LA PERSONA





  ART. 87.- Derogado, Decreto 2820 de 1974, Art. 70.-




  DOMICILIO DE LOS INCAPACES




  ART. 88.- El que vive bajo patria potestad sigue el domicilio paterno, y el que se halla bajo tutela o curaduría, el de su tutor o curador.




  (Ver Arts. 288 y ss., 1504; L. 1306/2009)




  (Ver sentencia C.S. de J., sentencia julio 26/1982. G.J., t. CLXV, pág. 134)




  

    [image: Image] El artículo anterior fue modificado por el artículo 24 del Decreto 2820 de 1974, pues la patria potestad corresponde a ambos padres, conjuntamente.


  




  DOMICILIO DE CRIADOS Y DEPENDIENTES




  ART. 89.- Inexequible, Corte Constitucional, sentencia C-379, julio 27 de 1998.




  TÍTULO II


  DEL PRINCIPIO Y FIN DE LA EXISTENCIA DE LAS PERSONAS




  
Capítulo 1º


  DEL PRINCIPIO DE LA EXISTENCIA DE LAS PERSONAS





  DEFINICIÓN




  ART. 90.- La existencia legal de toda persona principia al nacer, esto es, al separarse completamente de su madre.




  La criatura que muere en el vientre materno, o que perece antes de estar completamente separada de su madre, o que no haya sobrevivido a la separación un momento siquiera, se reputará no haber existido jamás.




  (Ver sentencia Corte Constitucional C-591, diciembre 7/1995, M.P.: Jorge Arango Mejía)




  

    [image: Image] 1. El artículo 90 del Código Civil fue declarado exequible por la Corte Constitucional, mediante sentencia C-591, de diciembre 7 de 1995, M.P.: Jorge Arango Mejía.




    2. La expresión “principia al nacer”, contenida en el primer inciso del artículo 90 del Código Civil, fue declarada exequible por la Corte Constitucional, mediante sentencia C-327, de 22 de junio de 2016, M.P.: Gloria Stella Ortiz Delgado, por el cargo analizado.


  




  PROTECCIÓN DEL NO NACIDO




  ART. 91.- La ley protege la vida del que está por nacer. El juez, en consecuencia, tomará, a petición de cualquiera persona, o de oficio, las providencias que le parezcan convenientes para proteger la existencia del no nacido, siempre que crea que de algún modo peligra.




  (Ver D.U.DD.HH., Art. 3º; C.N., Art. 44; C. de la I. y la A., Arts. 17, 18; C.P., Arts. 118, 122, 123, 125)




  

    Código de la Infancia y la Adolescencia (Ley 1098 de 2006)




    Art. 17.- Derecho a la Vida y a la Calidad de Vida y a un Ambiente Sano. Los niños, las niñas y los adolescentes tienen derecho a la vida (...).




    [image: Image] 1. El artículo 91 del Código Civil fue declarado exequible por la Corte Constitucional, mediante sentencia C-591, de diciembre 7 de 1995, M.P.: Jorge Arango Mejía.




    2. Los artículos 118 y 122 del Código Penal se refieren al parto o aborto preterintencional, y al aborto, respectivamente. El 125 se refiere a las lesiones al feto.




    3. La Corte Constitucional, mediante sentencia C-355, del 10 de mayo de 2006, Exps. D-6122, D-6123 y D-6124, M.P.: Jaime Araujo Rentería y Clara Inés Vargas Hernández, declaró exequible el artículo 122 de la Ley 599 de 2000 (Código Penal), “... en el entendido que no se incurre en delito de aborto, cuando con la voluntad de la mujer, la interrupción del embarazo se produzca en los siguientes casos: (i) Cuando la continuación del embarazo constituya peligro para la vida o la salud de la mujer, certificada por un médico; (ii) Cuando exista grave malformación del feto que haga inviable su vida, certificada por un médico; y, (iii) Cuando el embarazo sea el resultado de una conducta, debidamente denunciada, constitutiva de acceso carnal o acto sexual sin consentimiento, abusivo o de inseminación artificial o transferencia de óvulo fecundado no consentidas, o de incesto”.




    4. La Corte Constitucional, mediante sentencia C-355, del 10 de mayo de 2006, Exps. D-6122, D-6123 y D-6124, M.P.: Jaime Araujo Rentería y Clara Inés Vargas Hernández, declaró inexequible la expresión “…o en mujer menor de catorce años…”, contenida en el artículo 123 de la Ley 599 de 2000 (Código Penal, el cual se refiere al aborto sin consentimiento.


  




  PRESUNCIÓN


  DE LA CONCEPCIÓN




  ART. 92.- De la época del nacimiento se colige la de la concepción, según la regla siguiente:




  Se presume (de derecho) que la concepción ha precedido al nacimiento no menos de ciento ochenta días cabales, y no más que trescientos, contados hacia atrás, desde la media noche en que principie el día del nacimiento.




  (Ver Arts. 66, 237)




  

    [image: Image] La expresión “de derecho” contenida en el inciso segundo del artículo 92 del Código Civil, que se encuentra entre paréntesis, fue declarada inexequible por la Corte Constitucional, mediante sentencia C-04, de 22 de enero de 1998, Exp. D-1722, M.P.: Jorge Arango Mejía.


  




  SUSPENSIÓN


  DE LOS DERECHOS DEL NO NACIDO




  ART. 93.- Los derechos que se diferirían a la criatura que está en el vientre materno, si hubiese nacido y viviese, estarán suspensos hasta que el nacimiento se efectúe. Y si el nacimiento constituye un principio de existencia, entrará el recién nacido en el goce de dichos derechos, como si hubiese existido al tiempo en que se defirieron. En el caso del inciso del artículo 90 pasarán estos derechos a otras personas, como si la criatura no hubiese existido jamás.




  

    [image: Image] El artículo 93 del Código Civil fue declarado exequible por la Corte Constitucional, mediante sentencia C-591, de diciembre 7 de 1995, M.P.: Jorge Arango Mejía.


  




  
Capítulo 2º


  DEL FIN DE LA EXISTENCIA DE LAS PERSONAS





  TERMINACIÓN DE LA EXISTENCIA DE LAS PERSONAS




  ART. 94.- Derogado, Ley 57 de 1887, Art. 45.- Sustituido, Ley 57 de 1887,




  Art. 9º.- La existencia de las personas termina con la muerte.




  

    Decreto 2363 de 1986




    ART. 9º.- Entiéndese por muerte cerebral el fenómeno biológico que se produce en una persona cuando de manera irreversible se presenta en ella ausencia de las funciones del tallo encefálico.




    Para los efectos del diagnóstico de muerte cerebral previo a cualquier procedimiento destinado a la utilización de órganos o componentes anatómicos para fines de trasplantes u otros usos terapéuticos, el médico deberá identificar la totalidad de los siguientes signos en tres oportunidades diferentes durante un lapso no inferior a doce (12) horas:




    a) Ausencia de respiración espontánea, y




    b) Ausencia de reflejos del tallo encefálico.




    PAR.- La comprobación de los signos a los cuales se refiere el presente artículo deberá hacerse teniendo en cuenta que en la persona no se presente alguna cualquiera de las siguientes condiciones:




    a) Alteraciones tóxicas y metabólicas reversibles, y




    b) Hipotermia inducida.


  




  PRESUNCIÓN


  DE MUERTE SIMULTÁNEA O CONMORIENCIA




  ART. 95.- Si por haber perecido dos o más personas en un mismo acontecimiento, como en un naufragio, incendio, ruina o batalla, o por otra causa cualquiera, no pudiere saberse el orden en que han ocurrido sus fallecimientos, se procederá en todos los casos como si dichas personas hubiesen perecido en un mismo momento y ninguna de ellas hubiese sobrevivido a las otras.




  (Ver Art. 1015)




  
Capítulo 3º


  DE LA PRESUNCIÓN DE MUERTE POR DESAPARECIMIENTO





  EL DESAPARECIMIENTO COMO MERA AUSENCIA




  ART. 96.- Cuando una persona desaparezca del lugar de su domicilio, ignorándose su paradero, se mirará el desaparecimiento como mera ausencia, y la representarán y cuidarán de sus intereses, sus apoderados o representantes legales.




  (Ver Art. 579, Decreto 3822/1985, arts. 1º y ss.; Decreto 2238/1995, Art. 24; C. de P.C., Arts. 656 y ss.)




  PRESUNCIÓN DE MUERTE DEL AUSENTE




  ART. 97.- Si pasaren dos años sin haberse tenido noticias del ausente, se presumirá haber muerto éste, si además se llenan las condiciones siguientes:




  1. La presunción de muerte debe declararse por el juez del último domicilio que el desaparecido haya tenido en el territorio de la Nación, justificándose previamente que se ignora el paradero del desaparecido, que se han hecho las posibles diligencias para averiguarlo, y que desde la fecha de las últimas noticias que se tuvieron de su existencia, han transcurrido, a lo menos, dos años;




  2. La declaratoria de que habla el artículo anterior no podrá hacerse sin que preceda la citación del desaparecido, por medio de edictos, publicados en el periódico oficial de la Nación, tres veces por lo menos, debiendo correr más de cuatro meses entre cada dos citaciones;




  3. La declaración podrá ser provocada por cualquier persona que tenga interés en ella; pero no podrá hacerse sino después de que hayan transcurrido cuatro meses, a lo menos, desde la última citación;




  4. Será oído, para proceder a la declaración y en todos los trámites judiciales posteriores, el defensor que se nombrará al ausente desde que se provoque tal declaración; y el juez, a petición del defensor, o de cualquiera persona que tenga interés en ello, o de oficio, podrá exigir, además de las pruebas que se le presentaren del desaparecimiento, si no las estimare satisfactorias, las otras, que según las circunstancias convengan;




  5. Todas las sentencias, tanto definitivas como interlocutorias, se publicarán en el periódico oficial;




  6. El juez fijará como día presuntivo de la muerte el último del primer bienio contado desde la fecha de las últimas noticias; y transcurridos dos años más desde la misma fecha, concederá la posesión provisoria de los bienes del desaparecido;




  7. Con todo, si después que una persona recibió una herida grave en la guerra, o naufragó la embarcación en que navegaba, o le sobrevino otro peligro semejante, no se ha sabido más de ella, y han transcurrido desde entonces cuatro años y practicándose la justificación y citaciones prevenidas en los números precedentes, fijará el juez como día presuntivo de la muerte el de la acción de guerra, naufragio o peligro; o no siendo determinado ese día, adoptará un término medio entre el principio y el fin de la época en que pudo ocurrir el suceso; y concederá inmediatamente la posesión definitiva de los bienes del desaparecido.




  (Ver Art. 579; Decreto 3822/1985 arts. 1º y ss.; C. de P.C., Arts. 656 y ss.)




  ARTS. 98 y 99.- Derogados, C. de P.C., Art. 698.




  HEREDEROS


  PRESUNTIVOS DEL DESAPARECIDO




  ART. 100.- Se entienden por herederos presuntivos del desaparecido los testamentarios o legítimos que lo eran a la fecha de la muerte presunta.




  El patrimonio en que se presume que suceden, comprenderá los bienes, derechos y acciones del desaparecido, cuales eran a la fecha de la muerte presunta.




  ARTS. 101 al 106.- Derogados, C. de P.C., Art. 698.




  (Ver Arts. 1008 y ss., 1037 y ss., 1155 y ss., 1240)




  PRUEBA DE LA MUERTE PRESUNTA




  ART. 107.- El que reclama un derecho para cuya existencia se suponga que el desaparecido ha muerto en la fecha de la muerte presunta, no estará obligado a probar que el desaparecido ha muerto verdaderamente en esa fecha; y mientras no se presente prueba en contrario, podrá usar de su derecho en los términos de los artículos precedentes.




  Y, por el contrario, todo el que reclama un derecho para cuya existencia se requiera que el desaparecido haya muerto, antes o después de esa fecha, estará obligado a probarlo; y sin esa prueba no podrá impedir que el derecho reclamado pase a otros, ni exigirles responsabilidad alguna.




  (Ver sentencia C.S. de J., Sala de Casación Civil, agosto 8/1963, G.J., t. CIII-CIV, pág. 90)




  RESCISIÓN


  EN CASO DE REAPARECIMIENTO




  ART. 108.- El decreto de posesión definitiva podrá rescindirse a favor del desaparecido si reapareciere, o de sus legitimarios habidos durante el desaparecimiento, o de su cónyuge, por matrimonio contraído en la misma época.




  (Ver C. de P.C., Art. 657)




  REGLAS PARA LA RESCISIÓN


  DEL DECRETO DE POSESIÓN




  ART. 109.- En la rescisión del decreto de posesión definitiva se observarán las reglas que siguen:




  1. El desaparecido podrá pedir la rescisión en cualquier tiempo que se presente, o que haga constar su existencia.




  2. Las demás personas no podrán pedirla, sino dentro de los respectivos plazos de prescripción contados desde la fecha de la verdadera muerte.




  3. Este beneficio aprovechará solamente a las personas que por sentencia judicial lo obtuvieren.




  4. En virtud de este beneficio se recobrarán los bienes en el estado en que se hallaren, subsistiendo las enajenaciones, las hipotecas y demás derechos reales, constituidos legalmente en ellos.




  5. Para toda restitución serán considerados los demandados como poseedores de buena fe, a menos de prueba contraria.




  6. El haber sabido y ocultado la verdadera muerte del desaparecido, o su existencia, constituye mala fe.




  

    [image: Image] El decreto de posesión definitiva a que se refiere la norma anterior, es lo que el Código General del Proceso (Art. 584) llama ahora la sentencia aprobatoria de la partición o adjudicación.


  




  
TÍTULO III


  DE LOS ESPONSALES





  DEFINICIÓN




  ART. 110.- Los esponsales o desposorios, o sea la promesa de matrimonio mutuamente aceptada, es un hecho privado que las leyes someten enteramente al honor y conciencia del individuo, y que no produce obligación alguna ante la ley civil.




  No se podrá alegar esta promesa ni para pedir que se lleve a efecto el matrimonio, ni para demandar indemnización de perjuicios.




  (Ver C. de D. C., Canon 1062; L. 75/1968, Art. 6º, ord.2º)




  INAPLICABILIDAD DE LA MULTA




  ART. 111.- Tampoco podrá pedirse la multa que por parte de uno de los esposos se hubiere estipulado a favor del otro para el caso de no cumplirse lo prometido.




  Pero si hubiere pagado la multa, no podrá pedirse su devolución.




  RESTITUCIÓN DE LAS COSAS DONADAS




  ART. 112.- Lo dicho no se opone a que se demande la restitución de las cosas donadas y entregadas bajo la condición de un matrimonio que no se ha efectuado.




  (Ver Arts. 1842, 1843)




  TÍTULO IV DEL MATRIMONIO




  DEFINICIÓN




  ART. 113.- El Matrimonio es un contrato solemne por el cual un hombre y una mujer se unen con el fin de vivir juntos, de procrear y de auxiliarse mutuamente.




  (Ver Arts. 1495, 1500; C.N., Arts. 5, 42)




  (Ver sentencias Corte Constitucional, C-577, de 16 de julio de 2011, M.P.: Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, Expedientes acumulados D-8367 y D-8376 y SU-214-16, de 28 de abril de 2016, M.P.: Alberto Rojas Ríos, Expediente T- 4.167.863 AC)




  

    [image: Image] 1. La Corte Constitucional, mediante sentencia C-577, del 16 de julio de 2011, M.P.: Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, Expedientes acumulados D-8367 y D-8376, declaró exequible, por los cargos analizados en esa sentencia, la expresión “un hombre y una mujer”, contenida en el artículo 113 del Código Civil; se declaró inhibida para pronunciarse de fondo respecto de la expresión “de procrear”, contenida en el artículo 113 del Código Civil, por ineptitud sustantiva de las demandas, así como respecto de la expresión “de un hombre y una mujer” contenida en los artículos 2º de la Ley 294 de 1996 y 2º de la Ley 1361 de 2009, por cuanto estas normas legales reproducen preceptos constitucionales; exhortó al Congreso de la República para que antes del 20 de junio de 2013 legisle, de manera sistemática y organizada, sobre los derechos de las parejas del mismo sexo con la finalidad de eliminar el déficit de protección que, según los términos de esta sentencia, afecta a las mencionadas parejas, advirtiendo que si el 20 de junio de 2013 el Congreso de la República no ha expedido la legislación correspondiente, las parejas del mismo sexo podrán acudir ante notario o juez competente a formalizar y solemnizar su vínculo contractual.




    2. La Corte Constitucional, mediante sentencia de unificación SU-214-16, de 28 de abril de 2016, M.P.: Alberto Rojas Ríos, Expediente T- 4.167.863 AC dispuso, entre otros asuntos, extender dicha providencia, con efectos inter pares, a todas las parejas del mismo sexo que, con posterioridad al veinte (20) de junio de 2013: (i) hayan acudido ante los jueces o notarios del país y se les haya negado la celebración de un matrimonio civil, debido a su orientación sexual; (ii) hayan celebrado un contrato para formalizar y solemnizar su vínculo, sin la denominación ni los efectos jurídicos de un matrimonio civil; (iii) habiendo celebrado un matrimonio civil, la Registraduría Nacional del Estado Civil se haya negado a inscribirlo y; (iv) en adelante, formalicen y solemnicen su vínculo mediante matrimonio civil, bien ante Jueces Civiles Municipales, ora ante Notarios Públicos, o ante los servidores públicos que llegaren a hacer sus veces; declarar que los matrimonios civiles celebrados entre parejas del mismo sexo, con posterioridad al veinte (20) de junio de 2013, gozan de plena validez jurídica; declarar que los Jueces de la República, que hasta la fecha de esta providencia han celebrado matrimonios civiles entre parejas del mismo sexo en Colombia, actuaron en los precisos términos de la Carta Política y en aplicación del principio constitucional de la autonomía judicial, de conformidad con la parte motiva de esta sentencia; advertir a las autoridades judiciales, a los Notarios Públicos, a los Registradores del Estado Civil del país, y a los servidores públicos que llegaren a hacer sus veces, que el presente fallo de unificación tiene carácter vinculante, con efectos inter pares, en los términos de la parte motiva de esta providencia; y ordenar a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, a la Superintendencia de Notariado y Registro y a la Registraduría Nacional del Estado Civil, que adopten medidas de difusión entre los Jueces, Notarios Públicos y Registradores del Estado Civil del país, el contenido del presente fallo, con el propósito de superar el déficit de protección señalado en la Sentencia C- 577 de 2011, proferida por la Corte Constitucional.




    3. La Corte, ‘(...) con relación a las cuestiones de fondo (…) decidió que los principios de la dignidad humana, la libertad individual y la igualdad implican que todo ser humano pueda contraer matrimonio civil, acorde con su orientación sexual (método de interpretación sistemático). Consideró que celebrar un contrato civil de matrimonio entre parejas del mismo sexo es una manera legítima y válida de materializar los principios y valores constitucionales y una forma de asegurar el goce efectivo del derecho a la dignidad humana, la libertad individual y la igualdad, sin importar cuál sea su orientación sexual o identidad de género (…) que los contratos innominados, mediante los cuales se pretendió solemnizar y formalizar las uniones de personas del mismo sexo, no suplen el déficit de protección identificado en la Sentencia C-577 de 2011. En los términos del artículo 113 del Código Civil, la celebración de un matrimonio civil genera diversos efectos jurídicos personales y patrimoniales, los cuales no se encuentran presentes en un contrato civil innominado, lo cual genera un trato discriminatorio entre las parejas heterosexuales y del mismo sexo”.
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